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Introducción 


El presente trabajo aborda la cuestión de la ruralidad metropolitana y los 
dilemas del desarrollo, gestión y ordenamiento en un territorio concreto del área rural 
del Departamento de Montevideo, capital del Uruguay. Lo haremos desde una 
perspectiva sociológica, a partir de la idea de que el territorio es una construcción 
social y que los actores sociales participan de dicha construcción a través de una 
permanente conflictividad en la que se disputa el desarrollo material y el sentido 
simbólico del territorio, estando ambas dimensiones estrechamente relacionadas. 

Montevideo tiene 1,6 millones de habitantes y concentra a casi la mitad de la 
población del país. En su pequeño territorio tiene una área rural de 530 km2 que 
representa el 60% del departamento. La superficie agropecuaria de Montevideo es de 
16.116 ha, ocupadas por 1.367 explotaciones, que representan el 2,4% del total de 
explotaciones del país. Desde la década de los sesenta el proceso de metropolización 
de la ciudad viene transformando severamente sus zonas rurales y naturales 
periurbanas. De todas ellas, se ha seleccionado un territorio concreto para esta 
investigación: el borde urbano-rural del corredor metropolitano del este de la ciudad: 
la zona rural de Carrasco y Punta de Rieles. Desde el punto de vista rural-agrícola, 
esta zona se encuentra notoriamente alterada, con una elevada proporción de tierras 
improductivas, subsistiendo pocas explotaciones hortícolas y vitivinícolas. Está 
ubicada en una importante cuenca hidrográfica (Arroyo Carrasco), que incluye una 
zona de bañados, actualmente muy alterados desde el punto de vista ambiental. 

Este territorio es un área de interfase urbano-rural donde se dan complejas 
relaciones entre las actividades agrícolas, industriales, de servicios y la urbanización 
regular e irregular, que plantean particulares problemas de gestión territorial, social y 
ambiental. Existe una diversidad de actores institucionales y socio-territoriales que 
participan de estos problemas, presionando por mantener y proteger las características 
rurales y naturales o por introducir cambios asociados a actividades alternativas a la 
agricultura o a nuevas necesidades de urbanización. Existe, además, un marco 
normativo que pretende regular las transformaciones territoriales en Montevideo: el 
Plan de Ordenamiento Territorial (POT) o Plan Montevideo, de carácter 
departamental, impulsado por el gobierno municipal. 
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El objeto de estudio de esta investigación son los conflictos de ocupación y uso 
de este territorio frágil y complejo en constante tensión frente a la expansión urbana, 
los procesos de reestructuración productiva y los intentos de planificación y gestión 
territorial. El procesamiento de estos conflictos constituye una instancia de 
construcción del territorio a nivel de acciones y procesos discursivos concretos. 
Entendemos que en estos procesos operan arreglos institucionales y relaciones de 
poder que se cristalizan en el conflicto por nombrar el territorio y clasificar sus usos, 
influyendo en las decisiones sobre ordenamiento y gestión del mismo. Es por esto que 
consideramos válido aportar al análisis en términos de fuerzas sociales concretas que 
inciden sobre el territorio, lo transforman y re-significan y no exclusivamente desde lo 
funcional o lo normativo. 

Las principales preguntas que la investigación ha buscado resolver son dos: 
¿qué actores, poderes y discursos luchan por incidir en la fragmentación, definición y 
construcción social del territorio?; ¿alguno de los actores logra construir un discurso 
hegemónico que habla del territorio para incidir de forma protagónica en su 
transformación? 

El marco teórico del cual partimos entiende al territorio como “espacio 
practicado” (Milton Santos), “espacio apropiado” (Thierry Link) y “espacio social 
reificado” (Bourdieu), y por lo tanto, socialmente construido. Se han tomado en 
cuenta también los aportes teóricos de autores como Laclau, Foucault, Bourdieau y 
otros, que postulan las relaciones entre acción, discurso y poder. Se analiza la eficacia 
simbólica del discurso y cómo éste es capaz de cristalizar las relaciones de fuerza que 
existen en la sociedad con respecto al uso y control del territorio, las posibilidades de 
apropiación del discurso que habla del territorio, el derecho a hablar, como “capacidad 
de hacer entrar este discurso en decisiones, instituciones o prácticas” (Foucault; 
1991:112). Se trata del análisis de las distintas “lecturas” conflictivas del territorio de 
las que habla Santos, que a través de las luchas simbólicas de los actores (funcionarios 
técnicos y políticos, productores rurales, empresarios, organizaciones vecinales), 
determinan posiciones y ámbitos institucionales privilegiados para definir usos del 
suelo y formas de apropiación social del espacio. 

En primer lugar, debemos comprender por qué los cambios de uso del suelo 
rural devienen en conflictos. Analizando las contradicciones subyacentes a tales 
conflictos, partiremos de la hipótesis de que lo que está en juego no es la cantidad de 
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suelo sino el ordenamiento de sus usos (agropecuarios, extractivos, residenciales, etc.) 
y por lo tanto, la convivencia entre actividades y grupos sociales en el territorio, cuyas 
interacciones son conflictivas. Asimismo, del análisis surgieron dos importantes 
dimensiones: el papel de este territorio rural en el modelo de ciudad y las prioridades 
en la distribución de recursos entre grupos y actividades en el mismo. 

Por otro lado, no podíamos avanzar en el análisis de las estrategias discursivas 
de los actores sin preguntarnos sobre sus proyectos y capacidades concretas de acción. 
Es así que hemos analizado las herramientas prácticas que manejan los distintos 
actores de acuerdo a sus intereses en el territorio. 

Finalmente, hemos examinado los argumentos utilizados por los actores para 
justificar la modificación o el mantenimiento del uso del suelo vigente. A través de 
distintos argumentos se trata de incidir en una definición fundamental: ¿este territorio 
sigue siendo un área rural y, por lo tanto, las políticas que concurren en el territorio 
deben ser de tipo rural? Sin embargo, los argumentos de los distintos actores se 
entrelazan con sus espacios sociales e institucionales de referencia, donde adquiere 
importancia la manera en que este debate influye en disputas políticas e ideológicas 
más amplias, reafirmando o debilitando posiciones de poder y autoridad. El territorio 
no es lo único que está en disputa. También lo están objetos del discurso y relaciones 
de poder en un sentido político más amplio. En este plano, los actores intentan definir 
sus intereses particulares como generales, presentando sus posiciones como las más 
legítimas y coincidentes con los intereses de toda la sociedad. 

En función de lo anterior, en las conclusiones se procura determinar qué 
actores logran articular discursos más “legítimos”, con capacidad de ser considerados 
“objetivos”, y en definitiva, con más probabilidades de ganar la contienda simbólica 
que autoriza poder de transformación sobre el territorio. 

Para responder estas preguntas se analizaron tres conflictos por el uso del suelo 
rural en el territorio que han sido relevantes en la última década y que cuestionan, 
precisamente, el carácter rural del mismo. Fueron escogidos en función de su fuerte 
relación con los principales problemas de la zona, su prolongada vigencia (es decir, 
que no se han desvanecido, aunque permanecen sin solución a corto plazo) y su peso 
en las posibilidades de desarrollo de las áreas rurales comprometidas y por lo tanto, en 
su mantenimiento como tales. Los casos seleccionados fueron: 
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■ Instalación de asentamientos irregulares en suelo rural, particularmente, el caso del 
realojo de “Villa del Chancho” de una zona de usos mixtos altamente contaminada a 
un predio calificado como rural, operando una controversial excepción a lo estipulado 
por la normativa municipal. 

• Proyecto de urbanización y parque tecnológico “Jacksonville”, emprendimiento 
privado asociado a la zona franca de Montevideo y ubicado en predios rurales, al que 
la Intendencia se opone fuertemente. 

■ Impactos ambientales del Servicio de Disposición Final de Residuos Sólidos de 
Montevideo, operado por la Intendencia en la zona, provocando denuncias por parte 
de la población afectada. 

El análisis consistió en una comparación de los discursos que circulan 
alrededor de estos conflictos, diferenciándolos según los espacios sociales, 
institucionales y territoriales de los actores que los enuncian. Para determinar cuáles 
son las estrategias discursivas más efectivas y autorizadas se procuró contrastar cada 
discurso con la capacidad efectiva de los actores para usar y ocupar el territorio. El 
análisis discursivo no se centró solamente en lo que declaran los actores, sino también 
en el cómo se enuncia, en qué se hace énfasis, cómo se argumenta y a qué elementos 
ideológicos “echan mano”, que equivalencias o parentescos de sentido establecen y 
utilizan. A partir del análisis de casos concretos como estos, se esperaba hacer visible 
el debate “palmo a palmo” por el sentido del desarrollo en el territorio rural de 
Montevideo. 
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1. Discusión conceptual y antecedentes 



1.1 El territorio como construcción social 


Milton Santos sugiere que todo análisis territorial es la observación de un 
territorio usado y un territorio practicado. El primer análisis refiere a la dinámicas 
societarias que atraviesan el territorio: la acumulación y distribución espacial de 
capitales e inversiones, la localización y movilidad de empresas y mano de obra, los 
desplazamientos de asentamientos humanos, las alteraciones de los eco-sistemas, la 
segregación socio-espacial y las formas de desigualdad y exclusión que traen consigo. 
Tal enfoque se centra en las estructuras socio-espaciales como determinantes, 
prestando poca atención a los actores que movilizan proyectos concretos de 
ocupación, uso y re-significación del espacio y cuya acción no es una mera traducción 
mecánica de estos procesos más globales. 

Algunos geógrafos, sensibles a la idea de construcción social y política del 
espacio, como Santos y Manqano Fernández, le han dado importancia al análisis del 
“territorio practicado”, afirmando que la producción social del espacio se da por 
intermedio de relaciones sociales que, en su intencionalidad, definen visiones 
unidimensionales y fragmentarias del espacio. De acuerdo a las relaciones de fuerza 
entre diferentes grupos, cierta lectura del espacio puede ser dominante, o no, y esto se 
da a través de la conflictividad permanente entre actores sociales que procurar 
controlar dicha lectura, dado que el territorio no es un “lugar” con una unidad 
homogénea y cohesionada; una identidad definida y de preferencia autóctona. Por el 
contrario, puede haber varios “lugares” e identidades coexitiendo en la misma 
localización espacial, y puede haber luchas sociales externas al territorio que definan 
parte de su identidad e incidan en su transformación. 

El territorio es una construcción social que no se sustenta, necesariamente, en 
un espacio previamente delimitado y que incluso puede partir de un espacio 
discontinuo. El territorio no se constituye a partir de fronteras que subdividen el 
espacio y delimitan claramente diferentes realidades. Tales fronteras, más que separar 
los territorios, definen sus interrelaciones y estructuran los flujos e intercambios entre 
territorios. En este sentido, los límites espaciales son pura relación, no tienen entidad 
propia. Thierry Link entiende la frontera “no como criterio definitorio de territorio 
sino como un aspecto que evidencia la relación entre territorio y apropiación: en ese 
sentido, un territorio es un espacio apropiado” (Link; 2006: 130). ¿Qué caracteriza al 
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territorio como un espacio apropiado? El territorio es para Link un recurso y como tal, 
es producido por los grupos que se asientan sobre él y que lo utilizan, lo transforman 
construyendo obras y cambiando su paisaje, le extraen riquezas al combinarlo con sus 
conocimientos y con otros factores productivos y le dan significado e identidad. Los 
grupos humanos generan desarrollo en el territorio mediante la coordinación de 
esfuerzos y las dinámicas de apropiación colectiva e individual de sus recursos y sus 
beneficios. 

Para Link es muy importante la dinámica de apropiación-exclusión en la 
definición de un espacio como territorio. Esta dinámica está fundada en una relación 
de fuerzas que definen algún grado de exclusividad de uso del territorio. “La 
apropiación, cualquiera sea su modalidad (individual o colectiva), su intensidad o su 
objeto (un componente material o no), siempre implica, en algún grado, un derecho de 
exclusividad: no se puede ser dueño de algo sin al mismo tiempo marcar una 
diferencia y, por lo tanto, excluir”. La relación de fuerzas que define el objeto de la 
apropiación y el grado de su exclusividad de uso está asociada a instituciones que 
establecen modalidades legítimas de apropiación. “La exclusión cobra la forma de una 
jerarquización (diferenciación) de los derechos individuales sobre el territorio. Las 
rivalidades de acceso, las modalidades de resolución (o de no resolución) de los 
conflictos se encuentran así en las bases mismas de los procesos de construcción 
territorial” (Link; 2006: 133). 

Considerar el territorio como construcción social nos lleva a conceptualizarlo, 
desde Bourdieu, como “espacio social reificado”, es decir, físicamente naturalizado. 

“De hecho, el espacio social se retraduce en el espacio físico, pero siempre de manera 
más o menos turbia: el poder sobre el espacio que da la posesión de capital en sus diversas 
especies se manifiesta en el espacio físico apropiado en la forma de determinada relación 
entre la estructura espacial de la distribución de los agentes y la espacial de la distribución 
de los bienes o servicios, privados o públicos” (Bourdieu; 1999:120). 

La localización relativa de los agentes y sus oportunidades de apropiación de 
bienes y servicios en el espacio con respecto a los otros, simboliza su posición en el 
espacio social. El uso que hacen los agentes del espacio, el tipo y la cantidad de 
consumo de espacio que pueden efectuar, depende de su capital. Las distancias físicas 
son también distancias sociales. Las clasificaciones que se haga del espacio, tales 
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como centro y periferia, definen y clasifican socialmente a los individuos y grupos 
localizados físicamente. “En la relación entre la distribución de los agentes y la 
distribución de los bienes en el espacio se define el valor de las diferentes regiones del 
espacio social reificado” (Bourdieu; 1999:120). 

Como afirma Bourdieu, espacio social y espacio físico tienden a superponerse y a 
definir posiciones en un campo determinado. Las luchas por la definición del uso del 
espacio, su categorización, clasificación y por el acceso privilegiado a los 
instrumentos para su transformación, forman parte de una “construcción política del 
espacio” (Bourdieu; 1999:124). 

1.2 Actores, poderes y discursos en las transformaciones territoriales 

A partir de esta idea de territorio como “espacio practicado” (Milton Santos), 
“espacio apropiado” (Thierry Link) y “espacio social reificado” (Bourdieu), y por lo 
tanto construido, entendemos que es pertinente un análisis de las acciones, poderes y 
discursos que transforman el territorio en tanto proyecto político. 

Desde nuestra perspectiva, entendemos que es necesario avanzar en el estudio de 
las posiciones de poder que ocupan los actores para lograr ejercer hegemonía en las 
decisiones que repercuten en el destino del territorio. Es importante distinguir qué 

grupos tienen autoridad legítima para actuar y decidir sobre el uso y destino de un 

territorio: dónde instalar una fábrica, dónde trazar un camino, cómo conservar las 

características agrícolas del suelo, cómo resolver problemas de seguridad y 

convivencia entre vecinos y productores, y así toda una compleja trama de asuntos 
interconectados. Estamos hablando de decisiones -así como de vacíos y omisiones- 
que influyen en la apropiación social del territorio a través de una conflictividad que 
tiene efectos simbólicos y materiales sobre el uso del espacio y que son capaces de 
definir privilegios de uso y apropiación a determinados actores. 

Partiendo de la propuesta conceptual de Link, el territorio es a la vez el escenario y 
el objetivo de la acción colectiva. Producir el territorio no es obra de un individuo 
aislado sino de un grupo. A su vez, la pertenencia a determinado grupo social define la 
relación de sus miembros con respecto al territorio y a sus recursos. Los grupos 
sociales, en tanto actores, van a intentar definir al territorio, en tanto objeto, como un 
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patrimonio común con el que procuran establecer una relación de uso privilegiada y 
exclusiva para los miembros del grupo. 

Más allá de sus relaciones funcionales con el territorio, el actor es capaz de 
apropiación simbólica, es quien lleva a cabo la “apropiación identitaria” del territorio. 
En este sentido, importan mucho los elementos no materiales que le confieren 
cohesión y legitimidad al grupo social que accede privilegiadamente a ese patrimonio 
territorial. Cuando hay una identificación legítima de los actores sobre el territorio, 
hay jerarquía, hay dominio, hay control, hay acumulación de capital social y hay, en 
fin, apropiación y exclusión. 

En un artículo de Hugo Marcelo Zunino, centrado en las transformaciones 
urbanas y la construcción social de la ciudad, se hace referencia a este aspecto: 

“Me refiero, particularmente, a las estrategias y tácticas desplegadas por un conjunto de 
actores sociales (públicos y privados) para dominar centros neurálgicos de decisión e 
imponer proyectos que sirven a determinados intereses. Así, la ciudad representa una 
construcción social: son individuos ocupando posiciones de privilegio dentro de una 
institucionalidad determinada los que tienen la capacidad de ejercer poder para construir 
y/o destruir geografías urbanas” (Zunino, 2002:8). 

Por eso se considera necesario estudiar las estrategias discursivas que 
despliegan los actores que defienden diversos intereses (los funcionarios del gobierno 
municipal, la comunidad afectada por los cambios territoriales, los productores rurales 
de distintas escalas y rubros, los inversionistas locales o extranjeros, etc.) para lograr 
ejercer hegemonía en las decisiones que repercuten en el destino del territorio. 

Desde este punto de vista, se han tomado en cuenta los aportes teóricos de 
autores como Laclau, Foucault, Bourdieau, que postulan las relaciones entre acción, 
discurso y poder. 

Proponemos analizar la eficacia simbólica del discurso y cómo éste es capaz de 
cristalizar las relaciones de fuerza que existen en la sociedad con respecto al uso y 
control del territorio, las posibilidades de apropiación del discurso que habla del 
territorio. Se trata del análisis de las distintas “lecturas” conflictivas del territorio de 
las que habla Santos, que a través de las luchas simbólicas de los actores (técnicos, 
productores rurales, burócratas, empresarios, organizaciones vecinales), determinan 
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posiciones y ámbitos institucionales privilegiados para definir usos del suelo y formas 
de apropiación social del espacio. 

En este caso, interesa reconocer los discursos como instrumentos de 
constitución de espacios, como herramientas para distinguir qué grupos tienen 
autoridad legítima para actuar y decidir sobre el uso y destino de un territorio. Para 
ello, el discurso de cada grupo requiere de cierta eficacia simbólica capaz de 
cristalizar las relaciones de fuerza que existen en la sociedad con respecto al uso y 
control del territorio. La eficacia simbólica se expresa como “el poder de actuar sobre 
lo real, actuando sobre la representación de lo real” (Bourdieu; 1999:80) y de esta 
manera “imponer un consenso” sobre el sentido del mundo. 

Todo discurso con pretensión preformativa, busca llegar al extremo de 
efectividad del discurso jurídico “que confiere vida a lo que enuncia”. Es decir, que es 
capaz de actos de magia social. El rito de institución es el ejemplo típico de esta 
facultad, que permite constituir, consagrar, establecer diferenciaciones en el orden 
social. La institución, como rito de magia social puede “explotar las diferencias 
preexistentes”, sobre todo las que aparecen como diferencias objetivas. Bourdieu 
sostiene que el acto de institución tiende a producir lo que designa. La “magia social” 
consiste en producir discontinuo en lo continuo. 

Si bien hay una correspondencia entre la estructura del campo donde se origina 
un discurso y la estructura del campo de las clases sociales, los discursos pueden 
difundirse fuera de un campo específico y lograr una “universalización automática”. 
Por lo tanto, llegarán a ser discursos válidos para los dominados y los dominantes, sin 
una correspondencia directa y necesaria con un espacio social de origen. Esto se debe 
a la existencia de una lengua legítima y un mercado lingüístico unificado, que en 
realidad está inserto en una sociedad diferenciada. Por lo que es posible que miembros 
de la misma comunidad lingüística utilicen muchas significaciones para los mismos 
signos. Los efectos ideológicos son posibles y efectivos gracias a la polisemia que 
encierran las palabras. Por lo que “La polisemia del lenguaje religioso y político, y el 
efecto ideológico de unificación de los contrarios o de negación de las divisiones que 
produce, sólo se mantiene a costa de las reinterpretaciones que implican la producción 
y recepción del lenguaje común por locutores que ocupan posiciones diferentes en el 
espacio social, locutores, por tanto, con intenciones e intereses diferentes” (Bourdieu; 
1999: 14). 
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El fundamento sociológico del uso social del lenguaje que presenta Bourdieu 
deviene de sus conceptos de campo y distinción, a los que se asocian unas 
determinadas competencias sociales para hablar. Por lo tanto, es necesario “establecer 
la relación entre las propiedades del discurso, las propiedades de quien lo pronuncia y 
la institución que autoriza a pronunciarlos” (Bourdieu:1999:71). Las condiciones 
sociales de producción simbólica y la posición del productor en un campo 
determinado, determinan competencias y censuras para hablar. Los mecanismos de 
censura más exitosos no son evidentes. Su mayor éxito consiste en lograr mantener la 
distribución de los agentes entre las distintas posiciones. “Entre las censuras más 
eficaces y disimuladas, pueden incluirse todas aquellas que consisten en excluir a 
determinados agentes de la comunicación excluyéndolos de los grupos que hablan o 
de los lugares donde se habla con autoridad” (Bourdieu; 1999:110). 

En ese sentido, la investigación tiene como uno de sus objetivos comprar los 
discursos que circulan alrededor de los conflictos por el uso del territorio, 
diferenciándolos según los espacios sociales, institucionales y territoriales de los 
actores que los enuncian. Así como cotejar estas diferenciaciones con las posibilidades 
reales de hacer o “dejar de hacer” sobre el territorio. Es decir, considerar las 
competencias discursivas de los actores con la concreción de proyectos de ocupación 
del espacio que puedan estar relacionados con sus intereses. 

En “Las estructuras sociales de la economía” Bourdieu habla de la 
construcción del mercado inmobiliario francés, en la cual el Estado tuvo un papel 
privilegiado como actor representante del “interés general” y como portador del 
“monopolio de la violencia simbólica legítima” que están en condiciones de ejercer 
sus funcionarios con respecto a los usuarios, ciudadanos o representantes de intereses 
privados. 

A menudo se olvida que esos intereses generales son el resultado de luchas y 
conquistas sociales a los que quedan vinculados los intereses burocráticos de los 
funcionarios de los organismos destinados a implementar determinada política (por 
ejemplo, los distintos organismos, oficinas y departamentos de la Intendencia y del 
Estado). El poder de la función pública no radica en aplicar lisa y llana las reglas y 
discernir las trasgresión del cumplimiento, aplicando las sanciones del caso. Existe un 
margen de maniobra consentido por la misma norma, que deja algunos vacíos, por el 
simple hecho de que no puede preverlo todo. Este vacío tiende a ser llenado por el 
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habitus y por los intereses del funcionario que cuenta con la autoridad para interpretar 
y completar lo que la norma ha dejado vacante al aplicarla a un caso particular. La 
excepción a la regla o la adaptación del reglamento, es decir, la “trasgresión 
legitimada” le permite al funcionario contar con una “moneda de cambio” que puede 
utilizar en la acumulación de capital social de relaciones y capital simbólico de 
reconocimiento. 

Bourdieu le da mucha importancia a la manera en que se realiza la ejecución 
práctica de los reglamentoss, que “dan al Estado su figura real, la que asume al 
encarnarse en las innumerables acciones de los innumerables agentes con mandato 
burocrático para actuar en su nombre” (Bourdieu; 2001: 153). Estos agentes son 
poseedores de un poder burocrático cuyo límite está dado por la competencia de los 
otros agentes con pretenciones de ejercer el monopolio de la aplicación de la regla 
burocrática. En este marco, existen conflictos entre funcionarios de distintas unidades 
y departamentos que ocupan distintas posiciones en la jerarquía dentro del cuerpo 
burocrática y a su vez, en determinado campo local. La aplicación de los reglamentos 
se efectúa “a través de esta multiplicidad de poderes rivales”, mediante sus 
negociaciones y conflictos, que no son independientes de la pertenencia del 
funcionario a distintos espacios sociales y a las disposiciones de su habitus. 

Así, por ejemplo, podemos considerar que las normativas de uso del suelo se 
ejecutan a través de conflictos y negociaciones entre poderes rivales. Su aplicación 
depende de los sujetos involucrados en cada caso y puede ser ejecutada de forma 
irrestricta, o bien mediante excepciones (oficiosas o previstas dentro del mismo), o 
mediante las operaciones de “llenar” el vacío que deja la ausencia de reglas en ciertos 
casos particulares (por ejemplo, la falta de normativa terciaria en las zonas rurales). 

El ejercicio del poder sobre el territorio y la población es un complejo proceso 
de formación institucional, que no se reduce a una dicotomía entre dominados y 
dominantes, entre quienes ejercen y quienes padecen las decisiones por otros tomadas. 
En el juego de las relaciones de poder, las políticas, las acciones de gobierno o los 
hechos directamente consumados por otras vías, requieren de cierta efectividad a nivel 
simbólico para lograr legitimarse e institucionalizarse. Al ser interrogado sobre ciertas 
metáforas implícitas en el discurso de la geografía, Foucault responde: “Territorio es 
sin duda una noción geográfica, pero es en primer lugar una noción jurídico-política: 
lo que es controlado por un cierto tipo de poder” (Foucault, 1992). 
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Foucault sostiene una noción “no jurídica” del poder, en oposición a la teoría 
del derecho tradicional. Se pregunta cómo interviene y se distribuye el poder en tanto 
es una propiedad de las relaciones sociales y no el privilegio de un individuo, grupo o 
clase dominante, explorando las múltiples formas de ejercicio del poder que van de 
abajo hacia arriba, que constituyen tanto a los soberanos como a los súbditos. Se trata 
de escrutar en lo que Foucault llama la “multiplicidad de los cuerpos”, en 
contraposición con el método tradicional de los juristas, de examinar el cuerpo del 
derecho como si se tratara de algo macizo y homogéneo, validado por voluntades e 
intereses sociales consensuados. 

El poder no está localizado en el aparato del Estado, no basta con ocupar o 
tomar el Estado para modificar las relaciones de poder. Para que los mecanismos del 
poder funcionen, no es necesario un supremo arquitecto de estos resortes; no hay un 
único agente que haya “diseñado el conjunto” (la burguesía, el Estado), sino que se ha 
ido generando un “mosaico” de personas, instituciones y saberes. Lo importante para 
el investigador es detenerse en los efectos de verdad que produce el poder y los 
efectos de poder que logra el discurso de la verdad. En todas las sociedades las 
relaciones de poder están vinculadas al funcionamiento de un “discurso verdadero”: 
“...el poder nos obliga a producir la verdad, dado que la exige y la necesita para 
funcionar” (Focuault; 2000: 34). 

Identificar en qué consiste la unidad de un discurso es exponer la coexistencia 
de enunciados dispersos y heterogéneos y su sistema de relaciones: cómo esos 
enunciados se implican mutuamente, o se excluyen, o se transforman. Una formación 
discursiva delimita las condiciones de aparición de un objeto de discurso; tiene la 
capacidad de permitir la emergencia de diversos objetos que pueden incluso oponerse 
o excluirse y sin embargo, no modificarla como “superficie de emergencia” de temas. 
Pero la especificidad de una formación discursiva depende de otra instancia: “la 
función que debe ejercer el discurso estudiado en un campo de prácticas no 
discursivas” (Foucault; 1991:111). Foucault identifica estas prácticas no discursivas 
en el campo de las decisiones políticas y económicas, en las prácticas cotidianas, en 
las luchas sociales y políticas concretas. En esos ámbitos, es vital la capacidad de 
apropiación de un discurso, el derecho a hablar, como “capacidad de hacer entrar este 
discurso en decisiones, instituciones o prácticas” (Foucault; 1991:112). Sin embargo, 
aunque todo discurso cumple un papel con respecto a prácticas no discursivas, ni 
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éstas, ni los procesos sociales de apropiación del discurso, son ajenos al discurso 
mismo: los discursos son prácticas que forman los objetos que hablan. 

Una tarea para el analista consiste en determinar quién es el titular de un 
discurso, quién tiene el privilegio de utilizarlo, de qué ámbitos institucionales saca el 
sujeto ese discurso privilegiado, qué posiciones le es posible ocupar cuando pronuncia 
un discurso. En ese sentido, se analizan prácticas discursivas posibles desde distintas 
posiciones: técnicos, productores rurales, burócratas, empresarios, vecinos en tanto 
“representantes de la sociedad civil organizada”, quienes tienen distintas capacidades 
de apropiación del discurso que habla sobre los privilegios de uso del suelo. Se 
considera que los discursos sobre el ordenamiento, la gestión y el desarrollo del área 
rural metropolitana, constituyen una “formación discursiva” vinculada con las luchas 
políticas concretas por influir en esos procesos. 

Según Ernesto Laclau y Chantal Mouffe, en su obra “Hegemonía y estrategia 
socialista”, la distinción de Foucault entre “prácticas discursivas” y “no discursivas” 
es incorrecta, o no es sostenible desde el propio Foucault. Estos autores afirman que 
ningún objeto puede constituirse al margen de toda “condición discursiva de 
emergencia”, es decir, por fuera de la producción social de sentido. En nuestra 
opinión, no es claro que ambas perspectivas se opongan en este punto. Al igual que 
desde la perspectiva de Foucault, estos autores sostienen que la significación produce 
efectos concretos en la práctica. 

La práctica social es construcción de diferencias e identidades nítidas, en un 
esfuerzo por limitar la contingencia, la excesiva polisemia en las palabras. En las 
luchas democráticas contemporáneas se torna cada vez más difícil producir “efectos 
de frontera”, es decir, identidades antagónicas evidentes. Por lo tanto, proliferan 
identidades, diferencias y prácticas articulatorias inestables, sometidas a constantes 
desplazamientos. Las luchas políticas en la democracia moderna, son luchas por 
presentar intereses particulares como universales, otorgando identidad a un conjunto 
de significantes que no estaban esencialmente relacionados. Un ejemplo propuesto por 
Slavoj Zyzek sirve para ilustrar esta idea: desde la perspectiva de la ideología 
comunista, “luchar por la paz significa luchar contra el capitalismo”, aunque ambos 
términos no están necesariamente ligados de antemano. Diferentes voluntades y 
proyectos luchan por llenar ese vacío y presentar su particularidad como encarnación 
de lo universal, de una “comunidad” que en realidad se sustenta como identidad en un 
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significante vacío. Por lo tanto, el primer ejercicio de la crítica a la ideología es 
identificar esa lucha particular, que ejerce un papel nodal, totalizador, determinante. 

A esta lógica de la identidad-diferencia se le opone la lógica de la equivalencia. 
A través de la equivalencia las diferencias se subvierten y anulan para convertirse, 
todas juntas, en una referencia negativa con respecto a un polo antagónico. Algo 
idéntico que subyace a todas las diferencias las anula y las une, las hace equivalentes 
frente a una identidad exterior negativa: un otro antagonista. La equivalencia divide a 
la sociedad en dos campos opuestos separados por un antagonismo, simplificando de 
esta manera el espacio político. Cuando predomina la lógica de la diferencia, en 
cambio, este espacio se expande y complejiza sin que ninguna posición consiga 
centralizar el antagonismo. Estas lógicas del discurso -la diferencia y la equivalencia- 
estructuran los espacios políticos. 

La capacidad de hacer que se tomen algunas decisiones en la gestión territorial 
o se paralicen ciertos procesos de ocupación del suelo o se permita que los hechos por 
sí solos determinen el desarrollo del territorio, depende en gran parte de que, quienes 
tienen unos intereses determinados, logren hegemonizar el discurso que habla del 
territorio. Ese discurso hegemónico es un fundamento que habilita a los agentes que 
tienen capacidad de hacer o dejar de hacer (los órganos de gobierno, las empresas, las 
organizaciones sociales) para que puedan operar efectivamente las transformaciones 
en el territorio, las consientan o al menos no las puedan impedir tan fácilmente. Esta 
es la hipótesis central de este trabajo, justificada a partir de autores y teorías que 
postulan las relaciones entre acción, discurso y poder. 

Desde esta perspectiva, no se entiende a los discursos como entidades autónomas 
sin relación con el contexto en que se producen. Los discursos son articulaciones de 
enunciados que deben interpretarse en relación con sus condiciones sociales de 
producción y usos prácticos. “Los actores individuales y sociales son también agentes 
-conflictivos- de la discursividad y no sólo meros efectos degradados de ésta” (Alonso 
y Callejo;1999: 67-68). Los discursos enunciados e interpretados por agentes sociales 
con intereses, jerarquías y poderes sociales concretos, intervienen en la reproducción 
del poder y en la mediación y resolución de conflictos. 

Podemos entender los conflictos por ocupar y decidir el destino de un espacio 
geográfico, como una disputa entre visiones diferentes con pretensiones de validez 
que buscan la transformación práctica del territorio. Lo que persiguen los distintos 
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actores es resignificar el territorio a partir de la articulación de elementos ideológicos 
y la fabricación de consensos acerca de lo que “es mejor para todos”. Es decir, 
construir la idea de bien común aún cuando se busca defender intereses de grupos 
particulares como si éstos fueran los intereses soberanos del conjunto de la sociedad. 
Estos procesos discursivos contribuyen a moldear el desarrollo de un territorio a partir 
de temas concretos, actores concretos y poderes concretos. Analizar conflictos por la 
ocupación del espacio implica considerar los aspectos relativos a la manipulación 
simbólica del espacio. La construcción de nuevas significaciones en torno a un 
territorio y las disputas por apropiarse de esa significación son dimensiones 
fundamentales en el análisis de estos conflictos, pues los agentes que participan en 
ellos tratarán de incidir en la representación y conocimiento que se tiene del territorio. 

1.3 El territorio rural en la ciudad: un espacio conflictivo 

Los espacios rurales periurbanos fueron tradicionalmente vistos como áreas de 
provisión de alimentos y como “cinturón verde” de la urbe. Es difícil caracterizar este 
tipo de territorio, al que se concibe como un “tercer espacio” diferente de la ciudad 
pero que tampoco forma parte estrictamente de la estructura agraria (Zuluaga; 2005). 
Pero este tercer espacio está sometido a profundos cambios territoriales que afectan 
tanto al campo como a la ciudad, por la influencia del proceso de globalización y la 
pérdida de autonomía de los espacios locales sobre la distribución de actividades en el 
territorio. Actualmente asistimos a procesos de ruptura entre agricultura y territorio 
rural (a la que se suele llamar “nueva ruralidad” o “multifuncionalidad de lo rural”). 
Las ciudades, por otro lado, están experimentando el fenómeno de la urbanización 
dispersa o difusa, que desconcentra sus actividades, haciendo un uso más extensivo 
del territorio. La ciudad desconcentrada se va extendiendo sobre las zonas rurales 
contiguas, las cuales se convierten en áreas de expansión de población y actividades 
que no están vinculadas funcionalmente con la agricultura, sino que van conformando 
un complejo entramado de espacios urbanos y rurales. Con la aparición de nuevas 
actividades y contingentes de población surgen actores e intereses económicos nuevos 
que vienen a convivir con los antiguos modos de vida y uso del territorio. En este 
proceso de transformación, los nuevos y viejos actores, las actividades rurales y las 
actividades alternativas a las mismas, pueden entrar potencialmente en conflicto. 
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Las zonas rurales de Montevideo no han permanecido ajenas a las 
transformaciones reseñadas. Los cambios en la importancia de la actividad agrícola, 
en la localización de otras actividades económicas, en las modalidades de crecimiento 
urbano y en las formas de gestión institucional de estas áreas, son parte central de 
estas modificaciones. El proceso de desagrarización de las zonas rurales de 
Montevideo se relaciona con la reestructuración productiva del país, que ha impactado 
fuertemente en el área metropolitana a partir de su mayor inserción en la economía 
regional y global. Esta reestructuración, que se consolida en los años noventa, incluye 
procesos de desregulación y apertura comercial, desindustrialización y avance del 
sector servicios, modificación de la base agro-exportadora del país con la caída del 
sector agroalimentario de consumo interno, alta dependencia regional, crecimiento de 
un distrito financiero integrado a redes globales y gran importancia del rol logístico 
del Puerto de Montevideo. Especialmente, los pequeños productores rurales que 
tradicionalmente abastecían de alimentos al área metropolitana, se encuentran en 
dificultades para competir con los bajos precios de los productos importados y para 
introducir cambios tecnológicos, lo que presiona a la subdivisión de los predios o al 
abandono de la actividad. 

La competencia por el uso del suelo es uno de los resortes de las 
transformaciones territoriales en las zonas rurales periurbanas. La presión urbana 
disminuye la disponibilidad de tierra y ésta se encarece, haciendo que sea difícil para 
el agricultor incorporar tierras a la producción y cada vez más tentador fraccionarla y 
venderla en el mercado de suelos. Otros sectores económicos, como el inmobiliario o 
el de transporte y almacenamiento, presionan sobre el gobierno municipal para 
localizar sus actividades en ubicaciones que mejoren sus ventajas comparativas, por el 
menor costo relativo de la tierra y por su ubicación sobre las rutas de acceso y salida 
de la capital. Estos sectores, mediante la presentación de proyectos y la práctica del 
lobby, demandan la desregulación de áreas protegidas. 

Las actividades urbanas van desplazando a la agricultura, cuya supervivencia se 
dificulta al ser afectada por problemas como el aumento del tránsito, la contaminación 
y la inseguridad, lo que propicia la aparición de tierras abandonadas , que 
eventualmente pueden ser objeto de fraccionamientos ilegales y ocupación por parte 
de la población que, por sus condiciones socioeconómicas (desempleo crónico, 
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pobreza, juventud) tiene dificultades para acceder a una vivienda en áreas 
consolidadas y se ve desplazada del centro de la ciudad hacia las zonas periurbanas. 

A media que la agricultura deja de ser la función principal y la actividad 
articuladora de estos territorios, éstos se transforman en espacios multifuncionales en 
los que la ciudad va depositando todo aquello que no puede albergar en su interior. Se 
convierten, de esta manera, en el lugar de emplazamiento preferencial de las 
actividades que requieren alejamiento de las zonas residenciales, grandes superficies y 
suelo barato: la relocalización de industrias en busca de mejorar su competitividad, la 
urbanización de desarrollo horizontal y la creación de espacios de segunda residencia, 
la extracción de materiales de construcción, la extensión de las vías de comunicación 
y transporte y la disposición final de deshechos. 

Al mismo tiempo, aumentan los costos de la extensión de servicios e 
infraestructura sobre un territorio más difuso, se transforman y se pierden paisajes 
naturales y puede aumentar la contaminación del suelo, el agua y el aire. No todos 
son impactos negativos, pues la urbanización de zonas deprimidas o abandonadas 
puede ayudar a resolver problemas de vivienda y hábitat o a redistribuir la población y 
las actividades en el territorio de manera de quitar presión a zonas centrales 
extremadamente densas y congestionadas. Sin embargo, hay que tener en cuenta que 
la pérdida de funciones de la agricultura y del entorno rural, con su consecuente 
desvalorización, ponen en riesgo al ecosistema metropolitano en su totalidad en 
detrimento de la calidad de vida de sus habitantes, al resignarse espacios con 
importantes valores naturales y ambientales. 

La gestión de estos territorios periurbanos está pautada por la hibridez de 
espacios urbano-rurales, la continua crisis que implica una transformación constante 
de esos espacios, la dificultad de establecer zonas y fronteras claras entre ellos, la 
yuxtaposiciones de usos incompatibles y las dificultades de gestión y articulación 
institucional. 

Las administraciones públicas suelen proponer modelos de gestión que parten 
de una separación tajante entre espacio rural y urbano, lo que puede contribuir a 
agravar los problemas de éstas áreas, generando un vacío en la gestión, sin que se 
identifique claramente qué actores deben participar en la misma. Entre los actores 
territoriales e institucionales, públicos y privados involucrados “existen lógicas e 
intereses diferentes sobre las formas de ocupación, uso y apropiación territorial” 
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(Zuluaga; 2005: 1). Cada uno de estos actores desarrolla estrategias materiales y 
simbólicas de uso y apropiación territorial. “Los discursos y acciones de actores con 
mayor hegemonía” son los que logran “imponer y legitimar la configuración de un 
nuevo hábitat de frontera ruralurbano” (Zuluaga; 2005:187). De allí nuestro interés en 
identificar esas acciones y discursos que se refieren al territorio y que definen ámbitos 
de gestión, mecanismos de coordinación y privilegios de uso del suelo que están en 
constante negociación. 

Resulta complejo establecer cuáles son los mejores mecanismos para 
pautar las relaciones entre lo urbano y lo rural en este tipo de territorios híbridos. No 
es lo mismo que las transformaciones territoriales estén modeladas por la relación 
entre renta urbana y renta rural y por el mercado inmobiliario, que por una normativa 
de uso del suelo. En el primer caso, el uso del suelo será organizado únicamente por 
intereses privados. En el segundo, se establecen criterios para organizar el uso del 
suelo, en el marco de políticas territoriales, evitando que el mismo sea 
extremadamente arbitrario. La aplicación de estos criterios depende de qué actores los 
definen: los pobladores del territorio, las autoridades locales, el Estado o actores 
externos al territorio que traen nuevos proyectos de uso del suelo. La discusión acerca 
de quién ordena el territorio, determina el cómo: si será el control centralizado de la 
administración pública tradicional, una estructura de gobierno descentralizada con 
mayor protagonismo local, o las relaciones directas entre los actores socio¬ 
económicos que habitan el territorio y utilizan sus recursos. Cualquiera sea el 
mecanismo de coordinación privilegiado, la definición de los usos posibles en este 
tipo de territorio (desde los más abiertos a los más restringidos), es potencialmente 
conflictiva por la variedad de actores con intereses y proyectos posiblemente 
contradictorios. 

1.4 Transformaciones territoriales en Montevideo, urbanización periférica y 
cambios en el uso del suelo rural 

Este modelo de ciudad difusa, urbanización periférica y ruralidad periurbana 
tienen una manifestación particular en Montevideo, de acuerdo a su desarrollo 
histórico y su proceso de metropolización. 
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La expansión territorial del cono-urbano montevideano se intensifica durante el 
auge del modelo de industrialización sustitutiva de importaciones, a mediados del 
siglo XX. Esta expansión asume una modalidad radial, determinada por la disposición 
de las vías de tránsito que conectan centralmente a la ciudad-puerto comercial con la 
producción agropecuaria del interior del país y trasciende los límites de la jurisdicción 
territorial hacia los departamentos vecinos de Canelones y San José, conformando lo 
que se denomina Área Metropolitana de Montevideo (AMM). “A comienzos de los 
60, el 80% de la población nacional vivía en ciudades y centros urbanos, y la 
metropolización de Montevideo era una realidad instalada y consolidada” (Artigas, 
Chabalgoity, García et.al.; 2002, párrafo 13). 

A partir de los años 60-70, y con mayor énfasis en los 80-90, Montevideo 
comienza a sufrir importantes transformaciones territoriales en el contexto de su 
integración a la globalización, espacialmente expresadas en la forma que adopta el 
proceso de metropolización. El modelo de desarrollo se orienta hacia la apertura 
económica y el fortalecimiento de sectores exportadores competitivos. A su vez, el 
Estado va perdiendo sus tradicionales funciones de protección económica y bienestar 
social, mientras se orienta hacia políticas neoliberales de apertura y desregulación. A 
fines del siglo XX y principios del XXI estos cambios estructurales se ven traducidos 
en un aumento de la desigualdad, la exclusión social y la fragmentación del empleo. 
Fenómenos que se manifiestan en el orden de la movilidad y distribución de la 
población en el territorio. Es notorio el proceso de pérdida de importancia del centro 
histórico (Puerto, Centro y Ciudad Vieja), por un lado, y la expansión de la periferia, 
por otro. Esta expansión tiene distintas características: hacia el Este, está ligada a 
nuevos usos del espacio residencial y de esparcimiento por las clases medias y altas, 
surgiendo nuevas centralidades en el emplazamiento de la actividad económica y del 
consumo; hacia el Norte y el Oeste, se vincula con el desplazamiento de grupos de 
bajos ingresos en un creciente proceso de diferenciación y exclusión socioeconómica, 
que los expulsa hacia zonas de infraestructura y servicios precarios. 

Las zonas rurales del AMM no han permanecido ajenas a las transformaciones 
reseñadas. Los cambios en la importancia de la actividad agrícola, en la localización 
de otras actividades económicas, en las modalidades de crecimiento urbano y en las 
formas de gestión institucional de estas áreas, son parte central de estas 
modificaciones. El proceso de desagrarización de las zonas rurales de Montevideo se 
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relaciona con la reestructuración productiva del país, que ha impactado fuertemente en 
el área metropolitana a partir de su inserción en la economía regional y global. Esta 
reestructuración productiva, que se consolida en los 90, incluye procesos de 
desregulación y apertura comercial, desindustrialización y avance del sector servicios, 
modificación de la base agroexportadora del país con la caída del sector 
agroalimentario de consumo interno, alta dependencia regional, crecimiento de un 
distrito financiero integrado a redes globales y gran importancia del rol logístico del 
Puerto de Montevideo. 

Estos procesos inciden en el desplazamiento de la actividad agropecuaria del 
departamento. Especialmente, los pequeños productores se encuentran en dificultades 
para competir con los bajos precios de los productos importados y para introducir 
cambios tecnológicos, lo que presiona a la subdivisión de los predios o al abandono de 
la actividad. Los sectores económicos como el inmobiliario o el de transporte y 
almacenamiento presionan sobre los gobiernos municipales para localizar sus 
actividades en ubicaciones que mejoran sus ventajas comparativas, por el menor costo 
de la tierra y por su ubicación sobre las rutas de acceso y salida de la capital (rutas 1, 
5, 8). Estos sectores, mediante la presentación de proyectos y la práctica del lobby, 
demandan la desregulación de áreas protegidas, en el caso de Montevideo, o 
aprovechan la inexistencia de políticas territoriales en Canelones y San José. Del otro 
lado, la presión urbana proviene del crecimiento de asentamientos irregulares en áreas 
no urbanizadas de Montevideo —incluyendo la rural— con una relativa abundancia 
de tierra municipal, fiscal y privada de propietarios absentistas. En estas áreas 
geográficas el Estado debe asumir altos costos de inversión en obras de infraestructura 
y en servicios. 

1.5 Los conflictos por el uso del suelo rural en Montevideo 

Si nos limitamos sólo al Departamento de Montevideo, en la actualidad, de los 

530 km 2 que constituyen la superficie departamental, aproximadamente el 60 % 

corresponde a su área rural, con una población de 52034 habitantes que representa el 

4% del departamento, según datos del INE (2004). Unas 7825 personas viven en 

predios agrarios, según se desprende del último Censo General Agropecuario (2000). 1 

1 El CGA no considera a la población nucleada en el área rural, ni a la que reside en predios de menos 
de 1 ha. 
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La superficie agropecuaria de Montevideo es de 16116 ha, ocupadas por 1367 
explotaciones, que representan el 2,4% del total de explotaciones del país. El 97% de 
los predios son menores de 50 ha, y el 88% menores de 20 ha. Existe una alta 
proporción de explotaciones de tipo familiar. Las principales actividades agrícolas son 
de carácter intensivo (frutales de hoja caduca, viña y huerta). 


Cuadro 1. Características agropecuarias del Departamento de Montevideo 



País 

Montevideo 

% 

Superficie explotada 

16.419.683 

16.116 

0,1 

N° de explotaciones 

57.131 

1.367 

2,4 

N° de 

trabajadores 

permanentes 

Total 

157.009 

4.855 

3,1 

Por 

explotación 

2,75 

3,55 


Hás por 
trabajador 

105 

3 


N° de personas que residen en 
el predio 

189.838 

7.824 

4,1 

N° de jornales trabajados por 
personal temporario 

1.688.688 

85.593 

5,1 


Fuente: Censo General Agropecuario MGAP 2000 


Los barrios que tienen áreas rurales son, de Este a Oeste: Villa García y Punta de 
Rieles, Cuchilla Pereyra y Cuchilla Grande, Melilla, Rincón del Cerro y Punta 
Espinillo, desembocando en la Costa Oeste del departamento, lindera a San José. 
Estas áreas quedan comprendidas en las zonas 8, 9, 10, 12, 17 y 18, de acuerdo con la 
subdivisión administrativa del territorio montevideano (ver Mapa 1). Estas zonas 
difieren según el grado de conservación de sus características rurales: 


Zonas 8 y 9: Áreas rurales al Este del departamento, de carácter rural-agrícola 
notoriamente alterado, con gran proporción de tierras sin explotación. 
Subsisten explotaciones hortícolas y vitivinícolas. Incluyen Bañados de 
Carrasco, una zona natural muy modificada. Este es el territorio estudiado en 
esta investigación. 

Zona 10: Centro-Norte del departamento (Cuchilla Pereyra, Cuchilla Grande), 
fundamentalmente hortícola, de características rurales deterioradas, muy 
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afectada por el atravesamiento de vías de tránsito (Avenida de las 
Instrucciones, Rutas 6, 7 y 8). 

Zona 12: Nor-Noroeste del departamento. Hacia el oeste, Melilla, que 
conserva fuertes atributos de zona rural agrícola y hacia el este, Peñarol Viejo 
y un sector vinculado a la zona de Cuchilla de Pereyra, que se continúa en el 
Zonal 10. 

Zonas 17 y 18: Suroeste y Oeste del departamento. Una de las áreas rurales 
que mejor conservan tanto su carácter rural agrícola como los ecosistemas 
naturales, en especial la costa y los bañados de Santa Lucia. 

De acuerdo con un relevamiento realizado en 2002 por la Unidad de 
Montevideo Rural de la Intendencia (UMR), solamente el 35% del suelo rural se 
encuentra actualmente en uso agrícola. Existen en el área rural de Montevideo 3022 
padrones que no se encuentran bajo explotación agropecuaria. Estos padrones 
ocuparían unas 10279 ha de las cuales 4800 -el 47%- estarían abandonadas. Estos son 
considerados un grave problema en la gestión del territorio, ya que son motivo de 
ocupaciones, incendios, basurales, etc., que afectan a toda el área rural. 


Cuadro 2. Uso del suelo rural de Montevideo 


Tipo de uso 

N° de padrones 

% 

Superficie 

% 

Uso Agrícola 

3572 

35 

19979 

58 

Sin Uso Aparente 

3022 

30 

10279 

30 

Otros usos 

3574 

35 

4441 

13 

Total 

1017 4 * 


34702 * 



Fuente: Unidad de Montevideo Rural 2002 


Para plantear y analizar cualquier conflicto por el uso del suelo rural en 
Montevideo, debemos tomar en cuenta la existencia de un conjunto de instrumentos 
político-jurídicos y de gestión institucional que intervienen en la toma de decisiones a 
nivel territorial: la descentralización del gobierno departamental, a partir de 1990 y el 
Plan de Ordenamiento Territorial (POT), de 1998. 

En 1990 la izquierda (Frente Amplio) asume por primera vez el gobierno 
municipal, manteniéndose en el poder por los siguientes períodos, hasta la actualidad. 
Una de las primeras transformaciones impulsadas por el nuevo gobierno fue la 
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descentralización, subdividiendo a Montevideo en 18 zonas. En cada una de estas 
zonas se crearon Centros Comunales Zonales (CCZ), Juntas Locales y Consejos 
Vecinales, que comenzarían a cobrar importancia como agentes de la gestión 
municipal a nivel local, apelando a la participación de los ciudadanos, y desarrollando 
algunos instrumentos administrativos para promoverla. El efecto de esta 
descentralización es una mayor penetración de la gestión pública y los servicios en el 
territorio, con la consecuencia de que la Intendencia comienza a asumir funciones que 
antes no realizaba, particularmente en cuanto a la atención a las zonas periféricas. Se 
trataría, en términos de Michael Mann, de una resignación de parte del poder 
centralista del municipio, al tiempo que aumenta su poder “infraestructural” sobre el 
territorio (Mann, 2006). 

En el mismo sentido se puede entender la elaboración del Plan de 
Ordenamiento Territorial (POT), también conocido como “Plan Montevideo”. La 
primera función de un POT es la delimitación de áreas y la definición de fronteras, 
operación que tiene un carácter político que define separaciones, contactos, 
interacciones y criterios de inclusión y exclusión para la asignación de privilegios y 
recursos. 

El Plan Montevideo pretende limitar la expansión innecesaria de la ciudad y 
proteger el suelo rural y el paisaje natural del departamento, para lo cual define una 
zonificación que separa lo urbano de lo rural estableciendo normas diferenciadas por 
zona. Se define una zonificación primaria que distingue el Suelo Urbano del Suelo 
Rural. Luego se establece una zonificación secundaria del Suelo Rural: Área Agrícola, 
Área Ecológica Significativa y Área de Usos Mixtos . Previendo las necesidades de 
expansión de la ciudad, se definieron algunas áreas de “suelo potencialmente 
urbanizable” dentro de las áreas rurales. Los instrumentos de ordenamiento territorial 
que actúan en la definición del suelo urbano y rural son las disposiciones sobre el 
fraccionamiento de tierras, las normas de edificación, la regulación de 
amanzanamientos, la apertura de calles y la normativa para la creación de centros 
poblados. En relación al suelo rural, el POT establece limitaciones especiales en 
cuanto al fraccionamiento de los terrenos y la construcción . Las actividades que se 
realicen en el territorio tendrán que contar con los permisos y habilitaciones 
correspondientes, que se gestionan frente a los distintos organismos de la Intendencia 
y que deben ajustarse a las normas y ordenanzas contenidas en el POT. 
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Estos instrumentos pretenden organizar la actividad pública y privada en el 
territorio y tienen incidencia en el valor de la tierra, en la disposición de viviendas, 
obras e infraestructura y en el tipo de paisaje que se genera a través del tiempo en un 
territorio determinado. A través de ellos, el municipio actúa como administrador del 
uso del espacio público, jugando un papel ordenador. 

Al instituir estas normas y clasificaciones del uso del suelo rural, la 
Intendencia debió enfrentarse a un nuevo desafío: la gestión institucional del territorio 
jurídico y político que se estaba generando a partir del conjunto discontinuo y 
desarticulado de espacios físicos preexistente. A tales efectos, se crea, en 1996 un 
espacio de carácter consultivo de asesoramiento al ejecutivo departamental: la 
Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural (CEPMR). Este espacio está 
integrado por funcionarios, técnicos y delegados de los vecinos del área. Ya se había 
creado, en 1990, una oficina técnica, la Unidad de Montevideo Rural (UMR), con el 
objetivo de atender las demandas de los productores del área rural y desarrollar 
proyectos tendientes al desarrollo de la misma. 

Una consideración de interés es la idea de que el POT debe estar basado en un 
consenso colectivo “que condensa el conjunto de intereses e ideas del cuerpo social 
sobre la construcción y la evolución de la ciudad y su territorio” (POT, Memoria 
Informativa, página 13). El gobierno municipal procuró concertar intereses, que, desde 
el punto de vista de un análisis sociológico, bien pudieran ser disímiles e incluso 
contradictorios. En varias ocasiones la normativa entra en contradicción con 
tendencias o realidades ya consumadas. Surgen entonces numerosos temas de 
discusión, polémica y denuncia a partir de usos del suelo incompatibles con el uso 
rural, contradictorios con la normativa y muchas veces, conflictivos entre sí. 

El territorio que hemos seleccionado para el estudio de los conflictos es la zona 
rural de Carrasco-Punta de Rieles, ubicada al este del Arroyo Manga, alrededores de 
Villa García y entorno de los Bañados de Carrasco, dedicadas principalmente a la 
horticultura y a la vitivinicultura. Las áreas prioritariamente agrícolas de esta zona 
fueron definidas por el POT en base a las condiciones productivas del suelo, su 
función como área productora de alimentos cercana a la ciudad y la tradición agrícola 
de los productores. Según datos del último Censo General Agropecuario (2000), la 
zona tiene una superficie explotada de 1.961 hectáreas -el 12% de la superficie agraria 
del departamento- y un total de 154 explotaciones, que representan el 11% del total de 
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explotaciones agropecuarias de Montevideo. Desde el punto de vista del espacio que 
ocupa en el departamento, este territorio, ubicado en la Zona 9 y parte de la Zona 8, 
tiene un gran porcentaje de suelo rural agrícola, con porciones de suelo rural 
ecológicamente significativo, suelo de usos mixtos y suelo suburbano. Sin embargo, 
esta zona es, al presente, las que muestra más alterado su carácter rural agrícola, con 
gran parte de sus tierras sin explotación. En los Mapas 1 y 2 se muestra la situación de 
la zona en el ordenamiento territorial y los usos del suelo presentes en la misma. 

En los tres conflictos que se analizan participan distintos actores. En primer 
lugar, la Intendencia Municipal de Montevideo a través de distintas divisiones, que en 
ocasiones se oponen, debido al solapamiento de sus competencias en cada caso. Es 
relevante el papel de la Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural, de la 
Unidad de Montevideo Rural y de la División de Planificación Territorial y la 
Dirección de Desarrollo Ambiental. También están los actores del ámbito de gobierno 
descentralizado: el Centro Comunal 9, la Junta Local y el Consejo Vecinal. Por otro 
lado, están los actores socioterritoriales, de carácter muy heterogéneo (empresas de 
actividad no agrícola, productores agrícolas y habitantes rurales, vecinos de 
asentamientos irregulares) y los actores públicos nacionales (organismos del Estado 
tales como Ministerios y Entes Autónomos comprometidos sectorialmente con 
algunos de los aspectos a tratar en cada situación). 

En lo concreto, estos conflictos operan a través de pleitos de tipo 
administrativo y judicial, estableciéndose a partir de solicitudes de uso del suelo que 
no coinciden con las regulaciones municipales, o a través de denuncias por parte de 
productores, vecinos, o propietarios de predios ocupados por asentamientos 
irregulares. Tales pleitos se manifiestan, sobre todo, a través de prácticas técnico- 
administrativas: documentos de factibilidad de los proyectos, estudios de viabilidad 
económica e impacto ambiental, informes técnicos, resoluciones, denuncias, juicios, 
informes, etc. Algunos de ellos permanecen mucho tiempo sin una resolución 
definitiva. No obstante, el “vacío legal” en que a veces caen, no impide la 
continuación de las tensiones a través de las relaciones de fuerza de los actores en el 
territorio, que operan con su propia dinámica. 
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2. Hipótesis, objetivos y metodología de la 

investigación 
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2.1 Hipótesis y supuestos de la investigación 


Las principales preguntas de esta investigación son dos: ¿qué actores, poderes y 
discursos luchan por incidir en la fragmentación, definición y construcción social del 
territorio?; ¿alguno de los actores logra construir un discurso hegemónico que habla 
del territorio para incidir de forma protagónica en su transformación? 

La estrategia de la investigación estuvo centrada en capturar, aprehender y 
analizar las posiciones y los discursos de los distintos actores. En primer lugar, 
debemos comprender por qué los cambios de uso del suelo rural devienen en 
conflictos. Partiremos de la hipótesis de que lo que está en juego no es la cantidad de 
suelo sino el ordenamiento de sus usos (agropecuarios, extractivos, residenciales, etc.) 
y por lo tanto, la convivencia entre actividades y grupos sociales en el territorio, cuyas 
interacciones son conflictivas. Asimismo, del análisis surgieron dos importantes 
dimensiones de análisis: el papel del territorio en el modelo de ciudad, es decir, qué 
rol específico juega en el ordenamiento de la ciudad en general y las prioridades en la 
distribución de recursos entre grupos y actividades en el territorio. 

Por otro lado, no podíamos avanzar en el análisis de las estrategias discursivas de 
los actores sin preguntarnos sobre sus proyectos y capacidades concretas de acción. 
Finalmente, hemos examinado los argumentos utilizados por los distintos actores para 
justificar la modificación o el mantenimiento del uso del suelo vigente. A través de 
sus argumentos, los actores tratarán de responder una pregunta fundamental: ¿el 
territorio sigue siendo un área rural y, por lo tanto, las políticas que concurren en el 
territorio deben ser de tipo rural? Sin embargo, los argumentos de los distintos actores 
se entrelazan con sus espacios sociales de referencia, donde adquiere importancia la 
manera en que este debate influye en disputas políticas e ideológicas más amplias, 
reafirmando o debilitando posiciones de poder y autoridad. El territorio no es lo único 
que está en disputa. También lo están objetos del discurso y posiciones de poder en un 
sentido político más amplio. En este plano, los actores intentan definir sus intereses 
particulares como generales, presentando sus posiciones como las más legítimas y 
coincidentes con los intereses de toda la sociedad. 

Se ha partido de algunas hipótesis para guiar el trabajo, sin que esto implique una 
contrastación mediante pruebas de hipótesis que las refuten o corroboren. Las 
hipótesis de partida estuvieron orientadas a caracterizar, a priori, las posibles lecturas 


30 



del territorio que se relacionan con determinados intereses y visiones, articulados en 
prácticas discursivas y capacidades concretas de transformación del territorio. 

En primer lugar, hemos supuesto que el gobierno municipal ha apuntado a una 
gestión participativa del área rural metropolitana, pero el discurso y la acción a este 
respecto han sido ambivalentes. La misma organización que convoca a los vecinos a 
participar y decidir, debe también planificar, cobrar impuestos, propiciar la inversión 
privada, llevar servicios a la comunidad y, en definitiva, cumplir con demandas y 
expectativas no pocas veces contradictorias. 

El sector empresarial vinculado a las actividades no agrícolas (transporte, 
industria, sector inmobiliario) busca construir una imagen del territorio rural como un 
recurso desperdiciado y un espacio “vacío” que debe ser aprovechado como 
oportunidad para el desarrollo de actividades económicamente rentables. Los actores 
vinculados a estos intereses buscarán proponer equivalencias de sentido que vinculen 
la obtención de renta privada con el bien común. El suelo debe ser utilizado y 
explotado por aquellos que son más eficientes y competitivos en la explotación de los 
recursos. 

Los productores rurales propondrían una equivalencia entre suelo productivo y 
actividad agrícola, con la expectativa de que la protección de las áreas “verdes” del 
departamento se constituya en una defensa del sector. 

En cuanto al discurso de los vecinos asentados en áreas urbanas, éstos no vinculan 
el territorio con la idea de “recurso” sino como lugar de vida, reivindicando soluciones 
a sus carencias de servicios, infraestructura y seguridad pública. 

En función de lo anterior, en las conclusiones se procura determinar que actores 
logran articular discursos más “legítimos”, con capacidad de ser considerados 
“objetivos”, y en definitiva, con más probabilidades de ganar la contienda simbólica 
que autoriza poder de transformación sobre el territorio. 

2.2 Objetivos de la investigación 

El objetivo general de la investigación es analizar los conflictos por el uso del 
suelo rural en un territorio concreto: el Este del área metropolitana de Montevideo, 
particularmente en las Zonas 8 y 9 y sus áreas de borde urbano-rural. A partir de la 
recolección de datos empíricos, se realiza una comparación de los discursos y 
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acciones de los actores involucrados en los mismos en tanto poderes que intervienen 
en la gestión y transformación del territorio. 

A partir de este objetivo general, nos hemos planteado como objetivos específicos: 

A) Seleccionar los conflictos por el uso del suelo rural más relevantes en 
el territorio seleccionado. 

B) Describir estos conflictos concretos e identificar a los actores 
relevantes en los mismos. 

C) Reconocer los intereses y discursos de los actores con respecto a los 
cambios o al mantenimiento del uso del suelo rural. 

D) Analizar las propuestas de los actores con respecto al uso y 
transformación del territorio y su capacidad de acción para encaminar 
dichas propuestas. 

E) Analizar la articulación de los conflictos entre sí y establecer las 
dimensiones subyacentes a los mismos, es decir, qué es lo que se 
disputa más allá del uso de determinada superficie del suelo. 

F) Identificar los argumentos centrales expuestos por los actores en estos 
conflictos y establecer su capacidad para articular un discurso 
autorizado y legítimo sobre las orientaciones del desarrollo del 
territorio. 


2.3 Metodología 

Al inicio de la investigación se recogió información sobre la situación y problemas 
de la zona a través de entrevistas a informantes calificados, información secundaria 
proveniente de censos (agropecuario y de población) y otras fuentes estadísticas, así 
como estudios anteriores sobre Montevideo rural. En esta etapa inicial se procuró 
reconocer y caracterizar al territorio, explorar los posibles temas de conflicto e 
identificar cuáles eran los grupos y personajes clave a entrevistar. 

A partir de esta información se seleccionaron tres conflictos por el uso del suelo 
que cuestionan, precisamente, el carácter rural del territorio en estudio. Los tres 
ejemplos fueron escogidos en función de su fuerte relación con los principales 
problemas de la zona y la prolongada vigencia de los conflictos (es decir, que no se 
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han desvanecido, aunque permanecen sin solución a corto plazo). Se buscó, por otro 
lado, que no fueran conflictos muy puntuales, sino que tuvieran un peso importante en 
las posibilidades de desarrollo de las áreas rurales comprometidas y por lo tanto, del 
mantenimiento de las mismas como tales. Los casos seleccionados fueron: 

1) Instalación de asentamientos irregulares en suelo rural, particularmente, el 
caso del realojo de “Villa del Chancho” de una zona de usos mixtos 
altamente contaminada a un predio calificado como rural, operando una 
controversial excepción a lo estipulado por la normativa municipal. 

2) Proyecto de urbanización y parque tecnológico “Jacksonville”, 
emprendimiento privado asociado a la zona franca de Montevideo y 
ubicado en predios rurales, al que la Intendencia se opone fuertemente. 

3) El Servicio de Disposición Final de Residuos Sólidos de Montevideo, 
operado por la Intendencia, y sus impactos ambientales sobre la zona, 
provocando denuncias por parte de la población rural afectada. 

Con el fin de describir y analizar estos tres casos, se reunió información 
proveniente de entrevistas a actores clave en los tres conflictos. Cada uno de estos 
informantes fue entrevistado según una pauta de entrevista abierta que profundizó en 
los argumentos y procedimientos seguidos por cada uno para lograr que sean 
atendidos sus reclamos o demandas. 

También se consultaron notas de prensa, páginas web, fotos y mapas y se participó 
en algunas de las reuniones regulares de las organizaciones locales involucradas en 
estos temas, así como de recorridas por el terreno, identificando y reconociendo el 
lugar. Se realizaron 22 entrevistas a miembros de 18 grupos e instituciones y se 
consultaron 22 documentos, que fueron incorporados al análisis de opiniones y 
argumentos junto con las entrevistas, por ser considerado material discursivo de 
relevancia. En Anexo puede encontrarse una síntesis del material generado durante el 
trabajo de campo. 

La selección de los grupos y personas a entrevistar implicó la construcción de 
una muestra teórica, procurando que la misma diera cuenta de los distintos intereses y 
discursos que están en juego en torno a los conflictos. Se entrevistó a líderes y 
personas de referencia que fueron consultados en carácter de representantes de las 
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instituciones y grupos que participan de los conflictos. Se indagó sobre sus propias 
visiones y posturas en los conflictos y se introdujeron preguntas sobre los otros grupos 
e instituciones. 

El análisis consistió en una comparación de los discursos que circulan alrededor de 
estos conflictos diferenciándolos según los espacios sociales, institucionales y 
territoriales de los actores que los enuncian. Para determinar cuáles son las estrategias 
discursivas más efectivas y autorizadas se procuró contrastar cada discurso con la 
capacidad efectiva de los actores para usar y ocupar el territorio. No se trató de 
analizar formalmente el “expediente” de cada conflicto en función de la normativa del 
POT, sino que también se buscó determinar las cosas que se pueden hacer o dejar de 
hacer más allá de lo reglamentado y resuelto por el poder público. Por ejemplo, si un 
asentamiento ocupa terrenos en zona agrícola o cercana a predios rurales en 
producción. Más allá de que se permita ubicar el asentamiento, la Intendencia puede 
decidir si abre o no caminos vecinales que podrían llegar a fomentar o desestimular la 
tendencia hacia la urbanización de la zona. El análisis discursivo no se centró 
solamente en lo que declaran los actores, sino también en el cómo se enuncia, en qué 
se hace énfasis, cómo se argumenta y a qué elementos ideológicos “echan mano”, que 
equivalencias o parentescos de sentido establecen y utilizan. 

A partir del análisis de los casos concretos como este, se esperaba hacer visible el 
debate “palmo a palmo” por el sentido del desarrollo en el territorio rural 
metropolitano y cómo intervienen en este proceso las prácticas discursivas de los 
actores. 
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3. Desarrollo empírico 
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3.1 El territorio y su problemática 


En este capítulo se analizan los conflictos por el uso del suelo en el área agrícola al 
noreste del departamento de Montevideo, en la zona rural de Carrasco-Punta de 
Rieles. Las zonas rurales comprendidas dentro de este estudio son aquellas ubicadas al 
este del Arroyo Manga, alrededores de Villa García y entorno de los Bañados de 
Carrasco, dedicadas principalmente a la horticultura y a la vitivinicultura. Las áreas 
prioritariamente agrícolas de esta zona fueron definidas por el POT en base a las 
condiciones productivas del suelo, su función como área productora de alimentos 
cercana a la ciudad y la tradición agrícola de los productores. 

Según datos del último Censo General Agropecuario (2000), la zona rural de 
Carrasco-Punta de Rieles (áreas de enumeración 101001 y 101002) tiene una 
superficie explotada de 1961 hectáreas -el 12% de la superficie agraria del 
departamento- y un total de 154 explotaciones, que representan el 11% del total de 
explotaciones agropecuarias de Montevideo. 

Desde el punto de vista del espacio que ocupa en el departamento, este territorio, 
ubicado en la Zona 9 y parte de la Zona 8 2 , tiene un gran porcentaje de suelo rural 
agrícola, con porciones de suelo rural ecológicamente significativo, suelo de usos 
mixtos y suelo suburbano (ver Mapas 1 y 2 en Anexo). Sin embargo, esta zona es, al 
presente, las que muestra más alterado su carácter rural agrícola, con gran parte de sus 
tierras sin explotación. 

Según datos del Censo de Población, Hogares y Viviendas (2004), las zonas 8 y 9 
de Montevideo tienen, en conjunto, 185162 habitantes. En la Zona 9, la que tiene 
mayor cantidad de suelo rural, apenas el 2% es población rural y el 1,6% es 
considerada suburbana. En la Zona 8 la población rural y suburbana representa 0,4 % 
y 1,6% respectivamente. Se han contabilizado (INE, 2002), 68 asentamientos 
irregulares en la Zona 9 y 11 en la Zona 8. 

Al este de la zona, formando parte de un ecosistema compartido con el 

departamento de Canelones, se extiende una planicie originalmente ocupada por 

humedales: los bañados de Carrasco, considerados parte del suelo rural con 

características ecológicas significativas. Por su topografía aplanada constituyen un 

2 El Departamento de Montevideo está dividido en 18 zonas, de acuerdo a la política de 

descentralización implementada por la Intendencia a partir de 1990., con la llegada al municipio del 
primer gobierno de izquierda. 
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área inundable que, por ese motivo, no se ha visto presionada por la urbanización, 
aunque ha sufrido drásticas modificaciones, perdiendo superficie y biodiversidad. 

En esta zona está inserta, por otra parte, la zona franca de Montevideo, 
Zonamérica, en la intersección de las rutas nacionales 8 y 102, y está presente además 
la influencia del cercano Aeropuerto Internacional de Carrasco (Canelones). También 
está ubicada en el área la usina municipal de disposición final de residuos sólidos (el 
“basurero municipal”). Como veremos, ambas realidades también influyen en la 
problemática de la zona. 

Los usos actuales de este territorios son diversos (ver Mapa 3 en Anexo): 
principalmente productivo-agropecuario y de agroturismo, debido a la gran proporción 
de suelo rural, pero también hay canteras, industrias, depósitos y urbanizaciones, 
incluyendo la presencia de asentamientos irregulares. En muchos casos, el uso real del 
territorio no coincide plenamente con la tipificación del suelo como rural, ya que 
constituye un territorio en transformación y mutación entre lo urbano y lo rural (si 
bien las áreas potencialmente urbanizables pueden albergar actividades no agrícolas si 
se presentan proyectos compatibles con la preservación del área rural colindante). 

Una serie de transformaciones territoriales ha afectado particularmente al 
territorio y amenazan la permanencia de sus áreas rurales y naturales: 

Desagrarización. Un alto porcentaje de superficie agrícola se encuentra sin uso 
productivo aparente o está directamente abandonada (ver Mapa 3 en Anexo). 
Esto no se debe a la aptitud del suelo, que es adecuado para cultivos intensivos 
y no presenta grandes problemas de erosión. La reestructura y crisis general 
del sector granjero puede contribuir a explicar el problema, pero también 
influye fuertemente la cercanía de áreas urbanas que ejercen presiones 
conflictivas con el uso agropecuario del suelo. Asimismo, ambos factores 
confluyen en un menor desarrollo de actividades productivas que sirvan como 
barrera a la expansión urbana. 

Urbanización. En esta zona se ha producido un gran crecimiento poblacional 
que no se explica por un aumento de la población rural, sino por el incremento 
de la población urbana, que ha tendido a concentrarse en las zonas de interface 
urbano-rural de la periferia de la ciudad. De hecho, se estaría produciendo un 
desplazamiento del borde urbano sobre el área rural y ésta es una de las zonas 
más afectadas debido a la gran cantidad de asentamientos irregulares en suelo 
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rural (ver Mapa 4 en Anexo). Esto no significa una gran cantidad de área 
perdida para la producción agrícola, pero implica problemas de contaminación 
y seguridad que la afectan negativamente. Las carencias en las condiciones de 
vida de los habitantes de asentamientos y la incompatibilidad de sus 
actividades (cría de animales, clasificación de residuos, etc.) con la producción 
agropecuaria, hace muy difícil su integración social a la zona. En el otro 
extremo, existen presiones por la instalación de urbanizaciones regulares, 
muchas de ellas no autorizadas hasta la fecha (ver Mapa 5 en Anexo). La 
presencia de Zonamérica (que tiene un proyecto de este tipo) y la cercanía del 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, son factores que hacen que algunas 
áreas de la zona resulten potencialmente atractiva para los inversionistas 
inmobiliarios. 

Contaminación del agua, el suelo y el aire. La presencia de una usina 
municipal de disposición final (vertedero a cielo abierto) y la existencia de 
basurales en campos vecinos a la misma representan un grave problema 
ambiental (contaminación del agua por lixiviados 3 , presencia de plagas, 
vientos que arrastran los residuos hacia los predios rurales, etc.). Además, se 
ha detectado contaminación atmosférica (humo y cenizas provenientes de 
fábricas instaladas en la zona); olores (criaderos de cerdos), contaminación de 
los arroyos (vertido clandestino de fábricas y barométricas con desechos 
domiciliarios e industriales). Sin embargo, el daño causado por las industrias, 
que fuera importante en el pasado, hoy no es el principal dilema. Las 
condiciones de vida de las personas radicadas en asentamientos irregulares 
actualmente significan el mayor problema ambiental. Menos evidentes, pero 
de relevancia, son las consecuencias de la agricultura intensiva (arrastre de 
sedimentos y agroquímicos, contaminación de napas y corrientes de agua). 
Degradación y pérdida de superficie de los bañados de Carrasco. Estos 
humedales ostentaban antiguamente una gran biodiversidad y cumplían un 
papel fundamental en la depuración de las distintas corrientes de agua de la 
zona, amortiguando los impactos de los afluentes de la actividad doméstica, 
agrícola e industrial. Luego de haber sido desecados en los años 70, han 


3 Líquidos nocivos provocados por la degradación de los residuos sólidos. Las cañadas Chacarita y 
Canteras, cuyas cuencas están asociadas a los bañados, arrastran este tipo de sustancias provenientes de 
la usina. 
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perdido gran parte de esa capacidad y se encuentran muy modificados por 
obras de drenaje, canalización de los arroyos que llegan hasta los bañados, 
forestación con especies exóticas, actividades extractivas (recolección de 
turba, caza de pájaros, corte de leña) y contaminación por residuos sólidos. La 
cercanía de la usina municipal de disposición final, que produce lixiviados, es 
uno de los factores más contaminantes. La modificación y reducción de la 
superficie de los bañados son notorias, aunque existen expectativas de 
recuperación y valorización para usos recreativos, turísticos y educativos. 

Estos problemas están vinculados estrechamente entre sí y además tienen 
carácter metropolitano, debido a la inserción del territorio en la Cuenca del Arroyo 
Carrasco, una vasta región compartida por Montevideo y Canelones 4 . En la cuenca 
habitan doscientas mil personas, de las cuales casi el 25% vive en condiciones de 
pobreza en asentamiento irregulares y más del 40% no tiene saneamiento. La 
fragilidad de las áreas rurales y naturales frente a estos problemas es muy grande, y 
aunque del lado montevideano las mismas estén protegidas por un plan de 
ordenamiento territorial, no es posible aislarlas de este complejo contexto 
metropolitano en el que se superponen realidades compartidas con el vecino 
departamento de Canelones. Frente a situaciones similares, las normativas y políticas 
son diferentes, con lo que el desarrollo de ciertas actividades del otro lado del Arroyo 
Carrasco genera presiones: 

“Desde el lado de Canelones, un poco por lo que recuerdo haber visto, tenés el tema 
asociado al aeropuerto, su expansión, y después el crecimiento del eje de ruta 8, con 
formalidad e informalidad, y también básicamente la presión de usos no rurales, 
cementerios, clubes privados, etcétera, etcétera. Producto de una normativa mucho más 
permisiva del lado de Canelones que vale la pena analizar. En Agenda Metropolitana están 
intentando una gestión conjunta que parece bastante difícil” (entrevista PIAI). 


4 Esta cuenca incluye los arroyos Carrasco, Manga, Toledo, las cañadas de Chacarita y Canteras 

y los bañados de Carrasco. Del lado montevideano abarca los barrios de Carrasco, Manga, Punta de 
Rieles y Villa García. Del lado de Canelones incluye las ciudades de Toledo, Suárez, Barros Blancos, 
Colonia Nicolich y Paso Carrasco. 
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Recientemente se han establecido convenios entre los dos gobiernos locales a 
través de Agenda Metropolitana 5 , con el objetivo de disponer medidas de promoción 
conjuntas para atender temas de carácter metropolitano, como la producción y 
comercialización de productos hortifrutícolas, el transporte y la infraestructura, el 
manejo de fraccionamientos, los criterios de edificabilidad, la ubicación de industrias 
y asentamientos, la gestión de residuos sólidos y líquidos y la recuperación de los 
bañados. 

3.2 Conflictos por el uso del suelo rural en el nordeste del Departamento de 
Montevideo. 

Una vez planteada la situación del territorio pasaremos a describir y analizar tres 
conflictos por el uso del suelo que cuestionan precisamente su carácter rural. Tales 
cconflictos están estrechamente relacionados con los problemas de límites entre lo 
urbano y lo rural que esta zona presenta: la expansión urbana, las condiciones de vida 
deficientes de la población, la desagrarización y pérdida de valor del área agrícola, el 
deterioro de los bañados y los problemas ambientales. Se trata de conflictos que 
dificultan o impiden el reconocimiento, convivencia e interacción entre el avance de 
usos del suelo diferentes (residenciales, industriales, de disposición de residuos, 
extractivos) muchas veces incompatibles e incluso excluyentes con el uso agrícola del 
suelo, así como de las formas de vida y cultura del vecindario rural. Si bien existen 
áreas de usos mixtos y potencialmente urbanizables donde se pueden desarrollar estos 
usos alternativos, la presión sobre el suelo rural es fuerte. Las actividades instaladas 
en estas zonas, aunque no necesariamente compitan por la misma porción de suelo, al 
estar muy cerca de las zonas rurales las tornan más vulnerables frente a estas 
presiones. 

En este trabajo se analizan tres ejemplos que fueron seleccionados en función de 
su fuerte relación con los principales problemas de la zona ya señalados y la 
prolongada vigencia de los conflictos, con un peso importante en las posibilidades de 
desarrollo de las áreas rurales comprometidas y por lo tanto, del mantenimiento de las 
mismas como tales. 


5 Unidad coordinadora dependiente de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la 
República. 
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Uno de los entrevistados, quien forma parte del equipo técnico del PIAI (Programa 
de Integración de Asentamientos Irregulares) mencionó simultáneamente los tres 
conflictos seleccionados, lo que nos dio una importante pista a la hora de definir su 
selección como los tres más relevantes: 

“Si querés los hechos de conflicto... una es el vertedero, la otra es el tema de zona franca 
y los proyectos aledaños, y tierras baldías que se compran y se dejan morir ahí a la espera 
del cambio de uso, la famosa propuesta de la ciudad alternativa que iban a construir ahí 
hasta el límite con el arroyo Toledo. Y el tercer elemento de conflicto en el Comunal 9, se 
asocia con la presencia de asentamientos, particularmente del área rural. Desde que 
empezaron las políticas de ordenaciones están en una franca contradicción, no corresponde 
a la normativa vigente que se pueda urbanizar allí” (entrevista PIAI). 

Pasemos, entonces, a describir en profundidad los tres conflictos seleccionados. 

3.2.1 Instalación de asentamientos irregulares en suelo rural 

Como ya hemos explicado, la ciudad de Montevideo se ha extendido hacia sus 
bordes urbano-rurales, donde el tejido urbano se ha desbordado de manera 
desestructurada, con graves carencias de servicios y conflictos con los usos del suelo 
no residenciales. Los llamados “asentamientos irregulares” son barrios ubicados en 
fraccionamientos ilegales (ocupados o adquiridos de manera informal) y generalmente 
formados por autoconstrucción. En este tipo de barrio habitan grupos sociales de bajos 
ingresos que constituyen globalmente una demanda de vivienda insatisfecha por 
diversas razones: liberalización del sistema de arrendamientos urbano, baja 
disponibilidad de tierra urbanizada con regularidad jurídica y factible de ser utilizada 
con destino residencial a bajo costo, inexistencia, por muchos años, de programas de 
financiamiento de adquisición de tierra y vivienda para familias de ingresos bajos. 

El fenómeno del crecimiento de los asentamientos en la periferia de la ciudad 
durante los últimos 15 años, coincide con “una desconexión entre trabajo y territorio: 
el trabajo empieza a replegarse y el barrio a buscarse en los bordes de la ciudad” 
(Ávila, Baraibar, Errandonea y Katzman; 2003: 22). Asociado esto a demanda 
insatisfecha en términos de vivienda, da lugar a la construcción de un mercado 
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inmobiliario informal que provee de soluciones a un contigente de población 
empobrecido y marginado de soluciones formales. 

Es habitual que los asentamientos se localicen en zonas inadecuadas (tierras 
bajas y márgenes de arroyos inundables), por lo que las condiciones de vida de sus 
pobladores se ven comprometidas y se vuelve muy costosa la eventual adecuación 
para usos residenciales, lo que implicaría para el gobierno municipal y nacional la 
provisión de todos los servicios públicos, la trama vial y el transporte colectivo. Si 
bien es costoso atender a esta población desplazada de los ámbitos consolidados de la 
ciudad, el Estado ha mostrado voluntad y capacidad -aunque limitada- de extender 
servicios básicos a los barrios ya formados, a lo que se suma una baja disposición a la 
represión frente a la formación de nuevos asentamientos. Por lo general, no se 
desaloja a ocupantes irregulares en terrenos fiscales (salvo excepciones, como zonas 
inundables o pasajes de obras públicas), mientras que las expulsiones de predios 
privados recorren un largo camino jurídico antes de ejecutarse, y este camino muchas 
veces concluye en la compra del terreno por parte del Estado y la adjudicación a sus 
habitantes. Esta ausencia de represión no carece actualmente de lógica: 

“La “represión estatal” legítima es plausible siempre que los movimientos no involucren a 
un porcentaje demasiado alto de personas ni existan condiciones para su prolongación en el 
tiempo. Ninguna de las dos condiciones se dan en el caso de los asentamientos. Primero, 
más del 10% de la población de Montevideo vive en asentamientos; y segundo, se trata de 
un fenómeno de más de quince años de duración, que continúa su curso”. (Ávila, Baraibar, 
Errandonea y Katzman; 2003: 22). 

La baja disposición gubernamental a reprimir la formación de asentamientos 
estuvo, desde los inicios de este fenómeno, asociada a la articulación de los sectores 
sociales más pauperizados con los partidos políticos que ocuparon el gobierno 
departamental. El movimiento autoorganizado de ocupantes de tierras no pudo 
establecer un vínculo con los clásicos movimientos sociales (estudiantil, sindical, 
cooperativista). En cambio, figuras políticas menores, tanto del Partido Colorado 
como de algunos sectores del Frente Amplio que procuraban “organizar sectores no 
organizados” (como el Partido Socialista o el Movimiento de Liberación Nacional), 
facilitaron las condiciones de formación de asentamientos, como “transmisores de 
información estratégica y know how; como prestamistas o dispensadores de redes 
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sociales; y como fuerzas operantes detrás de quienes toman decisiones” (Ávila, 
Baraibar, Errandonea y Katzman; 2003: 16). 

Frente a esta problemática, el Estado ha promovido una política de 
regularizaciones y realojos de asentamientos. A partir de 1991 comenzó a hacerlo la 
IMM, luego el MVOTMA en 1994 y posteriormente el PIAI. Los asentamientos a 
regularizar se seleccionan según criterios técnicos y de viabilidad, aunque usualmente 
es necesario desviarse de esos criterios para atender situaciones sociales críticas, 
adoptando criterios ad hoc que no escapan de las lógicas político-partidarias. Esta 
situación se vincula con la ausencia de una política integral en materia de 
asentamientos. Hasta el momento se ha seguido una política fragmentada en la que 
participan múltiples actores (IMM, MVOTMA, PIAI, MIDES, MTOP, OSE, UTE, 
ANTEL) pero ninguno fija parámetros de coordinación interinstitucional o 
articulación capaz de organizar todos los aspectos: de infraestructura, de propiedad, de 
vivienda, de políticas sociales, etc. 

Frente a los asentamientos ubicados en suelo rural, puede suceder que algunos 
organismos del gobierno departamental (como la Junta Departamental, la Junta Local 
o la División de Planificación Territorial), así como organismos públicos nacionales, 
reconozcan a determinado asentamiento y promuevan un cambio en el uso del suelo o 
directamente realicen obras o autoricen la realización de acciones para urbanizar el 
lugar (aún de manera descoordinada con respecto a la IMM). Esta situación fue 
especialmente compleja cuando el gobierno local y el nacional eran de partidos 
políticos diferentes, pero aún persisten algunos problemas. Las redes clientelares que 
vinculan a lo líderes de asentamientos con funcionarios de distintos organismos 
continúan funcionando, lo que dificulta a veces la coordinación política y operativa 
entre organismos públicos. A esto se agrega la inexistencia de actores institucionales 
metropolitanos (en ciernes, quizás, a partir de la creación de Agenda Metropolitana) y 
una gestión segmentada por departamentos. 

Por su parte, las poblaciones de estos nuevos barrios demandan la regularización y 
adjudicación de la tierra y la extensión de servicios públicos y obras sociales y de 
infraestructura. En este sentido, la práctica de las organizaciones de asentamientos ha 
tenido una orientación particularista que opera mediante el logro de pequeñas 
conquistas en una negociación directa con las autoridades de los distintos ámbitos de 
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gobierno involucrados, lo que también contribuye a limitar las posibilidades de una 
política integral y coordinada. 

A ello se suma la presencia de ONG, fundaciones y asociaciones civiles que 
trabajan con asentamientos de la zona para la construcción de viviendas o la 
realización de obras sociales, que no siempre coinciden con los criterios de la IMM 
para la regularización de asentamientos. 

Las zonas 8 y 9 de Montevideo son las que cuentan con mayor número de este tipo 
de urbanización. Muchos asentamientos se ubican en suelo rural, donde la existencia 
de terrenos abandonados facilita el fraccionamiento y la instalación de viviendas. 

La ocupación de suelo rural por asentamientos es conflictiva con la normativa 
aprobada en el POT y representa un problema para la IMM, al generarse una 
urbanización indeseada por dos razones: primero, por instalarse en áreas donde no está 
previsto invertir en la extensión de los servicios municipales y segundo, por 
contravenir las prioridades de ordenamiento territorial de contener la expansión 
urbana y evitar el vaciamiento del centro de la ciudad. Por otro lado, cuando se 
instalan en suelos potencialmente urbanizables, lo hacen fuera del marco de cualquier 
Programa de Actuación Urbanística que habilitaría la formación de nuevos barrios 
urbanos. 

La regularización de asentamientos ubicados en el área rural implicaría un cambio 
en el uso del suelo. Sin embargo, la decisión no es fácil de asumir, dado que cada 
excepción al POT implica un antecedente que puede acelerar las ocupaciones de 
tierras abandonadas en el área rural, ante la probabilidad de que tarde o temprano el 
asentamiento se regularice. Aún cuando muchas tierras no estén actualmente en 
producción, su transformación en área residencial implica que el suelo no volverá a 
ser utilizado para la agricultura. Es decir, se pierde para siempre como suelo 
productivo. 

Aún cuando pueda existir la voluntad política de cambiar la zonificación y 
regularizar un asentamiento en forma excepcional, esto no implica un compromiso 
inmediato de extender los servicios municipales a la nueva urbanización. Es decir, una 
cosa debe ir acompañada de la otra para que el problema del asentamiento se 
solucione. En algunos casos, incluso, la regularización no es deseada por algunos 
vecinos de los asentamientos, que preferirían preservar la localización de sus 
viviendas en la informalidad, dado que la integración a la ciudad formal y a sus 
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servicios implica costos que no están en condiciones de asumir (tarifas de luz y agua, 
impuestos por alumbrado y saneamiento). Como resultado de esta compleja situación, 
muchos asentamientos permanecen en el área rural y son consentidos pero no 
regularizados, con lo que la situación es, en definitiva, la menos óptima: sabiéndose 
tolerada, la población continúa establecida donde no debería, esperando obtener 
eventuales y pequeñas mejoras (ladrillos, chapas, canillas públicas) que no solucionan 
sus carencias más profundas. 

Por otro lado, los asentamientos no son solamente un problema cuando se 
establecen ilegalmente en el suelo rural ocupando tierras potencialmente productivas. 
Aún cuando se instalan en suelo urbano, suburbano o de usos mixtos, la cercanía con 
las áreas rurales y naturales protegidas representa una fuente de conflicto social y 
ambiental. Al ubicarse en los márgenes de cursos de agua y al no contar con 
saneamiento adecuado, los asentamientos sufren problemas ambientales que a su vez 
afectan a la zona. Asimismo, algunas de las actividades que realizan los vecinos de los 
asentamientos, como la clasificación de basura y la cría de animales en malas 
condiciones sanitarias, suelen ser incompatibles con el mantenimiento de un entorno 
rural. Muchos vecinos rurales se quejan de la pérdida de valores estéticos y 
recreativos, como en el caso de los bañados de Carrasco. La presencia en la zona de la 
usina de disposición final de residuos sólidos, en la que trabajan muchos 
clasificadores, favorece la presencia de familias que viven de esta actividad en las 
cercanías, en condiciones de vida extremadamente precarias. 

Finalmente, uno de los problemas planteados por las organizaciones de vecinos y 
productores rurales es el aumento de los robos de animales, materiales y equipos. La 
presencia de asentamientos en el entorno rural es uno de los factores identificados por 
los productores como causa del aumento de la inseguridad, en un área donde la 
vigilancia es más difícil por las características mismas del territorio (dispersión de las 
viviendas rurales, escasa iluminación, “trillos” por donde los delincuentes pueden 
escapar con facilidad). 

El problema de la inseguridad es un tema de que afecta en general a todos los 
habitantes del territorio, incluidos los vecinos que viven en asentamientos. Sin 
embargo, la producción rural es especialmente sensible a estos problemas, lo cual 
genera una situación tensa entre los vecinos rurales y los nuevos habitantes urbanos de 
asentamientos. Si bien ambos comparten una problemática común (la inseguridad), las 
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formas de habitar el territorio y el origen social y cultural de cada grupo de vecinos 
dificultan el acercamiento y las posibilidad de una gestión conjunta del problema. 
Existe un grupo vecinos y productores rurales deonominado “ABC Rural” 
(Asociación Bañados de Carrasco) que promueven acciones preventivas de seguridad 
para el control y vigilancia del área rural, pero no han logrado articular sus acciones 
con las organizaciones de asentamientos ya consolidados. 

La normativa del POT no funciona por sí misma para “frenar” la urbanización del 
campo si no existen instrumentos de gestión y mecanismos para identificar la 
situación de los asentamientos y actuar al respecto. A través de los años, se han 
generado algunas líneas de trabajo para combatir y desestimular la presencia de 
asentamientos en suelo rural: creación de una cartera municipal de tierras, ejecución 
judicial de inmuebles suburbanos y rurales con deudas, intentos de formular una 
normativa municipal que indique procedimientos a seguir cuando se detectan nuevos 
asentamientos y coordinación con actores municipales y no municipales vinculados al 
tema de la tierra y la vivienda para buscar posibilidades de realojos apropiados. Estos 
mecanismos fueron construidos lentamente a partir de denuncias de vecinos y de la 
acción de la Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural y la IMM. Los 
vecinos del grupo ABC Rural también se movilizan para identificar y denunciar la 
ocupación de predios y la formación de nuevos asentamientos frente a las autoridades 
municipales. 

Por su parte, el grupo ABC Rural ha planteado la posibilidad de cambiar el uso del 
suelo y permitir la instalación de viviendas de forma regular como una estrategia para 
detener el avance la urbanización irregular y promover la llegada de “buenos 
vecinos”. Demandan también la posibilidad fraccionar los predios a menos de 3 ha y 
de este modo revalorizarlos y eventualmente venderlos. Actualmente, los valores de 
los inmuebles rurales de la zona están muy deprimidos. La cercanía de asentamientos 
irregulares, según el grupo ABC, sería uno de los factores que desvalorizaría sus 
predios. 

Un ejemplo concreto acerca de cómo funciona este tipo de conflictos es el realojo 
del asentamiento “Villa del Chancho”. Se trata de la propuesta de realojar a 23 
familias asentadas en un predio que anteriormente era parte del vertedero municipal de 
Felipe Cardozo y que fue deshabilitado como usina de disposición de residuos al 
agotarse su capacidad. Un conjunto de organizaciones del barrio y organizaciones 
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vinculadas a la Iglesia 6 , junto con la asociación civil del asentamiento, promovieron el 
realojo de las familias mediante un proyecto de construcción de viviendas, servicios y 
la incorporación de proyectos productivos financiado por la IAF (Fundación 
Interamericana). La IAF condicionó la entrega de los fondos a la disposición de un 
terreno apropiado y seguro para el realojo, que debía contar con la aprobación de las 
autoridades municipales. Sin embargo, la IMM no conseguía definir el terreno óptimo 
para el realojo. 

La Fundación Don Pedro, una de las organizaciones barriales promotoras del 
proyecto, proporcionó un terreno de 53 ha, adquirido por el presidente de la propia 
fundación. Sin embargo, el predio estaba ubicado en una zona rural. Entre 2005 y 
mediados de 2007 se procesó una larga discusión entre los técnicos de la IMM y los 
representantes de la fundación y de los vecinos de Villa del Chancho para estudiar el 
cambio de uso del suelo de rural a suelo de usos mixtos, flexibilizando los criterios 
para permitir la instalación de viviendas. Finalmente, la donación del terreno para las 
finalidades del proyecto fue aprobada por la IMM y actualmente se encuentra en curso 
el realojo de las familias. Este cambio de uso del suelo fue apoyado por la División de 
Planificación Urbana, luego de varios estudios técnicos, aunque no contó con una 
opinión positiva de la Unidad de Montevideo Rural. 

En síntesis, el avance de los asentamientos en la zona rural del nordeste está 
generando importantes conflictos por el uso del suelo. Mientras que los vecinos que 
habitan estos nuevos barrios demandan tierras, viviendas y la extensión de servicios 
municipales, los productores rurales denuncian situaciones de inseguridad y cambios 
en el entorno que los perjudican. La IMM se enfrenta al desafío de impedir que 
nuevos asentamientos se instalen en el suelo rural y resolver situaciones de hecho en 
las que ya existen barrios formados por varias decenas de hogares habitando 
ilegalmente suelo rural protegido o potencialmente urbanizable sin los permisos 
necesarios. La CEPMR ha desarrollado instrumentos para proteger la zona rural a 
partir de lo establecido por el POT. Sin embargo, las fuertes demandas sociales de los 
asentamientos también deben ser atendidas por la IMM y otros organismos públicos, 
lo que genera conflictos y descoordinaciones entre unos y otros. Hasta el momento, 


6 Colegio Stella Maris, Colegio Oíd Christian, Hermanas Misioneras Franciscanas del Verbo 
Encarnado. 
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los espacios de coordinación de actores sociales del territorio han sido muy débiles y 
con dificultades para integrar a los vecinos urbanos y rurales de la zona. 

3.2.2 Proyecto “Jacksonville” de Zonamérica 

Zonamérica -antes denominada Zona Franca de Montevideo- se encuentra ubicada 
en la intersección de las rutas 8 y 102, en las inmediaciones del área rural de Villa 
García. Se trata de un gran emprendimiento que proporciona instalaciones, servicios e 
infraestructura a un conjunto de empresas instaladas bajo régimen de zona franca. El 
impacto de Zonamérica en el territorio es importante por el tamaño e intensa actividad 
de su parque de operaciones y la cantidad de personas y mercaderías que circulan por 
las vías de tránsito que conectan Zonamérica con la ciudad, el puerto y el aeropuerto. 

El emprendimiento se instala en un predio adquirido en 1982 y es autorizado a 
operar en 1990 por Resolución del Poder Ejecutivo. Ocupa una superficie de 100 ha 
en lo que luego pasaría a ser una zona de usos mixtos con la creación del POT. Por lo 
tanto, su actividad allí queda contemplada bajo la normativa. Sin embargo, la empresa 
adquirió otras 500 ha, parte de las cuales se ubican en áreas zonificadas como rurales 
y potencialmente urbanizables. 

En 1998 se presentaron dos proyectos concretos a la IMM para hace uso de ese 
terreno: una ampliación en 40 ha del parque donde opera Zonamérica y un gran 
complejo de servicios (hotel, anfiteatro, centro comercial, centro cultural, museos, 
cines, infraestructura deportiva) que incluye un área de viviendas, promovido por la 
empresa Altenix S.A. Este proyecto, denominado “Jacksonville” (por estar ubicado en 
el predio de la antigua Escuela Agraria Jackson), cuenta con el reciente apoyo del 
gobierno nacional, pero la propuesta de urbanización residencial (ver Mapa 5 en 
Anexo) se ha enfrentado desde el principio con una fuerte oposición por parte de la 
IMM, tanto en los dos períodos la administración Arana (1995-2000, 2000-2005) 
como en la actual administración Erlich. No obstante, en esta última administración, la 
empresa logró los permisos para concretar una parte menor del proyecto (hotel, 
restaurantes, clínica médica y un pequeño centro de servicios), pero no se ha aprobado 
aún la construcción del área residencial. 
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La zona residencial del proyecto Jacksonville está orientada, según lor promotores 
de este proyecto, a los empleados de Zonamerica, unas 4.500 personas que se 
trasladan diariamente al lugar, pero tendría capacidad para unas 20.000 personas en 
total: en proporción, casi la cuarta parte de la población que actualmente vive en la 
Zona 9 de Montevideo. En primera instancia se había propuesta la creación de un 
“barrio cerrado”, opción que inmediatamente topó con una rotunda negativa de la 
IMM. Aún cuando esta primera idea fue reformulada, el conflicto por el uso de las 
hectáreas adquiridas por Zonamerica continúa, debido a que el proyecto requiere un 
cambio en el uso del suelo establecido por el POT. 

Al igual que en el caso de la instalación de asentamientos irregulares, el cambio 
del uso del suelo rural con destino residencial implicaría renunciar a una porción de 
suelo de aptitud agrícola y llevar hasta allí todos los servicios urbanos, aunque en este 
caso, la empresa se haría cargo de todos los gastos. 

La IMM sostiene que es inadecuado promover una extensión y desconcentración 
de la ciudad hacia sus márgenes, desaprovechando otras centralidades urbanas ya 
consolidadas. Por su parte, los promotores del proyecto sostienen que el área 
constituye un “baldío rural” donde no hay actividad agropecuaria y que, por lo tanto, 
debería ser aprovechado para otras actividades productivas. 

Quedan, no obstante, márgenes para la negociación. Una parte del proyecto 
Jacksonville estaría ubicado en zona rural de usos mixtos y en zona potencialmente 
urbanizable que sí pueden llegar a admitir el uso residencial. Podría incluso llegar a 
aprobarse alguna otra parte de la propuesta sin cambiar los lineamiento fundamentales 
del POT. Es decir, sería posible modificar los usos del suelo de una forma prevista 
por el mismo POT. 

Efectivamente, en el año 2000 la Junta Departamental de Montevideo aprobó la 
ampliación del actual complejo de Zonamerica (40 ha al Oeste) en suelo 
potencialmente urbanizable. Sin embargo, la autorización para realizar las obras 
requirió de un largo período de estudios y discusiones durante el cual la empresa y la 
IMM negociaron la responsabilidad de la empresa en cuanto al desarrollo del 
saneamiento y a la construcción de un parque lineal en Villa García (ya realizado). 

Durante este proceso estuvo presente un tema que gravitó en las negociaciones: la 
compatibilidad del emplazamiento de Jacksonville con el trazado del futuro colector 
perimetral metropolitano, una ruta transversal para comunicar las rutas que atraviesan 
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el departamento en sentido radial y ordenar de esta manera el tránsito de cargas. Los 
predios comprendidos en el futuro emprendimiento están ubicados sobre la ruta 102, 
donde se iniciaría el trazado del colector. Si el proyecto se concretaba antes que el 
colector, podía surgir eventualmente la necesidad de un cambio del trazado o la 
realización de expropiaciones muy onerosas para el Estado. Finalmente, Zonamérica 
cedió estos predios sin costo para el Estado, a cambio de que las obras no dañaran una 
parte del casco histórico de la antigua Escuela Jackson (la avenida de ingreso, 
bordeada de palmeras con un valor de patrimonio natural e histórico) que el trazado 
original amenazaba con eliminar. 

Es importante señalar que la organización de productores rurales de la zona 
(ABC Rural), está de acuerdo con el proyecto de Jacksonville que representa para 
ellos una posibilidad de contención frente a los asentamientos y contempla su 
demanda de mejorar el aspecto y la seguridad de su entorno. 

En síntesis, en este caso se plantea un largo e importante conflicto por el uso del 
suelo que compromete a la IMM y a Zonamérica frente a la instalación de un 
complejo residencial. Si bien Jacksonville no se presenta actualmente como un 
proyecto de “barrio cerrado”, representa para el gobierno departamental una indeseada 
posibilidad de expandir la ciudad hacia la periferia. Intereses materiales e ideológicos 
rodean esta cuestión, de la cual se desprende una profunda discusión sobre los usos 
del suelo y las tendencias de desarrollo de la zona. 

3.2.1 La usina municipal de Felipe Cardozo 

El tercer caso que se analiza es el de la presencia en el territorio de la Usina de 
Disposición Final de Residuos Sólidos de la IMM. Conocida como “usina municipal” 
y también como “usina cinco” 7 , se trata en realidad de un conjunto de vertederos a 
cielo abierto que constituyen un servicio de disposición final de residuos sólidos 
mediante el sistema de relleno sanitario 8 . Está ubicado en el cruce de los caminos 


7 En realidad está compuesta por varias usinas de disposición, de la cual la N° 5 es una, aunque 
actualmente se utilizan la 6 y la 7. 

8 El sistema de relleno sanitario es una manera de minimizar el impacto ambiental de la disposición 
final de residuos. A medida que se va colocando la basura, ésta es compactada con maquinaria y 
cubierta con una capa de tierra y otros materiales para depositar otra capa de basura y así sucesivamente 
hasta que el relleno sanitario se da por saturado. 
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Felipe Cardozo y Cochabamba, en el límite entre la zona urbana y la zona rural del 
nordeste de Montevideo (ver Mapa 6 en Anexo). 

Los particulares, las empresas y los camiones de basura de la propia IMM, 
depositan distinto tipo y volumen de residuos sólidos provenientes de domicilios, 
instituciones, comercios, industrias, vía pública (poda, barrido de calles), 
construcción, ferias y mercados. No se reciben residuos peligrosos como tóxicos, 
explosivos, infecciosos, radioactivos, corrosivos, etc. La disposición final de residuos 
comerciales e industriales es analizada previamente para evaluar y definir la forma en 
que se realizará, por lo que el servicio tiene un costo para las empresas. Los 
particulares disponen de volquetas a las que pueden acceder autos y camiones, 
procurando que no se generen basurales en los alrededores. 

El camino Felipe Cardozo era antiguamente un camino rural, pero las 
modificaciones de la zona nordeste, la formación de barrios (viviendas de clase media, 
cooperativas) y la presencia del vertedero cambiaron su fisonomía y funciones, 
especialmente a partir de la década del 80, cuando se cierran otros vertederos de 
residuos existentes en la ciudad y las usinas N° 5, 6 y 7, ubicadas allí, comienzan a 
crecer en forma indiscriminada. 

El servicio de disposición final de residuos sólidos se encontraba ubicado en esta 
zona mucho antes de la existencia del POT, en un área que luego fue tipificada como 
“de usos mixtos”. Según el POT, en un área de usos mixtos se permite la instalación 
de actividades que, por sus características particulares, son incompatibles con el uso 
del suelo urbano (predios de grandes extensiones y condiciones especiales que 
requieren alejamiento de zonas residenciales densas). Existen, sin embargo, algunas 
directrices para que estos usos no causen impactos inconciliables con los usos 
agropecuarios que puedan existir en la zona, exigiéndose estudios especiales en el 
caso de emprendimientos que impliquen riesgos potenciales, como emisiones líquidas 
o gaseosas, modificaciones en el tránsito vehicular o alteraciones paisajísticas 
relevantes. 

En los hechos, ninguna de estas condiciones se está cumpliendo en la actual 
localización. Hoy en día ésta no es un área apropiada para el tratamiento y disposición 
final de los residuos sólidos: los usos actuales de la zona y sus alrededores son 
incompatibles con esta actividad, la capacidad del ecosistema inmediato para absorber 
los impactos de la misma es muy escasa y además existe en las cercanías un 
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ecosistema especialmente frágil (los bañados de Carrasco). Todo esto implica, 
además, que no existen áreas próximas disponibles para la expansión futura del 
vertedero. 

Debido a que la disposición de residuos presenta una serie de importantes riesgos 
y problemas de contaminación, las directrices de ordenamiento del POT plantean 
cambiar de ubicación del vertedero, previendo, además, el agotamiento de la 
capacidad de las usinas para recibir residuos. De hecho, se ha planteado un plan de 
gestión y disposición final de residuos del área metropolitana, acordado por 
Canelones, San José y Montevideo en 2006. La usina municipal de Felipe Cardozo 
funcionaría hasta que esté operativo el servicio de disposición final que se ubicaría en 
Cañada Grande (Canelones), donde se depositarían los residuos domiciliarios e 
industriales de los tres departamentos del área. 

Dado que, como ya mencionamos, el vertedero estaba ubicado en el territorio 
antes de la aprobación del POT, no presenta conflictos con la normativa, aunque, en 
los hechos, es incompatible con la protección del entorno rural próximo. 

El uso del suelo con el propósito de disponer de los residuos que genera una 
ciudad es siempre temporal, ya que los vertederos se colman al cabo de unos años. Sin 
embargo, este tipo de servicio ocupa grandes extensiones de suelo y sus efectos en el 
territorio son profundos y duraderos. Al tratarse de un vertedero a cielo abierto que 
creció de manera indiscriminada, los vecinos suelen percibir el deterioro de su 
entorno: residuos arrastrados por el viento que se esparcen en las cercanías, plagas 
perjudiciales para la agricultura, formación de basurales y sitios de clasificación de 
residuos, contaminación de los cursos de agua por lixiviados, etc. 

Frente a esta situación, la propia IMM debe enfrentar conflictos con los vecinos 
rurales que están desconformes con la cercanía de las usinas. El proyecto de quitar el 
vertedero de la zona está actualmente en gestión, pero el cambio llevará todavía unos 
siete u ocho años. Además, se necesita el transcurso de varios años más para recuperar 
ese suelo y utilizarlo en otras actividades (por ejemplo, parques o paseos públicos). 

La cercanía de la usina municipal de Felipe Cardozo con los bañados de Carrasco 
es un aspecto más vinculado a este conflicto. El grupo de vecinos rurales “Asociación 
Bañados de Carrasco” (ABC Rural), el grupo de vecinos urbanos denominado 
“Asociación Pro Recuperación del Arroyo Carrasco” (APRAC) y la Comisión de 
Medio Ambiente del CCZ 9 han intervenido en denuncias y reiterados pedidos de 
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información a la IMM sobre el proyectado cambio de ubicación del vertedero, así 
como investigando y presentando información sobre la contaminación y los perjuicios 
que éste ocasiona a los bañados. Estos actores, no siempre en coordinación, también 
han presionado para que se realicen obras y se tomen medidas tendientes a proteger el 
territorio circundante y los cursos de agua que se ven afectados por el vertedero 9 . 

Otra circunstancia asociada a la presencia de la usina municipal es la cantidad de 
personas que trabajan en la zona clasificando residuos. Muchas de estas personas 
viven en asentamientos cercanos e incluso llegan desde otros barrios. La actividad de 
clasificación de residuos dentro y en el entorno de la usina municipal es otro motivo 
de negociación y conflicto, en este caso, entre la IMM y los clasificadores. A 
mediados de los 90 la Intendencia decide prohibir la entrada de los recicladores a las 
usinas, argumentando que las condiciones de trabajo allí eran extremadamente 
inseguras e insalubres. Se coloca un cerco perimetral y se establece un sistema de 
vigilancia para impedir el ingreso de los clasificadores. Sin embargo, los 
clasificadores continuaron ingresando clandestinamente al basurero, aumentando 
incluso los riesgos de su trabajo. Esto motivó la creación de la Unión de 
Clasificadores de Residuos Urbanos Sólidos (UCRUS), con la peculiaridad de 
constituirse en el primer sindicato de trabajadores informales que negocia con un 
organismo público. Tras un período de acciones represivas, protestas y 
enfrentamientos, y luego de una larga negociación con las autoridades municipales en 
la que se fueron logrando acuerdos, se llega a la creación de la primera Planta de 
Clasificación de Residuos Urbanos de Montevideo. El funcionamiento de la planta se 
acuerda en conjunto entre la organización -representada localmente por el “Cantón 
Felipe Cardozo”, la cooperativa de clasificadores de la zona- y la propia Intendencia. 

Sin embargo, quedan aún muchas situaciones en discusión: las gestión de la planta 
de clasificación, la compleja relación de la usina municipal de Felipe Cardozo, las 
presiones de los vecinos rurales y los proyectos de trasladar el servicio de disposición 
final son temas pendientes que los actores continúan negociando a través de distintas 
instancias. 


Por ejemplo, a partir de la instalación de un sistema de embalse con rejas de retención de 
basura flotante en cañada Chacarita de los Padres, los vecinos participan controlando la limpieza del 
mismo y notificando a la IMM de posibles obstrucciones. 
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3.3 Actores relevantes en los conflictos por el uso del suelo 


Hasta aquí se ha presentado la problemática del territorio, su relación con las 
prioridades de ordenamiento territorial definidas para Montevideo y una descripción 
de tres conflictos por el uso del suelo que llevan esa relación al análisis de casos 
concretos. Pasaremos ahora a una breve descripción del conjunto de actores que 
participa en las discusiones sobre el territorio y el uso del suelo. La identificación de 
estos actores no responde a una muestra estadísticamente representativa, sino a un 
mapeo de las posiciones, intereses y discursos de los mismos con respecto a la 
problemática y conflictos que fueron seleccionados para el análisis. 

En el Cuadro 3 se presenta a los actores (muchos de los cuales fueron ya 
mencionados en la descripción de los conflictos) y su forma de participación en los 
conflictos. Este último aspecto será ampliamente desarrollado en el siguiente capítulo, 
donde se presentará el análisis de los conflictos desde las posiciones, ideologías e 
intereses de estos actores. El presente cuadro es una síntesis que servirá de guía para el 
análisis posterior. 


Cuadro 3 


Actores 

Descripción 

Participación en los conflictos 

Intendencia Municipal de 
Montevideo (IMM) Unidad de 
Montevideo Rural 

Unidad de promoción de la 
producción agropecuaria del 
departamento, con énfasis en 
apoyo a pequeños productores 

Se propone la defensa del área 
rural de Montevideo. Ha 
participado y opinado en 
conflictos por asentamientos y 
Zonamérica. 

IMM, División Planificación 
Territorial 

División encargada de elaborar, 
ejecutar y dar seguimiento al 
POT. 

Tiene una tarea técnico-política 
de desarrollo de la normativa a 
partir de una mirada estratégica 
sobre el territorio. Procura 
ejecutar y mantener los 
lineamientos del POT, así como 
analizar los casos conflictivos y 
las posibles excepciones que se 
planteen. 

IMM, Dirección de Desarrollo 
Ambiental 

Dirección encargada de 
limpieza, saneamiento y 
educación ambiental. 

Participa del proyecto de gestión 
metropolitana de residuos. 

Recibe reclamos e informa a 
vecinos de la situación de la 
usina municipal de Felipe 
Cardozo. Participa en la 
resolución de conflictos 
ambientales 

IMM, División de Limpieza 

Dentro de Desarrollo 

Ambiental, esta división 
gestiona el servicio de 
recolección y disposición de 

Participa del proyecto de gestión 
metropolitana de residuos. 

Recibe reclamos e informa a 
vecinos de la situación de la 
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residuos sólidos urbanos, 
teniendo a su cargo la usina 
municipal de Felipe Cardozo. 

usina municipal de Felipe 
Cardozo. Negocia con los 
clasificadores. 

IMM, Comisión Especial 
Permanente de Montevideo 

Rural 

Organismo honorario, asesor de 
la Intendencia en la definición 
de políticas para Montevideo 
Rural. 

Todos los emprendimientos que 
se realicen en las zonas rurales y 
naturales deben someterse a su 
asesoramiento. Ha participado y 
opinado en conflictos por 
asentamientos y Zonamérica. 

Junta Local Zona 9 

Órgano descenralizado del 
gobierno municipal a nivel 
local de la Zona 9 

Atiende denuncias y reclamos 
de vecinos, solicita informes, 
intercede entre vecinos y 
gobierno departamental. 

Junta Local Zona 8 

Órgano descenralizado del 
gobierno municipal a nivel 
local de la Zona 8 

Atiende denuncias y reclamos 
de vecinos, solicita informes, 
intercede entre vecinos y 
gobierno departamental. 

Centro Comunal Zonal (CCZ) 

9, Comisión de Medio 

Ambiente 

Comisión del Consejo Vecinal 
de la Zona 9 que trabaja para 
controlar y resolver problemas 
ambientales. 

Identifica y denuncia problemas 
ambientales. Han opinado en el 
caso de asentamientos y 
vertedero municipal. 

CCZ 9, Área Social 

Área técnica del CCZ orientada 
a identificar y resolver 
problemas sociales de la Zona 

9. 

Atienden, entre otros, los 
problemas de los asentamientos. 

Coordinadora de 

Asentamientos, Zona 9 

Grupo de vecinos de distintos 
asentamientos irregulares de la 
Zona 9. 

Se reúnen para analizar su 
situación en conjunto y 
coordinar acciones frente a la 
IMM y otros organismos 
públicos. 

Comisión de Villa del Chancho 

Grupo de vecinos de Villa del 
Chancho. 

Protagonizaron proceso que 
concluyó en el realojo. 

ABC Rural 

Grupo de vecinos rurales de 

Punta de Rieles y Villa García. 

Trabajan sobre temas 
productivos, de seguridad y 
medio ambiente de la zona. 
Opuestos a la instalación de 
asentamientos y favorables a la 
urbanización regular de la zona 
y la presencia de Zonamérica. 

APRAC 

Grupo de vecinos urbanos de la 
zona de Carrasco. 

Trabajan sobre temas 
ambientales, en particular, 
protección de los Bañados de 
Carrasco. 

Fundación Zonamérica 

Fundación sin fines de lucro 
que funciona en la órbita de 
Zonamérica. 

Promociona el desarrollo 
comunitario y mejoras en las 
condiciones de vida de la 
población de la zona. Acompaña 
las intenciones de regularizar 
algunos asentamientos. 

Altemix S.A. 

Empresa promotora del 
proyecto Jackson Ville 

Negocia frente a la IMM, junto a 
Zonamérica, la autorización para 
implementar el proyecto de 
construcción de una zona 
residencial aledaña a la zona 
franca. 

Fundación Don Pedro 

Fundación de la zona orientada 
a niños y adolescentes en 

Promovió realojo de 
asentamiento Villa del Chancho 
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condición de pobreza 

a terreno donado. Al estar en 
zona agrícola, se negoció un 
cambio en el uso del suelo. 

Agenda Metropolitana 

Unidad técnico-política que 
coordina las acciones conjuntas 
de las Intendencias del área 
metropolitana. 

Trabajan sobre la propuesta de 
gestión conjunta de la cuenca 
del Bañado Carrasco, que 
involucra a las Intendencias de 
Montevideo y Canelones. 

PIAI 

Proyecto inserto en la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto 
de la Presidencia, con fondos 
BID, para atender 
asentamientos irregulares. 

Realizan obras de 
infraestructura, equipamiento 
barrial y promoción social 
orientadas a la regularización de 
asentamientos. La IMM define 
qué asentamientos se van a 
regularizar y dispone de los 
fondos del PIAI para realizar las 
obras. 


3.4 Las contradicciones subyacentes 

Una primera observación que surge de la comparación de los tres casos es que, 
a pesar de que se trata de conflictos por el uso del suelo, no es estrictamente la 
superficie en hectáreas lo que se disputa. No se trata de una simple competencia en 
función de la cantidad de terreno que ocupa una actividad en competencia con otras, 
sino de la interacción de estas actividades entre sí y de cómo esa interacción afecta los 
intereses estratégicos de los actores en el territorio (y también fuera de él, en tanto 
afecta sus posiciones de poder y sus vínculos políticos e ideológicos, aunque esta 
dimensión será analizada en otro apartado). 

El ordenamiento de las actividades en el territorio es una acción de 
planificación que busca organizar de una forma lo más racional y justa posible esos 
intereses de acuerdo al “interés general”. Pero, como hemos visto, los intereses 
particulares y sus contradicciones no terminan de armonizar y el ordenamiento 
planificado parece estar muchas veces en el límite entre la justicia y la inequidad. 
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En función de esta idea de que no es la cantidad de suelo sino el ordenamiento 
de sus usos lo que está en juego, se puede identificar tres dimensiones de los 
conflictos: 

1. La convivencia entre actividades y grupos sociales en el territorio. 

2. El papel del territorio en el modelo de ciudad, es decir, qué rol 
específico juega en el ordenamiento de la ciudad en general. 

3. Las prioridades en la distribución de recursos entre grupos y 
actividades. 

Quizás el ejemplo más claro para ilustrar la primera dimensión de los 
conflictos es la convivencia entre los productores rurales y los vecinos de 
asentamientos irregulares. La situación de borde entre el área rural y las zonas 
urbanas y especialmente la presencia de asentamientos irregulares en suelo rural 
implica, para los vecinos rurales, un cambio en el entorno de su vecindario, en el 
modo de vida y en las modalidades de uso y de apropiación del territorio: 

“Tú viviste de una cierta manera, ves que llegan estos nuevos y cambia tu enfoque de 
vida” (entrevista ABC Rural). 

En el caso de los productores rurales nucleados en ABC Rural, el conflicto no 
está planteado rigurosamente en términos de competencia por suelo y recursos frente a 
los asentamientos, sino con los problemas de inseguridad y deterioro del entorno rural 
que amenazan su actividad productiva y su forma de habitar el territorio rural, dos 
aspectos estrechamente unidos y que durante mucho tiempo fueron coherentes con el 
uso del suelo y la configuración de este territorio. 

Al cambiar estas circunstancias su “esquema de vida” se ve profundamente 
afectado y se hace muy difícil defenderlo, lo cual se vive como una gran pérdida. La 
siguiente cita, extraída de una entrevista con un director de la IMM, es muy expresiva 
en este sentido, al explicar de forma muy elocuente cómo afecta la inseguridad urbana 
a la gente que vive en el ámbito rural de la ciudad: 

“Te habrá dicho la gente de ABC que la vida rural es prácticamente imposible sin un 
mínimo de condiciones de seguridad que son las que imperaron en el país durante 200 o 
300 años, y ahora el tipo ahí quiere tener ovejas, quiere tener vacas, quiere tener caballos, 
y en la noche le robaron las ovejas, le robaron las vacas, le robaron los caballos, las 
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gallinas, los cerdos. ¡Todo! Y se fueron. Que eso se da en todo el país, lo que pasa es que 
se magnifica por el número de personas que tenés ahí, porque es cierto, al ser periféricas, 
tenes asentamientos y en los asentamientos tenés necesidades y también con la falta de 
educación y con otra cantidad de cosas; y aparecen los robos. Los robos los tenés en todas 
partes, los tenés acá en la puerta y allá, pero él los vive con mayor intensidad porque él 
llevaba las ovejas, las dejaba ahí, se iba para la casa a tomar mate. Vos, habitante urbano, 
no dejás tus bienes en la calle y no pasa nada; vos no dejás abierta la puerta de tu casa, 
pero él vivió toda la vida así, el vivió toda la vida con la puerta de la casa abierta y ahora 
tiene que cerrar y eso le cambia, por lo tanto es un área claramente de conflictos” 
(entrevista Dirección de Desarrollo Ambiental-IMM). 

El problema de desarrollar una actividad económico-productiva con ciertas 
condiciones de seguridad es un tema que no afecta solamente a los productores 
rurales, aunque éstos sean mucho más vulnerables. Otras actividades, como el mismo 
parque de Zonamérica, comparten el mismo problema, sufriendo pequeños pero 
constantes robos que a veces son más perjudiciales por los daños colaterales (roturas 
de tejidos o alambrados, daños en los cultivos) que por los bienes que son sustraídos. 
La importancia territorial y económica que tiene Zonamérica le permite manejar otros 
recursos para manejar la relación con los barrios vecinos y mejorar así la convivencia 
en el territorio, lo que sin embargo, no se logra siempre: 

“A ese barrio Zonamérica les cedió un predio para hacer la cancha de fútbol, los ha 
ayudado con materiales para el salón comunal o para un festival. La misma actitud de la 
gente empezó a cambiar y hoy es de buena vecindad absolutamente. En cambio, del lado 
Oeste, donde hay un asentamiento muy grande y muy problemático, no ha habido forma de 
establecer un acuerdo mínimo de buena vecindad, los robos son permanentes, la agresión 
ha ido en aumento” (entrevista Fundación Zonamérica). 

Por su lado, también la Coordinadora de Asentamientos de la Zona 9 hace 
mención a la forma específica en que los vecinos asentados viven esta problemática, 
frente a la que son vulnerables y están, ciertamente, poco protegidos: 

“Yo creo que en los asentamientos la seguridad es bastante relativa, primero porque al no 
haber calles, no entra el patrullero, los patrulleros te dicen que no pueden entrar porque 
las calles no son viables, no son buenas, no hay alumbrado público” (entrevista 
Coordinadora de Asentamientos Zona 9). 
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El conflicto que suscitan los asentamientos en suelo rural surge de un problema 
urbano más amplio, que es la escasez de suelo adecuado, disponible para su uso 
residencial y accesible económicamente para los grupos sociales que, por su condición 
de pobreza, se ven desplazados de las zonas residenciales consolidadas y servidas. En 
ese sentido es que la discusión sobre este problema se vincula con un modelo de 
ciudad, con lo que entraríamos en la segunda dimensión de los conflictos. Una ciudad 
que, aún cuando dispone de espacio físico para todos sus habitantes, se extiende hacia 
su periferia en función de un modelo de segregación socio-económica y territorial. 

La Intendencia, o el Estado en general, tiene una limitada capacidad de 
seleccionar y ofrecer los lugares más adecuados para solucionar los problemas de 
vivienda a quienes no pueden acceder a ella por vía del sistema inmobiliario formal, 
por lo que muchas veces, esta demanda es atendida por el mercado inmobiliario 
informal. Es elocuente en este sentido el testimonio de un vecino que asiste a las 
reuniones de la Coordinadora de Asentamientos de la Zona 9: 

“...en un momento que no pude pagar el alquiler -mi caso particular- y digo ¿qué hago? 
¿dejo a mi gente sin techo?, salió la historia del asentamiento y fui a dar allí. Lo compré, se 
lo cambié al que vivía ahí por un auto, lo vivo como propio, pero solucioné el problema de 
vivienda de mi gente”, (entrevista Coordinadora de Asentamientos). 

En la formación de este tipo de asentamientos ya está colocado el conflicto: en 
primer lugar, porque la tenencia de la tierra es absolutamente precaria y, sobre todo en 
asentamientos sobre suelo privado, inhibe considerablemente la acción del Estado en 
cuanto a las acciones que se pueden realizar sobre esas propiedades. La disponibilidad 
de terrenos públicos que cumplan todas las condiciones para hacer un realojo es muy 
limitada. Además de las dificultades burocráticas que la propia Intendencia pueda 
tener a la interna, la decisión de reconocer la tenencia de la tierra a un asentamiento en 
un terreno privado es comprometida política y jurídicamente. 

En el caso de Villa del Chancho el conflicto entre las organizaciones que 
proponen el proyecto y el CCZ9 junto con la Intendencia, surge no solamente por la 
lejanía de la nueva ubicación con respecto a los servicios básicos, sino también por la 
dificultad de determinar el fraccionamiento y uso del terreno (qué parte sería rural y 
qué parte urbana), así como definir claramente el procedimiento de la donación a los 
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futuros residentes. Ese fue uno de los motivos que dilató la negociación para hacer 
efectiva la donación de los terrenos y el realojo de Villa del Chancho: 

“Ahí hubo intercambios con esta gente de Don Pedro, porque él (el presidente de la 
Fundación) presionaba a la Intendencia, porque tenia los terrenos, pero nosotros queríamos 
saber si él iba a donarle los terrenos a la gente, porque no se iba a invertir en casas, para 
que el hoy o mañana dijera que se vayan... La Intendencia ya hace como tres año venía 
viendo cómo se realojaba, la dificultad que tenia la Intendencia era que no tenia terreno 
adecuado (entrevista CCZ8). 

Si embargo, la mayor parte de los casos no son como el de Villa del Chancho 
porque la mayoría de los terrenos ocupados por asentamientos son de propiedad 
privada y en estos casos la regularización no es posible (o al menos no es sencilla) y el 
caso puede traer problemas si los dueños, en determinado momento, pretenden tomar 
posesión legítima del terreno. En estos casos, la Intendencia debe enfrascarse en 
complicadas negociaciones frente a los pedidos de desalojo, las demandas y reclamos 
de los dueños de los terrenos, así como a demandas emprendidos por los propios 
vecinos asentados para lograr permanecer en una propiedad que, en algunos casos, 
lleva ocupada hasta 30 o 40 años y donde los barrios ya son realidades consolidadas. 
El siguiente comentario ejemplifica un caso de este tipo: 

“Un predio rural de tres hectáreas fue vendido a... no sé... 150 personas. De hecho es un 
condominio, ¿pero qué parte tiene cada persona? Es un asentamiento, un predio privado, 
pero esas familias tuvieron destinas circunstancias: fallecimientos, separaciones, 
nacimientos. Y entonces ya esas 150 personas no se saben quiénes son. Incluso hubo 
compras y ventas, entonces, ¿cómo regularizar una cosa de esas? Porque ni siquiera hay un 
propietario que diga “lo puedo donar”. En este caso es una situación complicadísima. Y 
entonces la ley lo que establece es que la Intendencia lo puede expropiar en forma no 
onerosa, es decir, sin pagarle al propietario nada y luego adjudicar, también en forma no 
onerosa, a aquellos que se vaya demostrando derecho sobre el mismo. Es un proceso 
larguísimo, se necesitó una ley para eso 10 ”, (entrevista División de Planificación 
Territorial). 

En segundo lugar, la aparición de asentamientos en suelo rural es conflictiva 
porque la aceptación de la nueva urbanización implica hacer inversiones y 

10 Se refiere a que sería necesario sancionar una ley para cada caso de este tipo. 
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desembolsos que no estaban previstos. Aquí entra en juego el problema de la inversión 
de recursos públicos en una extensión de la ciudad que resulta indeseada. En el caso 
del realojo de Villa del Chancho hacia los terrenos donados, una de las objeciones 
expresada por el CCZ 9 es la siguiente: 

“...un lugar carente de todo tipo de servicios. No pasan líneas de ómnibus, no hay 
saneamiento, no hay luz, no hay agua, no hay escuela. Entonces a nosotros nos parecía que 
todas esas cosas, en tratar de resolverlas, a la larga, si hablamos en plata, le iba a salir más 
caro a la Intendencia y a todos los entes autónomos que tuvieran que atender” (entrevista 
CCZ9). 

Efectivamente, el CCZ9 fue uno de los actores que, en principio, se opuso al 
traslado de este asentamiento al terreno donado, que precisamente iba a pasar de la 
Zona 8 al área de la Zona 9, lo que implica pasar a ser el Centro Comunal de 
referencia para las demandas del nuevo barrio. 

Por otra parte, en el caso de asentamientos ubicados en el área rural, un 
excepcional cambio de uso del suelo que ayude a reconocer al asentamiento no 
significa su integración a la ciudad y el acceso inmediato de esta población al régimen 
de servicios urbanos: 

“Sería un engaño absoluto si el gobierno departamental le dijera a los que están asentados 
en suelo rural "a partir de mañana los convertimos a ustedes en suelo urbano". Eso no lleva 
a cambiar la forma de vivir; van a seguir sin saneamiento, sin ninguno de los beneficios 
que pueda dar la ciudad y van a tener que pagar contribución inmobiliaria. No es negocio.” 
(entrevista a Alberto Ortega, ex Director de Planificación, por CX36,14/10/03). 

En otro sentido, los conflictos por el uso del suelo rural tienen que ver con un 
modelo urbano, porque la ciudad necesita contar con un espacio donde ubicar 
actividades necesarias pero incompatibles con la residencia de personas, para lo cual 
se han creado las zonas de usos mixtos, que también presentan conflictos de uso. 
Donde se instala una urbanización no puede instalarse una cantera, por ejemplo, ni 
puede atravesar por allí el cableado de alta tensión. Se necesita una porción de la 
periferia urbana donde poder instalar infraestructura y actividades tan imprescindibles 
para los ciudadanos de toda la ciudad, como nocivas o peligrosas para quienes viven 
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en su entorno. Estos conflictos también plantean un problema de modelo de ciudad en 
el que este territorio tiene vocaciones y roles contradictorios. 

Un ejemplo de esta tensión es la presencia del servicio de disposición final de 
residuos sólidos, que es el lugar en donde se depositan los deshechos de toda la 
ciudad. Los efluentes que genera el relleno sanitario, no siempre bien tratados, 
generan problemas que son otra fuente de conflicto y denuncia, ya sea porque afecta 
los cursos de agua que utilizan los productores rurales vecinos, como por su incidencia 
sobre los bañados de Carrasco. 

“...pero todo es por una mal funcionamiento del relleno. Lo que pasa es que es como 
todo, esto en particular está dado porque nosotros hemos ido avanzando hacia el norte y 
cada vez estamos más cerca de los productores. Entonces al principio no les afectaba, pero 
a medida que vamos para el norte porque se nos acaban los terrenos, empezamos a afectar 
gente que no estaba afectada”, (entrevista División Limpieza, IMM). 

En este caso, el conflicto tampoco se puede reducir a una competencia por la 
cantidad de suelo ocupado, aunque el área utilizada ha aumentado en función de la 
creación de nuevas usinas, sino por las consecuencias de la actividad sobre la zona y 
por el papel que juega esta zona en el ordenamiento de la ciudad toda, al ser ésta área 
definida como el lugar de disposición final de todos los residuos urbanos. La solución 
al tratamiento de los lixiviados y la captura del gas generado por la basura, implican 
una primera etapa de gestión privada y más adelante el traslado del servicio a una 
nueva localización. Cualquiera de las dos soluciones es conflictiva; la primera por el 
desacuerdo interno en la propia IMM frente a la propuesta de privatización con una 
fuerte resistencia del sindicato de trabajadores municipales. La segunda solución es 
controversial por la oposición de los vecinos del nuevo emplazamiento (Cañada 
Grande), que albergaría la basura de toda el área metropolitana. 

En el caso del proyecto urbano Jacksonville, la IMM entiende que no responde 
al modelo de ciudad que se pretende fomentar y que contraviene la decisión de 
contener la desconcentración urbana hacia la periferia. El conflicto se mantiene en 
función de la esperanza de los proponentes de que sea posible un cambio de uso del 
suelo que la Intendencia se ha negado hasta ahora a aceptar. En este caso, las 
autoridades municipales (a nivel de la División de Planificación Territorial) han 
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entendido que el proyecto no se justifica demográficamente y que, por lo tanto, no hay 
un fundamento válido para la extensión de la ciudad y de sus costos. 

En este conflicto la cantidad de hectáreas que se pretende transformar de rurales a 
urbanas, si bien no es importante en términos de suelo rural, es de una magnitud 
bastante grande en cuanto al tamaño de la urbanización proyectada, a tal punto que la 
opinión del Consejo Vecinal es la de que “se quiere hacer una ciudad satélite dentro 
de nuestra zona”. Nuevamente, no es tanto por la pérdida de tierras para la agricultura 
que este proyecto genera oposición. 

Los impulsores del proyecto sostienen que su propuesta no lleva implícitas las 
connotaciones negativas de una ciudad satélite ni de un barrio cerrado para grupos de 
alto poder adquisitivo, sino que se trata de crear un “polo de desarrollo metropolitano” 
en articulación con Zonamérica, el trazado del colector perimetral y el Aeropuerto de 
Carrasco. Este polo de desarrollo se instalaría en una zona que, a pesar de estar 
estratégicamente ubicada, se encuentra económica y socialmente deprimida y a la que 
la que el proyecto le aportaría mejoras en el acondicionamiento urbano, el transporte y 
la promoción económica. La propuesta de transformación territorial apuntaría a 
convertir a esta zona en un lugar atractivo para vivir, orientando la oferta inmobiliaria 
a los trabajadores de Zonamérica. En el discurso constantemente se justifica el 
proyecto en cuanto a su capacidad de integrarse a la ciudad y se intenta aclarar que no 
se trata de la construcción de un barrio cerrado o exclusivo, a modo de “isla”, idea que 
es tomada como principal argumento de quienes se oponen al proyecto: 

“...lo tomaron como que era un barrio cerrado, nunca se pensó que no estuviera conectado, 
nunca se pensó que fuera un gueto de ricos...” (entrevista representante de Zonamérica- 
Altemix S.A.). 

“Según Ponce de León 11 "hay una confusión grande con el tema de que esto es un barrio 
cerrado y no tiene nada que ver". Explicó que un barrio cerrado "crea una suerte de isla 
dentro de la trama urbana" y dijo que "si estamos pensando en desarrollar actividades 
culturales, comerciales, recreativas y de vivienda estamos pensando que la gente entra y 
sale libremente; si no, no hay manera" (Diario El País 31/3/06). 


11 Uno de los arquitectos responsables del proyecto. 
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Los voceros de la División de Planificación Territorial de la IMM a lo largo 
del tiempo han presentado el tema como un asunto de “modelo de ciudad y por lo 
tanto un modelo de convivencia, una forma de vivir y desarrollarse” (documento de 
opinión suscrito por Alvaro Echaiden, coordinador de la Oficina de Gestión del POT, 
IMM). Este modelo, propuesto por un gobierno departamental de izquierda, se opone 
a la creación de barrios privados o cerrados y a una extensión desproporcionada de la 
ciudad dirigida por los intereses privados. 

“...no nos chupamos el dedo y sabemos que hay otras formas de construir un área 
exclusiva, pero ese es el tipo de cosas que habrá que compatibilizar con lo que son las 
normativas existentes y la forma de convivencia que nos hemos dado entre los uruguayos y 
los montevideanos en particular (entrevista Alberto Ortega, ex Director de Planificación 
Territorial de la IMM, por CX36). 

Los lincamientos del POT definen el modelo de ciudad deseable y es por eso 
que "La Intendencia cree que la ciudad tiene que crecer hacia la dirección establecida 
en el POT" (afirmación de Carlos Turcatti, director de la Oficina de Gestión del POT 
a El País, 16/02/2007). La División de Planificación Territorial es quien tiene la 
misión de vigilar el cumplimiento del POT y la prioridad estratégica de impedir la 
extensión innecesaria de la ciudad. 

Por su parte, para la Unidad de Montevideo Rural (UMR) y la Comisión 
Especial Permanente de Montevideo Rural (CEPMR) que tienen la misión específica 
de proteger y promover el área rural, el conflicto con respecto a conservar cierto 
modelo de ciudad tiene que ver, además, con la expansión de la ciudad sobre el 
campo: 


“La pelea fuerte ha sido frente a la ciudad que crece, las demandas en lugares con campos 
abandonados, demanda de logística, especialmente en madera, y presiones en algún lugar 
especial para hacer barrios privados, cosa que la Intendencia hasta ahora ha definido que 
no... Nosotros estamos jugando una batalla que la vamos a perder, pero la vamos a perder 
el día que Montevideo tenga 8 millones de habitantes, no ahora que la población de 
Montevideo hace 30 años, 40 años que siempre es la misma; y todavía se extiende más, se 
han extendido los asentamientos buscando tierra barata en lugares sin servicios. Tenemos 
que frenar eso”, (entrevista Unidad Montevideo Rural, IMM). 
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La urbanización se expande y presiona por territorio. No es simplemente una 
expansión en cantidad de suelo sino en cuanto a su poder de transformación del 
territorio. La instalación de una actividad no rural en esta zona, por más pequeña que 
sea la porción de suelo que ocupa, empuja a que otras actividades similares se asienten 
en sus cercanías: 

“Un local de venta de maquinaria agrícola tiene bastante lógica que está en el área rural, 
pero si eso empieza a ser un foco de propagación de urbanización te genera todo un lío” 
(entrevista Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural). 

Por lo tanto, toda propuesta de inversión privada o pública en el territorio rural 
de la ciudad o en sus cercanías puede constituir una amenaza a su conservación como 
tal y es, para la Intendencia, un asunto sumamente delicado. Esta disyuntiva se hace 
más difícil cuando entra en juego la distribución de prioridades y recursos en el 
territorio, la tercera dimensión de los conflictos. 

Por ejemplo, el hecho de que se provea de recursos y servicios a los 
asentamientos que están en áreas rurales, consolidando la situación de tenencia 
precaria del suelo, aún cuando la misma no sea reconocida legalmente. La entidad de 
los problemas sociales de los asentamientos y la cantidad de gente que vive en ellos va 
presionando, poco a poco, a que las autoridades atiendan esos problemas con mayor 
prioridad que los de los vecinos rurales: 

“Entonces, más aún, hay un choque entre pequeñas poblaciones que reciben aportes y luz 
y agua rápidamente y los que están locales en la zona que les costó más que estos que son 
recién llegados” (entrevista ABC Rural). 

Esto conduce a diferencias de criterio dentro del gobierno departamental, entre 
la Intendencia y la Junta Local de la Zona 9 que, a diferencia de otras, prioriza la 
atención a los vecinos de los asentamientos: 

“En otros comunales hay criterios de que no se interviene en asentamientos. Acá la Junta 
se paró en ese lugar, sabiendo que van en contra y lo argumenta a nivel central y se ha 
peleado mucho espacio, pero en realidad está en contra de la normativa”, 
(entrevista CCZ 9). 
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Diferente es la postura de la Comisión de Medio Ambiente del Consejo 
Vecinal de la Zona 9, que por su interés prioritario en preservar los cursos de agua de 
la contaminación que proviene de los asentamientos ubicados sobre los mismos, no 
está de acuerdo con la consolidación de asentamientos mediante pequeñas mejoras: 

“...porque decíamos que era consolidar algo que nosotros no queríamos... Si venís y le 
hacés una pared, estás consolidando algo que no...” (entrevista Comisión de Medio 
Ambiente, Consejo Vecinal Zona 9). 

Sin embargo, el Centro Comunal, que tiene un Área Social que debe atender los 
graves problemas de los asentamientos con limitados recursos y pocas señales claras 
sobre qué sucederá en el largo plazo, pone por encima de otras prioridades, sin duda 
legítimas, pero menos urgentes, la prioridad de que la gente “pase mejor”: 

“Todos sabemos que no vas a consolidar un asentamiento porque le cambies los techos. 

En realidad lo que vas a lograr es que el tipo pase mejor, más en un asentamiento que no 
tiene ningún pronóstico de regularizarse ni de resolver nada. Ni siquiera sabés si lo tenes 
que dejar ahí o lo tenés que mover”, (entrevista Área Social CCZ 9). 

En el CCZ9 y la Junta Local de la Zona 9 tiene una mayor relevancia la visión 
urbana del territorio, que fue una antigua zona de actividad industrial (textiles, 
curtiembres, químicas, metalúrgicas) donde coincidían el lugar de empleo, de 
residencia y de integración social. El deterioro de sus áreas más consolidadas, al 
perder el barrio su carácter obrero y la expansión sobre la zona rural de los 
asentamientos irregulares se han convertido en las mayores preocupaciones de las 
instancias locales de gobierno. Esto genera una suerte de divorcio entre el Centro 
Comunal y al área rural, lo que plantea complejos problemas en la distribución de los 
limitados recursos para atender las demandas divergentes de las áreas rurales y las 
zonas urbanas: 

“Los centros comunales están siempre más influenciados por los problemas urbanos y el 
tema rural es como que nadie se mete, como que es tierra de nadie, entonces empieza a 
haber un divorcio en el Centro Comunal, la mala relación entre el Centro Comunal y su 
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medio rural, o empieza a opinar gente que no conoce la problemática del área rural, gente 
que tiene una mentalidad urbana, muy deformada” (entrevista CEPMR). 

La Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural y la Unidad de 
Montevideo Rural son los agentes que están más presentes en la solución de 
problemas y demandas de las áreas rurales de Montevideo, más aún que los propios 
centros comunales en las que están insertas. 

Como hemos venido sosteniendo, los conflictos por el uso del suelo tendrían 
estas tres dimensiones subyacentes: la participación del área rural en la distribución de 
recursos, el papel del territorio en el modelo de ciudad en su conjunto y la interacción 
de actividades en el territorio mismo. Está presente, además, una variable que influye 
fuertemente en los intereses de los actores y en las dinámicas territoriales que ellos 
construyen: el valor de la tierra. Con esto no queremos decir que este factor explica la 
complejidad de estos conflictos, aunque interviene decisivamente en la discusión. 

La disponibilidad de suelo y la ubicación del territorio, bien conectado y 
cercano a zonas con servicios, harían que los terrenos pudieran venderse con un valor 
significativo si existiera la posibilidad de cambiar el uso del suelo, fraccionar a menos 
de 3 hectáreas y vender por metro cuadrado a inversores inmobiliarios. Es una 
posibilidad que interesa a los dueños de padrones rurales y es expresada de esta 
manera por el grupo ABC Rural: 

“Las zonas rurales próximas a servicios son caras como rurales pero baratas para otros 
usos, prueba de ello son los asentamientos, depósitos, etc., que se desarrollan. Lo que 
determina al que quiera dedicarse al agro vender y comprar mucho más barato en otras 
zonas” (documento de propuestas de ABC Rural al PLAEDEZ). 

Efectivamente, es conocida la relación entre las rentas de la tierra urbana y 
rural que se da en las periferias agrícolas de las ciudades. Aún cuando se trate de 
tierras de alta productividad, rentables y bien ubicadas, el mercado inmobiliario 
urbano ofrece mayores ganancias a sus dueños que la actividad agropecuaria (dado 
que las actividades industriales, de servicios y el uso residencial del suelo son más 
rentables que la agricultura). Asimismo, la compra de tierras rurales constituyen una 
buena opción de inversión para los empresarios inmobiliarios por su precio 
conveniente en relación al suelo urbano consolidado. La aparición de proyectos como 
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el de Jacksonville, alientan a los productores rurales a demandar cambios en el uso del 
suelo que les permitan aprovechar esta diferencia entre los niveles de renta urbanos y 
rurales. Pero por otro lado, si el padrón está ubicado en áreas poco atractivas, como las 
tierras ubicadas en el entorno del servicio de disposición final de residuos, esta 
relación conveniente entre renta urbana y rural se invierte y la inversión pierde interés. 

Pero el principal factor que inhibe la posibilidad de generar un mercado 
inmobiliario urbano en la zona es la restricción en el fraccionamiento y en los usos del 
suelo autorizados por la normativa del POT, por lo que el problema de la distribución 
y uso del suelo no se puede resolver a través del mercado, al menos no mediante el 
mercado formal de tierras. Aún así, están operando mecanismos de competencia entre 
usos potenciales a través de un mercado informal, lo que no impide la existencia de la 
especulación. 

Como hemos señalado, a través de los años han funcionado mecanismos 
informales de acceso a la tierra para viviendas, asociados a la formación de 
asentamientos irregulares. Estos mecanismos constituyen lo que se podría denominar 
un “mercado inmobiliario informal”, muy diverso, extremadamente precario, 
fomentado por la acción clientelística de agentes políticos o por la especulación 
económica, de forma tal que la necesidad insatisfecha de viviendas se ve cubierta al 
poner en valor una tierra que no puede entrar al mercado formal por diversas razones: 
por formar parte del área rural, por ser tierras fiscales, por estar ubicada en zonas 
inapropiadas (inundables, contaminadas, etc.) o por su situación jurídica (acumulación 
de deudas, sucesiones inconclusas). Los dos comentarios que siguen ejemplifican 
estos mecanismos: 

“Cuando hablamos de especulación inmobiliaria el tema es muy sencillo. Yo tengo un 
terreno que vale 10.000 dólares, agarro cuatro o cinco y digo: "hay un terreno ahí pa 
ocupar". No digo que es mío y en el momento en que pasa a cumplir un rol más social, el 
valor se multiplica, porque alguien va a tener que resolver eso y habitualmente quien 
resuelve es el Estado. Lo pasa a un uso del suelo que se pueda hacer padrones y hacés 100 
padrones a 1000 dólares y entonces pasa a valer 100.000, o tienen que resolver en otro lado 
porque los van a tener que desalojar y alguien va a tener que resolver a esos vecinos, a esos 
ciudadanos, el problema” (entrevista CCZ9). 
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“Los mismos dueños que tenían terrenos inundables, de esos que no vendes así nomás, te 
dejaban hacerte el ranchito ahí, porque después te lo venden más caro, porque la gente no 
se quiere ir” (entrevista Comisión Medio Ambiente, Consejo Vecinal, Zona 9). 

En síntesis, los conflictos por el uso del suelo en esta zona, como se ha venido 
sosteniendo, no se dan exclusivamente en función de la competencia por la superficie 
entre distintos usos, por ejemplo, entre producción rural y urbanización. De hecho, 
existe una gran cantidad de suelo rural sin uso aparente que, de ser necesario, podría 
ser utilizado tanto para la producción agrícola como para construcción de viviendas o 
para otro tipo de actividad. Los conflictos tienen que ver con las interacciones e 
influencias entre los distintos usos del suelo, cada uno con una capacidad de 
transformación territorial diferente y con requerimientos de recursos que se deben 
priorizar para seleccionar adecuadamente en qué se invierte. Estas posibilidades de 
transformación y las correspondientes prioridades de inversión de recursos tienen que 
ver, en definitiva, con un modelo de ciudad que está en discusión y en el cual, este 
territorio tiene una función aún no definida: puede mantenerse como parte del 
“cinturón verde” de la ciudad o convertirse en la zona de expansión urbana en torno a 
sus ejes carreteros principales y a la conjunción de actividades de servicios y 
residenciales. Por otra parte, sea cual sea ese papel, aún está reconocer y solucionar la 
situación de las cerca de 150.000 personas que viven en asentamientos, muchas de 
ellas sobre suelos rurales y con una tenencia muy precaria. 

3.5 La construcción social del territorio a través de las propuestas de 
gestión territorial y las lógicas de apropiación de los actores en conflicto 

Como sus intereses en el territorio son diferentes, las propuestas y acciones de los 
actores en el marco de los conflictos por el uso del suelo varían de acuerdo a dichos 
intereses. Los actores no sólo denuncian situaciones de conflicto; también presentan 
posiciones sobre cómo superar esos conflictos. Es así que se plantean, por un lado, 
propuestas alternativas al actual ordenamiento que implican modificar sustancialmente 
el POT; por otro lado, la solución a los conflictos podría hallarse en propuestas de 
cambio de uso del suelo en el marco del actual ordenamiento, pero haciendo 
excepciones según el caso, lo que implica presentar una buena justificación de la 
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pertinencia del tratamiento excepcional. Finalmente, hay otros problemas, como el 
manejo de la seguridad en el territorio, que no están directamente vinculados con el 
ordenamiento territorial pero implican alguna acción concreta para solucionar las 
situaciones conflictivas que se generan debido a los interacciones e influencias entre 
los distintos usos del suelo. 


3,5.1 Propuestas alternativas al POT 

Dentro del primer tipo de propuestas se enmarca una de las más fuertes 
demandas de los productores nucleados en ABC Rural en el marco del conflicto por la 
presencia de asentamientos irregulares en el suelo rural. Los integrantes de ABC Rural 
proponen flexibilizar la normativa de fraccionamiento para que se les permita ofrecer 
tierra a inversores inmobiliarios con proyectos residenciales para que el proceso de 
urbanización de la zona se produzca legalmente y atraiga a otro tipo de población y 
actividades que resulten amortiguadoras de la presión ejercida por el presencia de 
asentamientos irregulares. Pero esperan que esta transformación se realice 
manteniendo el carácter rural de la zona, o más bien, poniendo esta condición como 
una necesidad para preservar su entorno. Pretenden, de esta manera, que el espacio 
rural se convierta en la sede de actividades turísticas, deportivas y recreativas con una 
fuerte impronta de conservación ambiental centrada en la protección de los Bañados 
de Carrasco. No aparece en su discurso ningún elemento de preocupación frente a los 
posibles problemas -distintos a los de la urbanización periférica marginal- que puede 
generar que el territorio se transforme en un lugar de “segunda residencia” para 
habitantes urbanos de ingresos medios y altos. Por el contrario, esperan que este tipo 
de población los ayude a potenciar “este desarrollo en un paisaje Rural y de Bañados” 
(Documento de propuestas al PLAEDEZ, ABC Rural), evitando la expansión de 
asentamientos o poniendo barreras entre éstos y las zonas de producción rural, 
buscando de esta manera aumentar la seguridad. 

Por su parte, la Coordinadora de Asentamientos de la Zona 9 no rechaza este 
tipo de planteo con respecto al fraccionamiento, aunque este actor social propone, a su 
vez, que se contemple el interés de los habitantes de asentamientos en el marco de una 
política más amplia de tierras y viviendas: 
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“En algún momento pidieron que se les permita fraccionar el terreno, y los que son los 
linderos, los bordes de su terreno, poder lotearlo y venderlo, así gente construiría y 
ocuparía y eso actuaría como una barrera para que los vecinos del asentamiento no 
incurran en el delito ese de robar. Son detalles que uno se pone a pensar desde su punto de 
vista y son de recibo, el tema es cómo una política más departamental impactaría todo ese 
tipo de complicaciones, cómo estudiamos, cómo encontramos una solución que contemple 
a todos los actores” (entrevista Coordinadora de Asentamientos CCZ9). 

Debemos aclarar que la Coordinadora de Asentamiento no necesariamente 
defiende la ocupación de tierras sino que explica que ésta ha sido una alternativa por 
la que muchos montevideanos han optado ante la falta de otras oportunidades para 
tener una vivienda. 

Aún sin que esta coincidencia sea explícitamente reconocida por estos dos 
actores (grupo ABC Rural y Coordinadora de Asentamientos), existe la percepción de 
que la Intendencia carece de políticas para administrar adecuadamente el problema del 
fraccionamiento ilegal de terrenos. Si bien mantiene una voluntad explícita de no 
permitir la expansión regular o irregular de la ciudad sobre el suelo rural, al admitir 
algunas excepciones o al no tener capacidad de acción en todos los casos en que se 
produce una trasgresión, provoca la percepción de que “se autoriza lo irregular y no se 
autoriza lo regular”. 

La División de Planificación Territorial, consciente de que es imposible 
esperar que esta zona mantenga su calidad rural-agrícola a largo plazo, espera que se 
pueda mantener el objetivo de protección de los bañados y el mantenimiento de una 
especie de vecindario rural con actividades diversificadas, en lo que coincide con la 
visión de los productores rurales. De hecho, se asegura que esta propuesta parte de los 
intereses de los actores en el territorio. Sin embargo, no hay una clara propuesta 
acerca de cómo orientar las transformaciones territoriales en ese sentido: 

“No podemos llevar la densidad ni uso urbano hasta el borde del bañado, porque seria 
matarlo. Pero si abrir unas instancias de usos que tal vez no haya una palabra para 
definirlos, pero es un rural más abierto y con control de la densidad para permitir la 
supervivencia y la protección de los bañados (...) Pienso que se puede admitir una 
fragmentación menor de 1 hectárea o admitir que en los predios de 3 hectáreas puedan 
tenerse un núcleo de cinco o seis viviendas, no sé. Te digo por decir un numero, eso hay 
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que verlo, todavía no lo tenemos definido pero estamos pensando que hasta ahí va la cosa 
(...) Se trataría de lograr un área en la cual, sin llegar a asentamiento pero admitiendo una 
forma de vida menos urbana y más rural, aun sin producción, de alguna manera ayude a 
proteger lo que se mantenga de producción rural. Por supuesto que esto son intenciones” 
(entrevista División de Planificación Territorial, IMM). 

La Intendencia, particularmente en los ámbitos de la División de Planificación 
Territorial, la UMR y la CEPMR, procuran quizás los mismos objetivos que los 
planteados por ABC Rural, al menos en los fundamental: promover el mantenimiento 
de un medio rural limpio y seguro. Pero, a diferencia de este grupo, y más allá de que 
se pueda estar pensando introducir un cambio en la normativa, conservando el tipo de 
fraccionamiento vigente en el POT. Por lo tanto, la implementación de cualquier 
cambio se tiene que operar en el marco de lo previsto por el POT o haciendo 
excepciones justificadas caso a caso. Este sería el segundo tipo de propuestas de 
transformación territorial. 

3.5.2 Propuestas de cambio de uso del suelo en el marco del POT 

Para realizar cambios de uso del suelo dentro del POT existe la figura de los 
Planes de Actuación Urbanística (PAU) que se pueden desarrollar en áreas suburbanas 
y potencialmente urbanizables que están previstas para la expansión urbana. Estas 
áreas normalmente están rodeadas por barrios o atravesadas por calles importantes, 
cuentan con servicios o son fácilmente conectables (transporte, escuelas, comercios, 
saneamiento, etc.). Las actividades ya asentadas allí (por ejemplo, industrias), no son 
incompatibles con el uso residencial. En este territorio están en marcha dos proyectos 
de PAU (PAU 9 12 y PAU 10 13 ). De acuerdo con la justificación de estos proyectos: 

“La programación pretende desarrollar la vocación urbana del sector, que se refleja 
en una fuerte necesidad habitacional con equipamientos y servicios básicos, 
canalizándolo a través del desarrollo de un suelo con características rurales para 
transformarlo en suelo urbano, integrándolo formal y armónicamente a la ciudad y 
otorgando calidades espaciales que permitan la integración social” (Documento de 
presentación del PAU 9). 

12 Sector 9 de suelo Suburbano o Potencialmente Urbanizable: “Marañas y Cañada de las Canteras”. 

13 Sector 10 de Suelo Potencialmente Urbanizable: “Norte de Camino Carrasco”. 
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Si surgen proyectos o necesidades de urbanizar o realizar actividades no 
previstas en el marco de un plan de este tipo, la Intendencia tiene que acudir a 
excepciones y de hecho las utiliza, aún cuando se propone una aplicación lo más 
estricta posible de la normativa. Tanto en el caso del realojo de Villa del Chancho 
como en el de la realización del proyecto Jacksonville lo que se pide es una excepción 
al POT a través de propuestas concretas de cómo realizar la transformación del uso del 
suelo. Ninguno de estos dos proyectos fue formulado en un área donde pueda 
plantearse un PAU. 

En el caso del realojo del asentamiento Villa del Chancho, el tema fue zanjado 
haciendo una excepción intensamente negociada, aunque aún no queda claro de qué 
manera se van a implementar muchos de los aspectos del proyecto, por ejemplo, la 
cría de animales y el manejo del crecimiento del barrio mismo, que puede atraer a 
nuevos habitantes. En definitiva, se buscó una solución que fuera lo más adecuada a 
las características del terreno y al uso del suelo establecido tras las negociaciones, 
pero la mayoría de los actores son conscientes de que el modo de vida de la población 
del lugar continuará siendo urbano y acorde a las características del grupo social que 
lo habita. Baste recordar la relación propuesta por Bourdieu entre hábitat y habiust: 
“Si el hábitat contribuye a formar el habitus. éste hace lo mismo con aquel, a través de 
los usos sociales, más o menos adecuados, que induce a darle” (Bourdieu; 1999; 123). 

En cualquier caso, la Intendencia mantiene la voluntad de no regularizar 
asentamientos en zona rural y los conflictos aparecen cuando la realidad se choca con 
esa voluntad expresa que, paradójicamente, funciona a través de administrar 
adecuadamente la capacidad de hacer excepciones y negociar con los intereses de 
quienes venden, compran, donan (como en el caso de Villa del Chancho) u ocupan 
terrenos para realizar fraccionamientos. Este caso ofrece un buen ejemplo de los 
mecanismos burocráticos de aplicación o no aplicación de una norma que explicaba 
Bourdieu en “Las estructuras sociales de la economía”. 

Es así que la aplicación estricta de la normativa en el caso de Villa del 
Chancho aparecía como una injusticia, en opinión del presidente de la fundación que 
donó el terreno para el realojo: 
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“Nuestra institución ha adquirido un predio de 53 hectáreas (530.000 m2) para erradicar y 
organizar estos asentamientos míseros, y la propia Intendencia se opone a nuestro proyecto 
por encontrarse éste a 150 metros de la línea de saneamiento y estar ubicado según ellos en 
área rural. A cada familia se debería otorgar 30.000 metros de terreno para así cumplir 
con la reglamentación de ordenamiento territorial para zona rural; el absurdo es tan 
incomprensible que saca de quicio al más equilibrado” (Presidente Fundación Don Pedro 
a El País, 12/08/2006). 

En cambio, la correcta administración de una excepción parece ser la fórmula 
más justa para que la donación y el fraccionamiento de esos terrenos se realice en el 
marco del POT, protegiendo, a su vez, los vulnerados intereses de los habitantes de 
Villa del Chancho, en situación de emergencia: 

"Queremos hacer una excepción para este caso y modificar el Plan de Ordenamiento 
Territorial para que esa zona sea considerada un área rural de usos mixtos, y ahí sí se 
podrían localizar 25 viviendas" (Cristina Pastro, Directora de Planificación Territorial de la 
IMM a El País, 21/06/2006). 

Esta propuesta de un privado con respecto al problema social de un 
asentamiento ofrece una alternativa a la Intendencia que no es típica y requiere 
realizar una excepción, aún a contrapelo de sus prioridades de ordenamiento y su 
régimen de toma de decisiones. 

“...la Intendencia capaz que en otro momento no se sube en eso. Pero en este momento 
como que dice "bueno, no tengo más remedio, tengo un privado que pone el terreno" -ese 
es el discurso por lo menos que yo escuché- "tengo un privado que va a hacer lo que yo no 
puedo hacer en este momento" -asumiendo que no tiene presupuesto y que no lo puede 
hacer- "yo necesito resolver el problema de la contaminación porque esta gente no puede 
seguir viviendo así". Y termina asumiendo un montón de costos y termina haciendo un 
montón de inversiones. Pero no es el procedimiento más habitual” (entrevista Área Social 
CCZ9). 

A pesar de que el marco de referencia es el mismo -el POT- no todos los actores 
municipales comparten la misma visión acerca de cómo y en qué circunstancias se 
puede hacer una excepción: 
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P: “En el caso de esta zona cuando se presentan proyectos con propósitos de uso del suelo 
alternativo, ¿con qué criterio se manejan, ha habido algún caso en que hayan hecho una 
excepción?”. 

R: “Que yo recuerde la mayoría de las veces se es bastante estricto” (entrevista CEPMR). 

El problema para la Intendencia es que las excepciones se podrían sumar a las 
presiones existentes por suelo para viviendas y ser utilizadas por los actores para 
alentar el fraccionamiento. 

"En zona rural no podes lotear, pero hay excepciones que van corriendo la línea". 

(entrevista Coordinadora de Asentamientos). 

La siguiente observación, realizada por el donatario del terreno en donde se 
realojó Villa del Chancho, es elocuente en este sentido (aunque no estamos 
diciendo que en este caso esté sucediendo realmente lo que pronostica el 
entrevistado): 

“Una de las cosas que yo digo es que los obligan a esa gente a tener diez o doce mil 
metros de terreno cada uno y después a fraccionarlo y venderlo cada uno por su parte, 
porque ¿qué otra cosa? Si no lo hacen, no son inteligentes, porque yo encuentro que es una 
forma inteligente después ellos subdividir (entrevista Fundación Don Pedro). 

La Intendencia pretende mantener las normas de ordenamiento en cuanto a 
zonificación y fraccionamiento aunque en casos especiales, como el de Villa del 
Chancho y otros, está dispuesta a llevar obras, servicios e infraestructura a la zona 
para atender las necesidades sociales de la población pobre de los asentamientos. En 
cambio, en el caso de la propuesta de urbanización de Jacksonville hasta ahora no se 
ha logrado que la Intendencia considere la posibilidad de una excepción al POT para 
que las hectáreas rurales adquiridas por Zonamérica puedan utilizarse para construir 
viviendas. Los impulsores del proyecto han tratado de presentarlo como una propuesta 
que respetaría el carácter rural de la zona, como forma de persuadir a la Intendencia de 
que la excepción se justifica: 
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“Nosotros habíamos pedido pasarlo a uso urbano o buscar nuevas formas, como la 
propiedad horizontal de los terrenos rurales, que en muchos lugares está... Porque acá el 
índice de ocupación es bajo, la posibilidad es ruralizada, no va a tener edificios, es todo el 
desarrollo de una comunidad urbana ruralizada” (entrevista Zonamérica-Altemix S.A.). 

Por lo menos en el discurso, la propuesta se parece bastante a la idea que se 
tiene en el seno de la División de Planificación Territorial sobre el posible futuro de la 
zona y coincide también con la imagen planteada por los productores rurales: un 
entorno rural que admite usos residenciales y edificaciones compatibles con el paisaje 
rural, aún cuando no haya producción agrícola, manteniendo baja la densidad de 
población y el factor de ocupación del suelo. Pero, aunque pueda haber coincidencias 
en cuanto a esta imagen, de momento no es posible para la Intendencia flexibilizar la 
normativa para admitir esta propuesta. El componente residencial del proyecto es el 
más resistido por las autoridades y es el más importante para los impulsores del 
proyecto, no tanto por lo que significa en sí, sino porque es el que haría viable la 
concreción de los demás aspectos del proyectos. 

“Era todo un proyecto de desarrollo zonal que se financiaba con la plusvalía de la venta 
de terrenos, que le llama la IMM, más un aporte en contraparte nuestro. Lo que nosotros no 
queríamos era que esa plata fuera al municipio para nada”, (entrevista Zonamérica- 
Altemix S.A.) 

Esta última frase parece ilustrar la enorme desconfianza existente entre la 
Intendencia y Zonamérica con respecto a este proyecto. En el fondo de esta discusión 
se plantea, quizás, un enfrentamiento entre las pretensiones de legitimidad de las 
acciones de una empresa privada con importancia no sólo en el territorio, sino también 
en la ciudad, frente a las prioridades que, en términos de desarrollo territorial, 
establece el municipio. 
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3.5.3 Propuestas que no implican ni modificar el POT, ni cambiar el uso 
del suelo 

En la medida en que la Intendencia no ha accedido a una excepción en el POT, 
Zonamérica desarrolla los componentes del proyecto Jacksonville que van siendo 
autorizados por partes. 

“Vamos a presentar algo a la uruguaya, la Intendencia no tiene la capacidad de procesar 
un proyecto de desarrollo regional o global, o hacer una excepción al POT. Vamos a 
pedirles para hacer una clínica, está la clínica. Vamos a pedir para hace un hotel, el 
Ministerio de Turismo tiraba cuetes para arriba: ahí está empezando el hotelito. Estuvimos 
meses para hacer dos restoranes. En Uruguay no se puede presentar un proyecto ni muy 
grande ni muy... en Montevideo sobre todo. Entonces hagámoslo por partes, (entrevista 
Zonamérica-Altemix S.A.) 

Este tipo de intervención se puede enmarcar en el tercer tipo de propuestas de 
acción territorial, que no implica ni cambiar la normativa ni flexibilizarla, pero que 
puede ayudar a solucionar conflictos o problemas de la zona. Sin embargo, a veces 
estas propuestas también entran en contradicción, porque responden a los intereses 
divergentes de los distintos actores, aunque ello no implique cambios de uso del suelo 
mediante la normativa. 

Uno de los problemas a solucionar en cuanto a la convivencia de lo urbano con 
lo rural es la situación del basurero municipal, lo que no implica un cambio de uso del 
suelo. Como ya se señaló, el servicio de disposición final está emplazado en una zona 
de usos mixtos. No contradice la normativa, pero genera daños al entorno rural. La 
propuesta de la División de Desarrollo Ambiental de la Intendencia es cambiar el 
concepto de gestión y con ello, la forma en que incide en el territorio: 

“Realmente un sitio de disposición final, para diferenciarlo de un basurero o vertedero, no 
es un lugar en donde vos acumulas basura, cualquiera que sea y desordenadamente, sino 
que vos disponés los residuos de una manera tal en la cual te aseguras que en el futuro 
esos residuos no incidan sobre el medio ambiente circundante” (entrevista Dirección 
Desarrollo Ambiental IMM). 
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Sin embargo, las indefiniciones, tanto en el proyecto de gestión del actual 
vertedero como en la construcción del futuro Parque Ambiental de Cañada Grande, 
dilatan la solución del conflicto ambiental y las presiones que impone el basurero a su 
entorno rural. En parte por esta indefinición es que de momento, no hay respuestas 
concretas a las denuncias que presentan los vecinos y productores afectados por el 
vertedero. 

En el caso del problema de seguridad de las propiedades de los vecinos rurales, 
la solución que grupos como ABC Rural y APRAC visualizan como más inmediata y 
que tienen la capacidad de emprender es acudir a medidas de precaución y aumento de 
la vigilancia. 

“La gente del ABC Rural -cuando yo te decía que nos reclaman todo- ellos lo primero que 
te plantean es el problema de la seguridad. Y te lo plantean como si vos lo fueras a 
resolver. En realidad, ellos una parte la resolvieron por otro lado, no sé en qué está ahora, 
pero me acuerdo de que en una reunión nos avisaron de que iba a haber patrullas, que 
además ellos colaboran, porque ellos son los conocedores de los lugares” (entrevista 
CCZ9). 

Tanto los vecinos rurales como los asentados viven el problema con intensidad 
y esperan que las autoridades los apoyen tomando medidas que disminuyan la 
posibilidad de sufrir robos. Pero la seguridad requiere distintos tratamientos para las 
áreas rurales que para las zonas urbanas, y en el caso de este territorio existen 
interacciones entre unas y otras por lo que las medidas propuestas pueden llegar a ser 
incluso contradictorias. Por ejemplo, en términos de acondicionamiento del territorio, 
la Coordinadora de Asentamientos plantea la apertura de calles y caminos como una 
mejora en las condiciones de seguridad, mientras que los productores rurales, en 
algunos casos, pueden sugerir no abrir o incluso cerrar calles: 

“...programar cómo sería la vigilancia modificando el ambiente, ayudando a modificar, 
que puede ser por ejemplo: poner una luz en donde está oscuro; una plaza abandonada 
arreglarla y que los vecinos ocupen; una calle que es poco transitada, que empiecen a 
transitar los vecinos... No abrir calles que conecten a zonas conflictivas...” (Documento de 
propuestas de ABC Rural al PLAEDEZ, agosto 2005) 
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“La gente ahí nos propuso alambrar y cerrar, es un camino vecinal, propiedad pública 
para parar un poco la mano de la salida de la turba” (entrevista CCZ9). 

En este territorio el problema de la seguridad es una dimensión del 
ordenamiento en la que se entrecruzan visiones sobre el uso del espacio público (qué 
tipo de construcción de espacios se promueve: espacios comunes o privados) la 
circulación (caminos públicos o privados, abiertos o cerrados, caminería informal y 
desordenada o consolidada y cuidada) y la infraestructura (la iluminación, por 
ejemplo, ayuda a prevenir riesgos de ataques nocturnos pero no siempre es 
recomendable en zonas rurales, donde se desea evitar la presencia de insectos). Estos 
elementos inciden en la manera en que las áreas rurales y urbanas se comunican y se 
influyen mutuamente, así como en las posibilidades de garantizar el orden sin afectar 
la vida cotidiana y los derechos ciudadanos de los vecinos. 

Los asentamientos irregulares, como vimos, son una fuente de conflicto por las 
consecuencias no planeadas que generan en el territorio. Existen posibilidades de 
manejar el tema que no pasan necesariamente por la regularización de asentamientos 
en suelo rural, lo que sería admitir excepciones al régimen de uso del territorio. La 
Intendencia y el Ministerio de Vivienda desarrollan medidas preventivas, que pasan 
por políticas de acceso a la vivienda. Otra herramienta, además de la prevención, es el 
realojo, operado por el gobierno nacional a través del Programa de Integración de 
Asentamientos Irregulares bajo las directivas de la Intendencia y el Ministerio de 
Vivienda. Pero dado que la Intendencia maneja recursos escasos y no todos los 
asentamientos se pueden realojar, en muchos casos se trata de que no se formen y 
consoliden nuevos asentamientos mediante ciertas “señales” de que allí no será de 
esperar la ayuda para construir viviendas y alcanzar servicios a esa población: 

“Si hay recursos para realojarlo, se realoja, y si no, se espera a que vaya, o se dan 
señales para que se vaya desinflando, para que nadie se instale, para que la gente no gaste 
ahí. Porque el día de mañana cuando pidan el transporte, la luz o el agua, lo que sea, no se 
consolide más” (entrevista División de Planificación Territorial - IMM). 

Pero, por otro lado, tampoco puede el municipio dejar de atender las demandas 
de asentamientos con graves y urgentes carencias, por lo que las dificultades que tiene 
la Intendencia para aplicar una política clara con respecto a los asentamientos genera 
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confusiones y contradicciones. Del lado de los asentados, esta situación de 
“transitoriedad permanente” no desestimula las acciones individuales que tienden a 
consolidar los barrios precarios y contribuyen a un continuo “tirar para adelante” el 
problema. 

“Pensamos que muchos de los asentamientos sólo tiene una posibilidad, que es que sean 
realojados. Hay que ver, no es tan sencillo, muchos de ellos se han producido porque por 
un motivo económico, que es la extracción de turba y de leña del bañado” (entrevista 
División de Planificación Territorial). 

Emerge un tema muy importante asociado al crecimiento de asentamientos 
irregulares, que es el de las actividades económicas precarias que realizan los sectores 
de población marginales. La crianza de cerdos, la extracción de turba y otros recursos 
del bañado y la clasificación de basura, son actividades vitales para la supervivencia 
de muchas de las familias que habitan los barrios periféricos y explican, en muchos 
casos, el lugar de residencia elegido. 

Pero, por otro lado, tampoco puede el municipio dejar de atender las demandas 
de asentamientos con graves carencias y urgencias, disponiendo el arreglo de calles, el 
préstamo de materiales e incluso soluciones de saneamiento de emergencia. En esta 
situación se superponen las competencias de otros organismos públicos que tienen la 
misión de cubrir las necesidades de la población a nivel nacional y proponen un orden 
de prioridades diferente: 

“La OSE te dice "yo quiero que la gente tenga el servicio, es mucho más negativo para el 
país que la gente no tenga el acceso al agua" (entrevista Área Social CCZ9). 

La proliferación de predios rurales que no están siendo explotados y que 
permanecen vacíos es una preocupación para la IMM, ya que es a partir de éstos que 
se pueden generar asentamientos irregulares. Las propuestas implementadas hasta el 
momento han sido la de utilizar la contribución inmobiliaria como instrumento de 
política pública en este sentido, favoreciendo con exoneraciones a aquellos 
propietarios que mantengan una actividad productiva en el predio, así como el apoyo a 
los pequeños productores para vi ahí 1 i z ar su desarrollo a través de los proyectos 
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impulsados por la UMR. Pero aún cuando el desarrollo agrícola tenga reales 
posibilidades, los problemas urbanos están instalados y presionan sobre la agricultura. 

3.6 Decisiones, negociaciones y poder 

Aún en un marco explícito de políticas, como es el POT, la complejidad de las 
decisiones con respecto al ordenamiento territorial no puede manejarse 
completamente a partir de lo previsto en dicho marco. Por lo tanto, queda un espacio 
para la negociación. Pero los resultados de las negociaciones están vinculados a las 
posiciones de poder de los distintos actores. 

La IMM tiene que negociar con los dueños de terrenos ocupados, con las 
organizaciones de asentamientos, con las iniciativas de empresas privadas, con la 
estructura de la descentralización, con los organismos públicos sectoriales, con los 
vecinos que elevan quejas frente a las perturbaciones que sufre su vida cotidiana. Si 
bien están escritos los criterios de ordenamiento territorial que indican dónde está el 
suelo rural y el urbano, éste no es el único criterio que se utiliza para decidir y se debe 
acudir a la negociación paso a paso. Por ejemplo, en el caso de los diversos proyectos 
presentados por Zonamérica, incluyendo Jacksonville, la empresa y la Intendencia han 
negociado pequeños avances, como la autorización de la expansión del parque de zona 
franca en 40 ha, a cambio de que la empresa construyera un parque lineal para la zona. 
Las negociaciones actúan en una lógica de marchas y contramarchas: 

“El ochenta por ciento de la gestión acá se gasta, en vez de hacer, en ir a hablar con 
alguien. No es la opinión de toda la IMM, es la opinión aislada de un profesional, es fulano 
de tal, que ese día se levantó mal, y te mira con cara de asco” (entrevista Zonamérica- 
Altemix S.A.). 

El caso del realojo de Villa del Chancho es particularmente interesante, porque 
implicaba varios elementos a negociar: 

a) la donación de un terreno privado y la solución jurídica correspondiente para 
resolver el tema de la tenencia de la tierra por los beneficiarios; 

b) la densidad de población que tendría el barrio para preservar, en lo posible, 
ciertas características rurales: 
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“...esa es la negociación que logramos, que en once hectáreas se asentaran quince, cuando 
solo podría haber casi tres familias. Además que se pudiera construir ahí un galpón de 
clasificación y acopio de materiales, y lugares para la cría de animales y cultivo, y en la 
parte urbana quedan trece familias y las áreas sociales...” (Entrevista Coordinador del 
Proyecto Villa del Chancho). 

c) la aceptación del CCZ 9 de tener en su jurisdicción al nuevo barrio: 

"... el Comunal 9 era muy reticente a negociar, a aceptar que la gente de la Villa se 
asentara ahí, en el 9, porque pasando la calle es Comunal 9, de este lado es Comunal 8. 

Esta situación pasó como seis meses para que se pudiera solucionar, más allá de las 
conversaciones...” (Entrevista Coordinador del Proyecto Villa del Chancho). 

d) la provisión de servicios a la población realojada: 

“Ellos decían que estaba a doscientos cincuenta metros del saneamiento, yo les decía que 
le saneamiento lo hacía yo, decían: no hay luz, yo decía falta alta tensión, yo pido la luz, 
falta agua, sí, hay agua, yo me ocupo de poner el agua” (Entrevista Fundación Don Pedro). 

La Intendencia es el organismo que legítimamente tiene potestades para hacer 
cambios en el uso del suelo y decidir si son realizables o no las propuestas de 
transformación que plantean los actores privados. Por lo tanto, aún cuando un privado 
tenga la capacidad de hacer obras y atender problemas sociales, como en el caso 
analizado, la Intendencia no puede renunciar a su función reguladora ni sus 
funcionarios pueden delegar sus roles en manos de actores no municipales, a menos 
que acuerden pautas en las que se repartan formalmente el control de las distintas 
operaciones sobre el territorio (por ejemplo, mediante convenios y tercerizaciones). 

Sin embargo, la Intendencia no es un actor monolítico, sino un sistema de 
actores donde a la interna se juegan relaciones de poder. La Comisión Especial 
Permanente de Montevideo Rural y la División de Planificación no siempre han 
estado de acuerdo en cuanto a la gestión del suelo rural. Se menciona incluso la 
capacidad de lobby de los distintos actores dentro del sistema municipal para lograr 
avanzar o retroceder un proyecto: 

“Viste que ahí pesa el lobby, sin embargo el lobby de la Comisión fue todavía más fuerte. 

Si bien es una comisión honoraria, ha jugado muy fuerte en la Intendencia. Incluso ha 
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parado inversiones o proyectos de inversión en el área rural... Y la comisión en ese sentido 
ha tenido un peso importante. Un peso político importante, pero bueno, está refrendado 
por determinada actitud... ” (entrevista UMR). 

La División de Planificación Territorial, en tanto es la repartición municipal 
que se encarga del POT tiene mayores potestades en tanto unidad técnica, mientras 
que la CEPMR es una comisión honoraria que no tiene la capacidad de decidir, pero sí 
de aconsejar e incluso de presionar políticamente. Por este hecho, es que ambas 
instancias tienen que definir y redefinir la forma en que concurrirán en la resolución 
de conflictos: 

“...logré que la gente de Planificación, que formaba parte de esta Comisión, se integrara, 
cosa que en la administración anterior venían cuando tenían necesidad de un permiso 
especial. Querían hacer una planta de energía en determinado lugar y bueno, el POT prevé 
que tiene que tener el visto bueno de la Comisión Especial, pero son integrantes formales y 
es lo lógico, porque una comisión que tiene como cometido defender el área rural no puede 
estar divorciada, tiene que estar permanentemente interactuando con la División de 
Planificación” (entrevista CEPMR). 

La vinculación entre la CEPMR y la División de Planificación Territorial, 
como se puede apreciar en la cita precedente, ha progresado y podría decirse que esto 
mejora la situación de la primera, en tanto la segunda, al aceptar un vínculo más “real” 
y menos “formal”, amplía el ámbito común de participación y cede espacio para 
discutir en conjunto con la CEPMR algunas cosas que podría decidir autónomamente. 
La CEPMR solamente podía tomar cierta posición de poder en aquellos casos en que 
se requería su conformidad para un “permiso especial” en el marco del POT. 

Sin embargo, la CEPMR no se reconoce actualmente como un espacio con 
suficiente peso político: 

“Yo no se si hay señales de voluntad política de apoyar esta comisión. En el momento 

que se creó la comisión esta, era el momento en que se instalaba el POT. Era una cosa que 

tenia mucho peso, para tener respaldo social, respaldo que fuera más allá de los partidos. 

No te olvides que esto fue en el segundo gobierno del Frente Amplio 14 , pero de la 

Intendencia. En ese momento había mas conciencia de tener un espíritu... el Intendente lo 

14 El primer período de gobierno del Frente Amplio en la Intendencia de Montevideo fue 1990- 

1995, con Tabaré Vázquez como Intendente. El segundo período fue 1995-2000, con Mariano Arana, 
quien sería a su vez reelecto para el período 2000-2005. 
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decía a cada rato, soy el Intendente de todos los montevideanos, sean del pelo que sean. Yo 
creo que en ese momento cuando se crea la comisión, incluso la presencia de Zumarán 15 
como primer presidente de la Comisión, cosa que me queda demasiado grande, estoy 
sustituyendo a alguien que fue una figura política de un peso que no lo tengo yo, te 
muestra que había mucho mas apoyo político” (entrevista CEPMR). 

Hay decisiones que, aún cuando son definidas a nivel del ejecutivo municipal, 
son omitidas o postergadas mientras se procesan las discusiones políticas a la interna 
de la Intendencia, como es el caso de la gestión privada del sistema de disposición 
final, que permanece indefinida. En la resolución de este problema gravitan 
fuertemente los intereses de UCRUS (sindicato de los clasificadores afiliado al PIT- 
CNT 16 ) y ADEOM (sindicato de funcionarios municipales) actores que se oponen a la 
gestión y explotación privada del servicio de disposición final. Quienes están a cargo 
de este proyecto son los funcionarios de la División Limpieza de la Dirección de 
Desarrollo Ambiental, quienes defienden la legitimidad de su acción a partir de una 
decisión del Intendente: 

P - Una última pregunta, estos proyectos que ustedes tienen de los distintos rellenos, todo 
esto que vos me explicaste, ¿lo tienen que consultar con otras instancias de la Intendencia, 
con Planificación? 

R - No, esto que te estoy hablando de la licitación ya está, ya abrimos la propuesta técnica, 
ya la evaluamos y ahora nos falta... 

P - Pero cuando empezaron a hacer el proyecto... 

R - Esto fue inherente de Erlich 17 , que fue personalmente a ver el problema y tomó la 
decisión, más allá que después tuviera marchas y contramarchas, él tomó la decisión 
(entrevista División Limpieza IMM). 


15 Alberto Zumarán, ex senador, ex dirigente y candidato a la presidencia del Movimiento Nacional Por 
la Patria del Partido Nacional. Figura política notoria durante la transición democrática por su activa 
oposición a la dictadura militar (1973-1985). 

16 Central nacional de los trabajadores que reúne a todos los sindicatos. 

17 Intendente del Departamento de Montevideo de 2005 a 2010. Su mandato corresponde al cuarto 
período de gobierno consecutivo del Frente Amplio. 
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¿Qué sucede a este respecto en el nivel local del gobierno departamental? No 
parece que hubiera, en principio, suficiente capacidad técnica y política para entrar en 
determinadas decisiones: 

“En definitiva a nosotros no se nos consultó para pasar el uso del suelo a uso rural, y 
habitualmente no se nos consulta. Esas son decisiones más técnicas, que pueden tener algo 
de político, pero que yo me acuerde no pasó por acá. Como otros decisiones, por ejemplo 
como el pedido de zona franca, nosotros lo que podemos es, de repente, si nos enteramos o 
sabemos que hay algo, podemos plantear la inquietud y tenemos posibilidad de discutir y 
de tratarlo. Ahora, son términos muy técnicos que probablemente nosotros no tengamos la 
capacidad ni intelectual, ni la formación como para... nosotros somos políticos, ¿no? 
(entrevista CCZ9) 

Sin embargo, el Centro Comunal y la Junta Local pueden partir de ese punto 
de vista político y asumir algunas posiciones que incluso pueden contradecir el 
carácter técnico y normativo de las decisiones centrales. Un ejemplo es la posibilidad 
de apoyar con su propio equipo técnico, sus vehículos, sus locales de reunión, su 
canasta de materiales, a los vecinos que viven en asentamientos irregulares. 

P - ¿Pero cómo se llega a tomar la decisión? 

R - A través de la Junta Local. Es la Junta Local la que decide que de repente el fondo de 
materiales se le otorgue a gente que vive en asentamientos privados. En otros 
asentamientos de otros comunales no. Pero a riesgo de ir en contra de las normativas 
municipales (entrevista Área Social CCZ9). 

Por otro lado, los grupos organizados a nivel de la sociedad civil que tienen 
acción local son débiles: 

“La asimetría de los actores es brutal. Desde el Estado, con presencia muy fuerte y 
determinante, por ejemplo en el aeropuerto, a actores potentes como Zonamérica, que 
define. No tenés organizaciones potentes ni de productores, ni de residentes, ni de 
moradores, ni nada, hay una debilidad brutal” (entrevista PIAI). 

Tanto ABC Rural, como APRAC, como la Coordinadora de Asentamientos, la 
Comisión de Medio Ambiente de la Zona 9 y otras comisiones del Consejo Vecinal, 
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tienen el carácter de constituir ámbitos informativos, reflexivos y de presión política 
sobre las autoridades, pero no tienen el poder para la toma de decisiones. 

“La Coordinadora no es un lugar donde se vaya a poder resolver en lo inmediato y donde 
vayamos a tomar nota de los pedidos y resolverlos. La Coordinadora quiere ser un espacio 
como más de discusión sobre el tema, de construirse más el movimiento, o un espacio 
político de presión... Se ha avanzado sobre todo en la idea de conocer la realidad de la 
política a nivel de asentamientos, ver qué es lo que hay, quién interviene en los 
asentamientos y qué es lo que hace... pero la Coordinadora de Asentamientos no puede 
entrar a querer resolver las cosas que no puede porque no tiene herramientas ” (entrevista 
Área Social CCZ9). 

Las organizaciones locales tienen, sí, cierta capacidad de hacer visibles los 
conflictos a través de denuncias, que generalmente son escuchadas por las 
autoridades, pero no tienen mayores posibilidades de incidir en cambios importantes a 
nivel de territorio. Utilizan distinto tipo de herramientas, como la redacción de notas, 
el levantamiento de firmas, solicitud y relevamiento de información, reuniones con 
autoriadades, organización de giras, talleres y charlas con los vecinos, acciones 
orientadas a lo educativo, etc. Su rol es el de contralor, de monitoreo de las respuestas 
que se exigen a las instancias públicas. Pero aunque no pueden decidir, las 
organizaciones locales procuran incidir en las decisiones para que éstas se adecúen en 
mayor medida a la realidad: 

“...fomentar posibilidades reales desde la gente y no desde un escritorio en el cual planteo, 
sumo, resto, esta gente tiene que plantar esto, pero vas a la situación real y no funciona” 
(entrevista ABC Rural). 

Para la Intendencia no es posible responder a todas las demandas y propuestas 
de los vecinos, muchas de las cuales superan las competencias municipales. A veces 
sucede que a nivel local no se comprende por qué el gobierno municipal “no puede 
hacer nada” en determinadas circunstancias, desde realojar asentamientos hasta 
solucionar los problemas de seguridad, la contaminación producida por el basurero 
municipal, de los cursos de agua y de los bañados. 
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“...le encuentran un problema a cada solución, entonces la policía no entra porque no hay 
calles, y no se hacen calles porque no hay dinero” (entrevista Coordinadora de 
Asentamientos). 


“...no sé si por ineficacia, por inexperiencia, por que falta de guita, porque los recursos que 
hay de repente se piensa que son pocos y deberían destinarse a otra cosas -y bueno, 
después se atenderá-, nunca se resuelven los problemas” (entrevista CCZ9). 

Este tipo de situación plantea la cuestión de cuánto puede avanzar la IMM 
como aparato de poder público para solucionar los problemas. Para algunos es una 
cuestión de “querer” - de voluntad política- y para otros de “poder” -a partir de los 
límites del aparato burocrático de poder, que no está estrictamente controlado por los 
actores políticos principales. Obsérvese las opiniones de dos de los actores más 
frustrados en sus propuestas de cambio de uso del suelo por la sensación de inercia de 
los poderes públicos: 

“No hay ninguna intención de las autoridades de hacer respetar el ordenamiento territorial 
que imponen desde el escritorio (entrevista ABC Rural). 

“Yo nunca vi un comportamiento tan falaz de los funcionarios políticos, como lo vi en la 
Intendencia, para mí es como entrar en Macondo. Es más, si yo soy el Intendente, yo 
renuncio, yo veía a los Ministros de Agricultura que mandaban, y el que no obedecía se 
iba. Ahí a lo que decide el Intendente no le dan la más mínima pelota, pero bueno... Ahí te 
movés con la División de Planeamiento y Ordenamiento Territorial, que puso una persona 
de su confianza personal que es Batistoni 18 , una buena persona, pero no puede hacer nada, 
no cumple las directivas políticas, más bien cumple las directivas que le dan los de abajo” 
(entrevista Zonamérica-Altemix S.A.). 


En esta configuración de actores, Zonamérica es un actor con una gran 
capacidad de inversión económica y social en el territorio, a través de proyectos como 
Jacksonville o Lumina, que están siendo discutidos con el municipio, o a través de 
intervenciones a nivel de desarrollo comunitario en la zona por intermedio de la 
Fundación Zonamérica: 


18 Julio Batistoni fue Director de Planificación Estratégica de la administración Erlich. La División de 
Planificación Territorial es una oficina que está subordinada a la de Planificación Estratégica en el 
organigrama municipal. 
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“Ha sido un trabajo largo, que la gente lo visualizó después de varios años, lo terminó de entender y 
hoy nos consideran un referente en la zona, un actor local, nos han venido a invitar a proyectos locales, 
nos consideran diferentes a otras organizaciones de la zona, pero nos invitan para estar, eso para 
nosotros es un motivo de orgullo. Se perdió el mito, y la gente nos ve como un socio posible, con el que 
se dialoga, se hacen y se reciben planteos y propuestas” (entrevista Fundación Zonamérica). 

Sin embargo, la relación con los niveles locales del gobierno municipal no es 
del todo armoniosa. Lo que se argumenta es una falta de información o de una 
comunicación adecuada: 

“Nosotros no sabemos lo que pasa ahí adentro; no sabemos lo que hay, no sabemos lo que 
pasa, no sabemos como funciona, a nosotros no nos piden permisos, no nos piden 
habilitación, no nos piden nada...” (entrevista CCZ9). 

“La zona franca es todo un tema acá, desconocemos mucho, te diría lo que es todo el 
funcionamiento dentro de zona franca. Hemos visto con preocupación y hemos sacado 
muchas declaraciones, de que queremos saber, y que no queremos que se siga extendiendo 
porque todo lo que se nos ha presentado por escrito no convence... No es un cosa que 
veamos con agrado lo que se hace allí. Recibimos cantidad de denuncias de volcados que 
se hacen a los cursos de agua desde zona franca, de pilas de desechos. Las respuestas son 
aparentemente buenas porque tiene todo tipo de permisos, pero no convencen porque la 
gente sigue denunciando y las cosas que la gente denuncia se comprueban” (entrevista 
Comisión de Medio Ambiente CCZ9). 

La Fundación Zonamérica busca disminuir esa sensación de desconfianza 
promoviendo la posibilidad de que los vecinos “vean con sus propios ojos” 
(utilizando, quizás, el argumento más sencillo y poderoso, presentando una realidad 
autoevidente, sin necesidad de mayores discursos): 

“Los hemos recibido especialmente para conocer el parque, organizando visitas guiadas y 
de esa manera la gente pudo conocer por dentro lo que parecía impenetrable, porque tenía 
un tejido perimetral, que parecía una barrera social y cultural... los de Villa García que 
van a Montevideo cotidianamente han visto Zonamérica crecer de la nada a lo que es hoy, 
a lo largo de 20 años, han visto una expansión progresiva, sin agresiones hacia el entorno, 
mejorando, generando oportunidades, cosas para la zona, y lo han visto como algo "mirá 
que bueno que esto está acá", a pesar que no les generó grandes beneficios. La otra gente 
no tiene ese contacto visual cotidiano, lo imaginan como una empresa multinacional muy 
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poderosa, no lo conocen por dentro, lo ven una vez cada tanto y se sorprenden del 
cambio” (entrevista Fundación Zonamérica). 

Finalmente, fuera de los actores municipales y locales, existe la influencia de 
Agenda Metropolitana, oficina coordinadora de reciente creación en la órbita de OPP 
(Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia), que tiene como cometido 
articular programas y proyectos interdepartamentales en el área metropolitana. Sin 
embargo, su capacidad de accionar directamente sobre la complejidad de la Cuenca 
del Arroyo Carrasco es limitada, dado su carácter de oficina técnica sin un “cuerpo 
propio”, es decir, que quienes tienen el auténtico poder de operar en el territorio son 
las Intendencias: 

“...si alguien que puede estar tratando de integrar eso es la gente de Agenda Metropolitana, 
que en definitivamente lo que hacen es tomar lo de Montevideo y Canelones y trasmitirlo, 
porque como cuerpo no tienen..."(entrevista PIAI). 

Haciendo un repaso de la capacidad de los actores y sus posibilidades de 
accionar, encontramos distintas formas de acceder a las decisiones y devenir en 
agente más o menos efectivo de transformación territorial. Los distintos actores 
tienen diferente capacidad de participar de la apropiación, planificación y control del 
uso del suelo. La apropiación del territorio puede ser pública o privada, planificada o 
no planificada. Los controles sociales y gubernamentales pueden ser más o menos 
efectivos, la aplicación de la normativa puede ser más o menos estricta. 

Los propietarios de predios sobre suelo rural, los pobladores de asentamientos 
irregulares, las empresas que se instalan en el territorio y los agentes inmobiliarios que 
promueven proyectos de ocupación residencial, tanto formal como informal, son, cada 
uno a su manera y con distintas capacidades y estrategias, quienes realizan la 
apropiación privada del suelo. Ven limitada su capacidad de decidir sobre el uso del 
mismo que impone la normativa, pero también encuentran formas de refugiarse en 
excepciones o directamente infringirla para llevar a cabo proyectos transformadores 
del territorio que escapan a las directrices de ordenamiento. Es así que, más allá de lo 
dispuesto en el POT, el territorio va cambiando a través de las acciones directas de los 
distintos grupos que utilizan el suelo. Los dueños de predios rurales toman decisiones 
sobre la producción y pueden optar por permanecer en la actividad o abandonarla, 
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pueden poner terrenos a la venta o simplemente mantenerlos improductivos. De esta 
manera, más allá de los incentivos fiscales para permanecer en la producción y más 
allá de que la normativa impide el fraccionamiento de los terrenos, la tendencia es 
difícil de corregir y los terrenos pasan a manos de otros actores, con otros proyectos 
diferentes al uso prioritariamente agrícola que se ha asignado a las áreas rurales. Los 
vecinos que pueblan asentamientos irregulares pueden instalarse en los terrenos 
abandonados, espontáneamente o incentivados por agentes que fomentan ocupaciones 
organizadas. Inversores privados, como en el caso de Zonamérica, pueden comprar 
tierras a los productores cercanos y ocupar el territorio de una forma legal, a la espera 
de que lograr los permisos para fraccionar. 

Por otro lado, existe una apropiación pública del territorio, mediante la cual la 
Intendencia y los organismos públicos realizan obras y ocupan el territorio con 
infraestructura que, en algunos casos, requiere grandes superficies y aislamiento con 
respecto a las zonas densamente pobladas, como es el caso del servicio de disposición 
final de residuos. La apropiación pública del territorio, aún planificada, también puede 
generar efectos no deseados desde el punto de vista del ordenamiento territorial. Un 
ejemplo de ello es el trazado del colector perimetral que transitará también sobre este 
territorio y que puede contribuir a agravar los conflictos entre lo urbano y lo rural, 
influyendo en las dinámica de transformación territorial, alterando el tamaño y valor 
de los terrenos afectados por el trazado: 

“Las nuevas trazas de las rutas de acceso que penetran las tierras de mayor provecho para 
actividades agropecuarias impone retrocesos debido a la partición de unidades productivas 
así como prediales. Al tiempo que resulta una franja de predios rurales bordeada por rutas 
paralelas que lógicamente desata pretensiones e intereses de inversores por la localización 
de otros usos del suelo para actividades no rurales. Asimismo, es constatable la aparición 
de asentamientos irregulares que se ubican en intersticios o remanentes de suelo 
expropiado para el trazado de las rutas de acceso, al tiempo que la proximidad a la ruta la 
convierte en la vía mas conveniente para transitar hacia y desde las centralidades mas 
cercanas” (Diario El País, 21/9/06). 

Pero por otro lado, la Intendencia tiene poca capacidad de inversión municipal 
en relación a las exigencias de una ciudad que se extiende y requiere cada vez más 
recursos para el acondicionamiento urbano. Cuando no es posible una apropiación 
pública de los espacios vacíos, que abundan en este territorio, las limitaciones para 
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una apropiación privada y la ausencia de proyectos públicos alternativos, contribuyen 
al uso no planificado, irregular y caótico. 

A su vez, la capacidad de control social y municipal del uso del suelo es 
limitada. Las direcciones pertenecientes al ejecutivo departamental pueden realizar 
distintas acciones de previsión y control, pueden promover proyectos municipales, 
fomentar o, por el contrario, inhibir proyectos privados, tolerar o desestimular la 
formación y consolidación de asentamientos y sus actividades, tratar de resolver o 
amortiguar los problemas sociales y ambientales que éstos presentan, o tratar de 
regularizar y formalizar su situación para, al menos, integrar a la ciudad a sus 
pobladores de la forma más adecuada posible. En muchas de estas decisiones, la 
Intendencia trata de defender o, por el contrario, resigna en parte el sostenimiento de 
algunas de sus directrices de ordenamiento. Las denuncias, quejas y declaraciones por 
parte de grupos locales de vecinos (ABC Rural, APRAC, Comisión de Medio 
Ambiente, Coordinadora de Asentamientos), a veces con demandas contradictorias o 
desarticuladas, funcionan como un débil control social, fragmentado y poco eficaz, 
pero en todo caso, con cierta capacidad de incidir en algunas decisiones de la propia 
Intendencia. 

La complejidad de la toma de decisiones sobre el ordenamiento de este tipo de 
territorios conduce a la Intendencia a manejar al uso de la excepción, para lo cual es 
el actor que puede administrar su legítima aplicación. Los actores municipales tienen 
la ventaja de ser los “poseedores estatutarios del monopolio de la definición legítima 
del interés general” (Bourdieu; 2001: 121). Aún cuando los actores privados no 
encuentren lógico el uso de excepciones, como señala Bourdieu, la capacidad de hacer 
excepciones fundadas en el derecho son prerrogativas de la función pública. Esto pone 
en las manos de los funcionarios un poder que puede resultar incómodo para los 
administrados, pero que forma parte inherente de la función pública y de la 
construcción política del territorio. En la siguiente cita (entrevista a un representante 
de Zonamérica) encontramos una opinión en donde se ejemplifica esta modalidad de 
excepción a la norma de una forma muy elocuente: 

“La IMM trabaja con un régimen que es perverso, que es el de la excepción, lo cual le da 
al decisor un poder con el cual trafica, no digo para lo personal, aunque existe, nosotros 
dijimos que no íbamos a coimear, por definición. Qué es lo que hace la IMM, en un 
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esquema que a mi me parece que es acertado y es de uso, pero yo que vengo de otra 
formación, el hecho que un administrador por darte una excepción te cobre, induce a un 
desastre, yo voy a hablar con un burócrata que tiene el poder de decirme que puedo hacer 
tres pisos más, en tanto que le haga una fuente, o lo que se le ocurre, porque no tiene en su 
cabeza un plan, pero me parece uno de los mecanismos más perverso que puede haber, que 
a través de la administración del poder por excepción, el ciudadano, el inversor, el 
desarrollador, se inclina frente al duque y el duque le dice: si tu me das esta dádivas yo te 
autorizo a que cometas un error” (entrevista Zonamérica-Altemix S.A.) 


3.7 Prácticas discursivas: entre el interés general y el interés particular 

En los conflictos por el uso del suelo rural no solamente es el territorio lo que está 
en disputa. También lo están objetos del discurso y posiciones de poder en un sentido 
político más amplio. 

El análisis de los argumentos utilizados en los conflictos para justificar la 
legitimidad política, validez técnica y viabilidad económica de modificar o mantener 
el uso del suelo vigente nos ayudará a entender cómo se constituye un discurso 
hegemónico que habla del territorio y logra incidir en su transformación. Los 
argumentos de los distintos actores se entrelazan con sus espacios sociales de 
referencia. Es relevante la manera en que el debate influye en disputas políticas e 
ideológicas más amplias, reafirmando o debilitando posiciones de poder y autoridad. 
En este sentido, los actores intentan definir sus intereses particulares como generales, 
presentando sus posiciones como las más legítimas y coincidentes con los intereses de 
toda la sociedad. 

Los productores de ABC Rural presentan como argumento la situación de 
aislamiento en que va quedando la producción agropecuaria en el territorio y hablan 
de un “círculo perverso” conformado por el abandono de la producción y de las 
tierras, la urbanización y el aumento de la inseguridad, que provocaría a su vez la 
partida de más productores y comenzaría de nuevo el ciclo. El no cumplimiento real 
de la normativa es el argumento que más se maneja en favor de que la misma sea 
modificada. 
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“Esta Zona Rural se le denomina así por sus anteriores actividades y presentar hoy 
vestigios de lo que fue. Los números muestran esto, y su gran extensión. Su productividad es 
baja, como también está diagnosticado. Por lo que aferrarse a mantenerlo agrícola en la 
actual situación lo expone a caer en el llamado "circulo perverso"... Al desplazamiento de la 
zona agrícola ordenadamente, no hay que temerle. Ocurre desde que se dejo la llamada 
ciudad vieja pasó el Ejido y siguió hacia el este y norte, rumbo que tomó la ciudad, dejando 
lo Rural hacia el oeste (propuestas de ABC Rural al PLAEDEZ). 

De hecho, las zonas rurales del oeste y noroeste del departamento han logrado 
mantenerse con más fortaleza como áreas agrícolas, con una mayor densidad de 
productores y rubros productivos, algunos de los cuales se insertan exitosamente en 
mercados internacionales. Quizás, también, por haber quedado más aisladas en el 
desarrollo de la ciudad, que ha crecido más sobre los ejes de las rutas del este. 

Tanto ABC Rural como Zonamérica argumentan que la zona ya no es un 
territorio rural y que se desaprovechan las oportunidades de utilizar el suelo barato y 
los servicios urbanos que ya están extendidos para definir una nueva matriz de 
desarrollo no vinculado a la actividad agrícola. 

“La gran discusión es que las autoridades dicen "esto es zona agrícola" y el argumento del 
otro lado es "esta zona ya no es agrícola”. Acá todos lo saben, los dirigentes políticos lo 
saben y han admitido por lo bajo que efectivamente en esta zona ya no se produce nada, 
porque las tierras ya no son buenas y por la inseguridad, hay gente a la que le han robado 
la casa entera, ladrillo a ladrillo. Ya no es imaginable que pueda volver a ser agrícola y en 
un país que tiene 17 millones y medio de hectáreas fértiles para producir lo mismo que se 
puede producir acá, es bastante ilógico estar discutiendo por el destino de 100 hectáreas” 
(entrevista Fundación Zonamérica). 

El argumento que oponen sobre todo la CEPMR y la UMR a esta última idea 
de que el territorio no tiene relevancia como zona de producción agropecuaria, es que 
la sustitución de suelo agrícola por suelo urbano no tiene marcha atrás: 

“Al urbanizar estás destruyendo la posibilidad de producir alimento, un área que tiene 
potencialidad de producir alimentos deja de serlo (Entrevista CEPMR). 

A pesar de los problemas y conflictos del área agrícola, la misma sigue 
siendo valorada como un potencial de desarrollo de la zona. Pese a ello, el proceso 
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de abandono y deterioro de los predios no se ha podido detener y mientras tanto, 
los problemas urbanos emergen con más fuerza: 

"... te dicen ahora hay que plantar boniatos, ahora alfalfa, acá los problemas son 
seguridad, salud, falta de servicios, falta de empleo. Los problemas no son la alfalfa”, 
(entrevista Zonamérica-Altemix S.A.) 

En las dos citas anteriores se puede advertir cómo el territorio es visualizado de 
manera muy divergente. Los terrenos adquiridos por Zonamérica para destinar al 
proyecto Jacksonville proporcionan un interesante ejemplo de la argumentación a 
partir de imágenes diametralmente opuestas presentadas en la prensa por voceros del 
proyecto y por representantes del municipio: 

“El asesor de la Unidad Central de Planificación Municipal, Hugo Gilmet, afirmó que las 
tierras de Jacksonville son "productivas" y no se encuentran dentro de la categorización de 
terrenos baldíos. "Esos predios constituyen hoy lo que se llama el Montevideo rural 
productivo", explicó... Por su parte, Ponce de León se refirió al terreno como "vacío 
urbano" o "baldío rural" (El País 31/3/06). 

Desde los ámbitos de la planificación urbana de la Intendencia no sólo se 
argumenta a partir de la importancia del suelo agrícola como tal, sino también desde la 
prevención de una mayor expansión urbana. Sin embargo, aunque la posición es muy 
explícita y firme en este sentido, la discusión en las situaciones de borde urbano es 
muy fuerte. Las excepciones al POT adoptadas por la IMM -ya sea como una 
concesión a iniciativas de otros actores o como una decisión propia- implican el 
debilitamiento de este argumento. La validez de una aplicación estricta de la 
normativa pierde legitimidad frente a argumentos que surgen con mucha fuerza: las 
urgencias sociales de los asentamientos que implican una realidad ya instalada por la 
vía de los hechos. 

Esta realidad es fuertemente criticada por los miembros de la Coordinadora de 
Asentamientos de la Zona 9, quienes entienden que el territorio ha transitado por 
transformaciones socio-económicas profundas que derivaron en que fuera 
seleccionado “de hecho” como un lugar de atracción para la formación de 
asentamientos: 
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“...en un momento fue el barrio obrero más grande de la ciudad. Y los hogares 
desplazados, ¿donde logran asentarse? Lo mas cerca que podían de sus casas, porque 
tenían sus hijos en el barrio, con un montón de tierra disponible y que fuera el que fuera...” 
(entrevista Coordinadora de Asentamientos). 

De tal manera, esta zona, que era “el barrio obrero más grande de la ciudad”, ha 
pasado a convertirse en la que tiene mayor cantidad de asentamientos a partir de la 
decadencia de la actividad industrial que integraba el lugar de vida y el empleo, y en 
función de la disponibilidad de suelo, al tratarse de un área rural con muchas hectáreas 
que no están en producción. Desde la mirada de los miembros y técnicos de la 
Coordinadora, la responsabilidad compete al Estado y a las políticas económicas, así 
como a la falta de políticas explícitas : 

“...que tengan bien presente los asentados que todo esto es responsabilidad del Estado, 
que más allá que el asentado haya tomado el terreno, llegó ahí por malas políticas 
económicas de los distintos gobiernos que hubieron, porque las políticas económicas son 
las que hacen cerrar las fábricas... la realidad es esta, fue el Estado y también son las 
mismas políticas las que llevan a que la gente no pueda salir (entrevista Coordinadora de 
Asentamientos Zona 9). 

El Estado debe dar respuesta a las nuevas demandas sociales instaladas en el 
territorio, aunque no pude legitimar oficialmente el uso de terrenos ocupados o 
ilegalmente fraccionados. Esto suscita, a su vez, el reproche de los vecinos rurales 
porque aún sin permitirlo en lo legal, la Intendencia condesciende en los hechos con el 
uso del suelo para este tipo de urbanizaciones, pero mantiene su normativa con 
respecto al fraccionamiento, lo que les impide a ellos mismos la venta de fracciones 
con fines residenciales (como hemos visto, los mecanismos de valorización de la tierra 
están presentes en esta discusión). Esta expresión de ABC Rural refleja la situación: 

“Si tú tratás por el procedimiento legal modificar esto de la zona porque ya hay una 
modificación real, no te autorizan; pero si se hace por formas irregulares eso sí se 
contempla”, (entrevista ABC Rural) 

Del lado del gobierno local, el argumento principal para tolerar infracciones al 
ordenamiento territorial y contemplar los intereses de los asentados es su situación 
desfavorable: 
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“Ellos plantean a su vez que "cómo le permitís a un asentamiento", desde su cabeza... 
Nosotros no podemos salir a reventarlos a palos pa correrlos. Sí, están violando la ley, las 
normativas, pero evidentemente que están más indefensos que otros (entrevista CCZ9). 

Desde el punto de vista del uso de argumentos, el conflicto por el proyecto 
Jacksonville se vincula con el de los asentamientos, ya que las excepciones o las 
aceptaciones implícitas de cambios de uso del suelo por parte de la Intendencia -aún 
motivadas por una actitud de protección social a los sectores más necesitados- podría 
suponer un argumento favorable para los promotores de este proyecto. Para la 
Intendencia, el costo de manejarse mediante la excepción puede significar perder 
legitimidad en la argumentación frente a Zonamérica, uno de los actores más 
afectados en sus intereses por las restricciones en el uso del suelo: 

“Vos hiciste una excepción por razones que pueden ser válidas, pero cuando incurrís en 
eso, vos perdés autoridad, o ese territorio ya no es más rural (entrevista Zonamérica- 
Altemix S.A.). 

El proyecto Jacksonville se sustenta en la necesidad de Zonamérica de adaptar 
su modelo de negocios a un contexto regional en el que las zonas francas tienen 
restricciones para accionar y que ha hecho perder competitividad a la empresa. El 
desarrollo del proyecto está basado en la compra-venta de terrenos y el beneficio 
obtenido por la diferencia; la propuesta no es viable sin este componente de negocio 
inmobiliario. Esto ha llevado a considerar que el emprendimiento está mayormente 
basado en la especulación inmobiliaria que en una propuesta de desarrollo para la 
zona. Los argumentos de las autoridades del área de Planificación separan claramente 
su celo por el interés general del interés particular que podría obtener un empresario 
privado de la concreción del negocio: 

“Yo entiendo que ahí hay un elemento especulativo muy fuerte, ellos han dicho 
públicamente, han comprado esas tierras a 0,60 dólares el metro cuadrado. Cualquier tierra 
urbanizada y si además se pretende hacer una urbanización destinada a ciertos sectores de 
ingresos medios altos, va a andar por los 70 dólares el metro... Tampoco esto surge de una 
presión de los trabajadores de zona franca. Quienes trabajan ahí no son los que están 
pidiendo ir a vivir ahí, lo que han pedido sí, son transportes y bueno, es netamente un tema 
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empresarial, se está tratando de concretar un negocio más (entrevista División de 
Planificación Territorial). 

En tanto que los promotores del proyecto encuentran en la argumentación 
de los jerarcas de Planificación una especie de censura al desarrollo de intereses 
privados basados en la ganancia: 

“La IMM está en desacuerdo, no ven bien que un privado pueda tener una ganancia a 
partir del cambio de una caracterización del suelo. Es un tema del punto de vista jurídico 
tremendo, porque con ese razonamiento, alguien que viva en Malvín no podría fraccionar 
un terreno y ganar plata vendiendo la mitad del terreno donde esta su casa, o tirar abajo su 
casa y construir un edificio en su lugar. Parece que estuviera mal generar un proyecto con 
el que se pueda generar una inversión y con esa inversión valor (entrevista Fundación 
Zonamérica). 

Se ha cuestionado mucho la forma en que Jacksonville se instalaría en el 
territorio, de tal manera que ni la densidad de población ni las características 
productivas de la zona -prioritariamente agrícola desde el punto de vista del POT- 
justifican un cambio radical como sería este proyecto. Por su parte, quienes lo 
promueven argumentan también en términos de ordenamiento del territorio, aduciendo 
que Zonamérica se constituye en una “nueva centralidad del empleo” que justifica la 
creación de un área de viviendas para aproximar a los trabajadores a su lugar de 
trabajo. Asimismo, se sostiene que la nueva urbanización se integraría con el corredor 
metropolitano de la ruta 8, conectado con la ruta 102 y el futuro colector perimetral, 
que en el futuro podría unir el Aeropuerto con el Puerto de Montevideo. Los 
promotores lo presentan como un proyecto de desarrollo integrador y dinamizador del 
territorio, mencionando incluso cifras proyectadas (20000 nuevos habitantes, 6000 
puestos de trabajos, etc.). Sus detractores lo presentan como un proyecto que 
desintegra la ciudad, generando una “ciudad satélite” en un área no prevista para el 
crecimiento urbano en función de un planeamiento privado, por así decirlo, en 
contraposición al planeamiento urbano municipal. 

“Es extender costos y en función de pensar el territorio como al revés, si hay un área 
donde se generan una cantidad de trabajos, no hay ninguna razón para que eso tenga que 
generar una ciudad alrededor” (entrevista División de Planificación Territorial). 
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Un elemento que forma parte de la discusión es el referente al impacto fiscal 
del cambio de actividades en el territorio. 

“Cada hectárea urbanizada sin planificación significa que después hay que asumir los 
costos de conectividad, transporte, enseñanza, salud, seguridad, y que es un negocio malo 
desde el punto de vista del interés general” (entrevista División de Planificación 
Territorial). 

Del lado de Zonamérica, todos estos puntos tienen una respuesta que pretende 
partir de los propios argumentos presentados por la Intendencia: 

“La presión de la realidad ha hecho que tengamos a cuatro asentamientos, de manera 
irregular, ilegal, sin planeamientos, sin saneamiento, sin servicios, y en este otro proyecto, 
la empresa promotora del proyecto se encarga de solucionar todo. La caminería, el agua 
potable, la fibra óptica, el saneamiento, la luz eléctrica, todo. A la Intendencia no le cuesta 
nada, y además el proyecto genera recursos para la IMM, porque la cambiar la categoría 
del suelo, aumenta también la contribución”(entrevista Fundación Zonamérica). 

Más allá del equilibrio urbano y fiscal que debe ser considerado, el proyecto 
Jacksonville implica una fuerte capacidad transformadora del territorio y resulta 
amenazante para el tipo de gestión territorial -basada en la descentralización y la 
participación vecinal- que la Intendencia defiende y controla como agente público 
privilegiado en esta escena. La lógica empresarial de la propuesta, aún cuando se 
realice en consulta con los vecinos y las autoridades, no pueden ser vista como 
participativa desde la visión de gobierno que tiene la Intendencia. El siguiente es un 
comentario de un técnico de la UMR sobre el comportamiento empresarial en general, 
que a nuestro entender ilustra bien esta idea: 

“Los planes estratégicos del país, no son los mismos que los planes estratégicos 
empresariales y los tiempos no son los mismos, entonces, cuando vienen....vienen con un 
empuje bestial, tengo el capital, la inversión... Las empresas tienen... es lógico y racional 
dentro de su propia lógica... No son procesos participativos ; se ponen ropa dura de 
vestidura de participativo, pero de participativo no tienen nada” (entrevista UMR). 

“...eso es la política del más tengo, más puedo” (entrevista CCZ9). 
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Se podría interpretar la negativa de la IMM frente al proyecto Jacksonville 
como un señalamiento de lo que es legítimo en la toma de decisiones para la 
transformación del territorio. De alguna manera, la IMM está definiendo cuál es el 
límite de la acción privada y de la toma de decisión de la empresa privada sobre el 
territorio. 

Este dilema genera una lucha discursiva entre interés privado e interés público, 
el primero asociado a los negocios y el segundo al desarrollo de la ciudad. Cada uno 
de los actores le da a estos términos una connotación diferente, siendo que ambos 
visitan estos términos asiduamente. Tanto los promotores del proyecto como quienes 
se oponen esperan lograr una equivalencia de sentido entre sus argumentos y el interés 
general. Estos dos extractos de sendos textos, el uno criticando y el otro justificando 
este proyecto, constituyen un rico muestrario de esta lucha discursiva: 

“...no se trata de rechazar todo el proyecto de crecimiento sino de modificarlo y 
encuadrarlo de manera de lograr que el dinamismo y la potencia que están involucrados en 
su desarrollo impacten lo menos posible en términos negativos en cuanto a la construcción 
de la ciudad democrática y difundan sus beneficios en toda la sociedad” (artículo de 
opinión de Alvaro Echaider, Oficina de Gestión Territorial del Plan Montevideo; 2004). 

“El proyecto se orientará a los distintos públicos de variado nivel de ingresos y perfil 
socioeducativo, buscando, primero que nada, el generar oportunidades a la sociedad toda 
y a todos sus pobladores, que tanto las necesitan” (documento de justificación del proyecto 
Jacksonville). 

Aún con ser contingentes y particularistas, los intereses que quiere hacer valer 
Zonamérica suscitan la extraña coincidencia de alinearse con los intereses de los 
productores rurales que quieren vender sus tierras y con los de los asentamientos para 
lograr un cambio en el uso del suelo que les permita la regularización: 

“...nos han dicho en algunos asentamientos acá en la zona, el Monarca por ejemplo, 
tenemos el mismo problema que ustedes, estamos esperando que le respondan a ustedes y 
después vamos nosotros a reclamar lo mismo. Nosotros decíamos en broma, vayan ustedes 
primero que va a ser más fácil que se los autoricen... Es por eso que no se puede 
regularizar el asentamiento 24 de Junio en camino Repetto, porque está pegado a 
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Zonamérica y si autorizan la regularización, obviamente que están generando un 
antecedente para que Zonamérica pida lo mismo, con otro objetivo, para otro tipo de 
urbanización, pero es básicamente el mismo tipo de problema, (entrevista Fundación 
Zonamérica). 

“...aparecen como aliados intereses que vos no entendés que aparezcan como aliados. Los 
productores que resistían la instalación de zona franca, ahora son abanderados de la 
Fundación (Zonamérica). ¿Qué pasó? ¿Qué cambió? (entrevista PIAI). 

Lo que entra en consideración para este tipo de alianzas es el interés de los 
productores de poder fraccionar los terrenos y que éstos adquieran un valor de suelo 
urbano. Sin embargo, estos intereses no dejan de ser vistos como más legítimos, dada 
la situación de los productores frente a los problemas de inseguridad que afectan 
profundamente su actividad: 

“Me da la impresión que alguna gente del área del Montevideo rural de ahí de la Cuenca 
de Carrasco, tiene una visión concreta, que afecta a los intereses porque ellos tienen 50 
hectáreas, con la posibilidad de vender de a tres mil metros cuadrados... ¡pará! Por otro 
lado, los tipos dicen, pero tampoco puedo plantar nada porque me roban todo. También 
hay que tener en cuenta esas cosas” (entrevista CEPMR). 

También tuvo un problema en el ámbito de la legitimidad de la acción privada 
sobre los asuntos públicos, la fundación donante del predio para el realojo de Villa del 
Chancho. Si bien la donación del terreno soluciona un problema prioritario para la 
Intendencia, se consideró que no era la función de una fundación privada (aún 
benéfica y sin fines de lucro) la de asignar un espacio en el territorio para realizar un 
realojo y luego proveer servicios e infraestructura. Esos son problemas que debe 
resolver la propia Intendencia, aún cuando su capacidad operativa en este sentido esté 
limitada: 

“La Fundación Don Pedro, que ha salido el hombre muchas veces en la prensa, él no 
coordinó con la Intendencia, él compró los terrenos y los llevo para ahí. En definitiva no 
es la política de la Intendencia decir: saco a alguien. Sí había que sacarlos, pero en unas 
condiciones de que... Las políticas de la Intendencia son insertar a la gente que realojás, no 
solamente en situación de tener una vivienda digna, sino también empezar a sacarlos de las 
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condiciones en que están, porque si no lo único que estas haciendo es sacarlos de ahí, 
llevarlos para otro lado para que hagan lo mismo (entrevista CCZ8). 

La función del Estado y del municipio como parte del Estado es la de proteger 
el interés general: lo que es “propiedad de todos” (como los bañados) o “problema de 
todos” (como la basura) se convierte en responsabilidad del Estado. El problema es 
cómo compatibilizar el “interés general” que implica la planificación territorial en 
función de toda la ciudad, con el “interés local” en el territorio, con el “interés 
privado” de los agentes que pretenden obtener un uso privilegiado y unas rentas 
particulares del suelo del que son propietarios, y el “interés social” particular de los 
distintos grupos que accionan sobre el territorio de forma más o menos espontánea. En 
principio, el POT es un marco normativo para la toma decisiones públicas y privadas 
con respecto al territorio: 

“...al fin y al cabo es la herramienta que les sirve a todos y que fue el motivo por el cual la 
Intendencia formuló el Plan de Ordenamiento, el POT, o el Plan Montevideo como le 
decimos habitualmente. El motivo fue que todo el mundo tuviera reglas claras que quien va 
a realizar un emprendimiento, quien va a localizar una actividad en el departamento sepa a 
qué atenerse, dónde se puede” (entrevista Alberto Ortega, ex Director de Planificación 
Territorial en CX 36, 14/10/03). 

Pero también es un marco político para sostener políticamente las decisiones 
sobre el territorio. Si los actores no lo utilizan como referente pierde su sentido. 

“...el Plan de Ordenamiento existió por la participación, si la gente no hubiera participado 
probablemente hubiera habido ciertas negociaciones entre la intendencia y UTE y se 
hubiera logrado un acuerdo” (entrevista UMR). 

En el campo ideológico las posiciones y argumentos de los actores con 
respecto a los conflictos por el uso del suelo y la transformación del territorio se 
cruzan con pertenencias a otros espacios: sectores políticos, espacios gremiales, 
agrupaciones empresariales, organizaciones sociales, etc. Las discusiones en torno a 
casos concretos evocan valores y supuestos que se ubican más allá del caso en sí y que 
buscan reafirmar posiciones sociales e ideológicas de los actores en sus espacios 
sociales de referencia. Los conflictos no solamente se vinculan con intereses concretos 
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en el territorio, sino que también sirven a modo de plataforma para discutir 
políticamente las diferencias entre distintos modelos de desarrollo propuestos por 
algunos de los actores. 

Muchos de los aspectos que son importantes para una ideología de izquierda se 
tocan y son citados en las argumentaciones, tanto de los funcionarios como de los 
demás actores, que reconocen y toman en cuenta la incidencia del Frente Amplio en 
las posiciones de los actores municipales: la extranjerización de la tierra, el papel de 
las empresas las multinacionales, las privatizaciones, el papel del Estado, el problema 
de la seguridad frente a la cuestión de la inclusión social. Diríamos, con Bourdieu, 
que: 

“Para imponer su visión política -y promover sus intereses específicos-, cada uno de los 
agentes o grupos de agentes tiende, en efecto, a apoyarse en las fuerzas externas y en su 
portavoz en el seno de instancias representativas (asambleas parlamentarias, comisiones 
etc.) y a abrevar más o menos conscientemente en las representaciones que los agentes 
sociales producen individual y colectivamente”...“Los debates que se desarrollan dentro 
del campo burocrático no carecen de relación, desde luego, con las discusiones y los 
conflictos externos, a los que los altos funcionarios hacen referencia y sobre los cuales se 
apoyan para exponer o justificar sus tomas de posición y sus proyectos” (Bourdieu; 2001; 
111-114). 

Se trata de analizar, como sostiene Foucault, “la función que debe ejercer el 
discurso estudiado en un campo de prácticas no discursivas” (Foucault; 1991:111). 
Foucault identifica estas prácticas no discursivas en el campo de las decisiones 
políticas y económicas, en las prácticas cotidianas, en las luchas sociales y políticas 
concretas. 


Veamos algunos ejemplos. 

El Frente Amplio, partido de gobierno departamental, es una clara referencia 
para las autoridades municipales. Un ex Director de Planificación Territorial se refería 
a la Mesa Política del Frente amplio como un ámbito de referencia para argumentar y 
definir líneas de acción con respecto a Zonamérica y su propuesta de desarrollo 
urbano: 
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“Nosotros le damos la mayor importancia a las definiciones de la Mesa Política del 
Frente, a tal punto que ayer elaboré un informe de estos temas para que pudieran, algunos 
compañeros que estaban interesados en participar de esa discusión, pudieran ir lo mejor 
documentados posibles. Esas definiciones orientan la gestión de la IMM, no puede ser de 
otra manera puesto que el Frente Amplio es el partido del Intendente y de todos los que 
estamos trabajando allí” (entrevista a Alberto Ortega, ex Director de Planificación 
Territorial de la IMM, para CX36, 14/10/03). 

Una expresión de un miembro de la Coordinadora de Asentamientos, 
perteneciente al MPP 19 

“Yo tengo unas cuestiones ideológicas contra Zonamérica y además yo creo que todo 
este proyecto que nos quieren vender, en realidad, no es para beneficio nuestro, si no de 
ellos” (entrevista Coordinadora de Asentamientos). 

Los representantes de Zonamérica entienden que, al menos en parte, la 
negativa de la Intendencia de aceptar la inversión de Zonamérica sobre el 
territorio es un tema vinculado a un valor histórico para la izquierda, como lo es la 
lucha contra la extranjerización de la tierra (en referencia a la instalación de 
empresas extranjeras dentro del recinto franco y no tanto al proyecto Jacksonville 
en sí, que es promovido por un empresario uruguayo). 

“En mi opinión, esta en juego un factor de producción, que para la izquierda más 
tradicional es extremadamente importante, el tema de extranjerización de la tierra” 
(entrevista Fundación Zonamérica). 

Por otro lado, el Presidente de la Fundación Don Pedro, en alusión a los 
recelos de la Intendencia con respecto a la donación de tierras a los vecinos de Villa 
del Chancho, se expresa sobre la “sensibilidad social” que cabría esperar de 
funcionarios identificados con un partido de izquierda: 

“Perdés el tiempo, vos decís, mirá esta gente. Frente Amplio, comunistas, cuando llegan 
al poder yo que sé, capaz que son más insensibles que los que estaban antes” (entrevista 
Fundación Don Pedro). 


19 Movimiento de Participación Popular, partido perteneciente al Frente Amplio, que es en realidad una 
coalición de izquierda. 
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Más que un tema de “sensibilidad social”, hay un compromiso político de la 
izquierda debido a sus vínculos ideológicos y electorales con las demandas de los 
sectores más empobrecidos de la sociedad. Este vínculo, que en palabras de Katzman 
es un importante activo para el Frente Amplio, y se manifestó, desde los 90, tanto en 
el fomento de algunas ocupaciones como en las exigencias que le impone a la IMM en 
cuanto a solucionar carencias sociales: 

“El mayor activo del Frente Amplio es su capacidad de representar antiguas y nuevas 
demandas urbanas, derivado de sus relaciones más fluidas con la sociedad civil. Por 
cuestiones ideológicas e identitarias, pero también por estrategia e intereses electorales, 
personalidades y sectores del Frente Amplio apoyaron ocupaciones a las que luego la 
misma IMM debía brindar solución. También los restantes partidos se interesan por el 
tema aunque, por una variedad de motivos, su capacidad en los 90 para insertarse en los 
sectores más deprimidos socialmente es menor que la del Frente Amplio”. (Katzman et. 
al.; 2003: 15) 

La referencia a objetos de discurso que representan las luchas de la izquierda 
(extranjerización, multinacionales, represión, especulación, etc.) refiere a un campo de 
prácticas no discursivas (la pertenencia a grupos políticos). Los otros agentes que 
participan en las luchas por hegemonizar el discurso -tanto su propio grupo como 
quienes se les oponen- le recordarán al funcionario con investiduras políticas que él 
“pertenece” al Frente Amplio y que tradicionalmente ha estado de parte de los más 
débiles, que ha promovido los intereses nacionales sobre los extranjeros, que ha 
luchado contra las privatizaciones, contra la segregación social y espacial, etc. En este 
sentido, alejarse de estos valores y reivindicaciones tiene costos altos en el campo 
político donde el funcionario está jugando un importante capital, en términos de 
Bourdieu. 

Pero por otro lado, la gestión del gobierno, la ciudad y el territorio representan 
un desafío que supera el campo político y la lógica partidaria. Desde la gestión 
municipal, los actores, las demandas y los intereses son múltiples y hasta 
contradictorios, lo que implica que la toma de posición de los funcionarios 
municipales no es la misma que la de los militantes políticos. Tomemos como ejemplo 
el proyecto de gestión privada del sistema de disposición final, planteado por la 
Dirección de Desarrollo Ambiental de la IMM como la solución a los problemas de 
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contaminación que genera el vertedero. Este proyecto es criticado desde la visión de la 
izquierda acerca de las privatizaciones. La siguiente es una opinión del Secretario de 
la Junta de la Zona 9, un funcionario que tiene mayores posibilidades de plantear la 
cuestión en términos políticos que los que están directamente involucrados en la 
gestión del servicio: 

“Evidentemente que ante una privatización van a primar los intereses económicos. Lo que 
pasa es que... esa es una discusión que tenemos que dar, que tendríamos que dar todos, 
pero fundamentalmente los políticos de izquierda. Siempre con la misma excusa, de que lo 
público no lo podemos... lo más fácil es privatizar. El tema de la gestión de los privados ha 
demostrado que por la plata baila el mono y por lo tanto, creo que la responsabilidad del 
Estado es distinta, debería tenerla el Estado” (entrevista CCZ 9). 

El mayor argumento a favor de la gestión privada del servicio de disposición 
final es que el proyecto es inabarcable con inversiones municipales. Esta propuesta se 
enfrenta a la postura de ADEOM, el sindicato de trabajadores municipales, que en este 
tema entabló una alianza con las cooperativas de clasificadores que operan en predios 
del servicio de disposición final. La siguiente, es una cita de un informe periodístico al 
respecto: 

“En referencia a la licitación de la explotación de la Usina 5, Herrera (miembro de 
ADEOM) sostuvo que se trata de una privatización y “regalo que se le hace a las empresas 
multinacionales”. Para Campal (Director de Desarrollo Ambiental), las acusaciones de 
privatización representan “un discurso que es una cáscara vacía”. El director municipal 
sostuvo que ADEOM, en realidad, está mezclando reivindicaciones de los funcionarios y 
los recicladores de manera forzada, sentenciando que “así no vamos a llegar a buen 
puerto”. En alusión a la licitación de la deposición final de residuos, Campal afirmó que 
“no tiene nada que ver con el tema del clasificado. En todo caso, es para bien de los 
recicladores porque se les crean espacios para su actividad”. (Diario Últimas Noticias, 
14/02/2008) 

Es interesante la opinión del Director de Desarrollo Ambiental acerca de que 
las acusaciones de ADEOM constituyen “un discurso que es una cáscara vacía”. En 
este caso, aún cuando el funcionario -un director de la Intendencia y, por lo tanto, 
ocupando un cargo político- pertenece a las filas del partido de gobierno, su visión está 
impregnada de los problemas de gestión. En efecto, la Intendencia frentista ha 
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recurrido a la privatización o tercerización de servicios aún cuando el sindicato 
municipal se ha resistido utilizando los tradicionales argumentos de la izquierda, como 
por ejemplo, la oposición entre intereses públicos y empresas multinacionales. 

El tema de la seguridad también es delicado de manejar a partir de una visión 
ideológica de izquierda y por este motivo, a veces se evita entrar directamente en la 
discusión: 

“Por ejemplo, si hay un problema de delincuencia, yo creo que es con la gente que hay 
que resolver el problema de delincuencia, no es escondiéndose, pensando que eso no se va 
a dar, o que es un tema muy delicado, muy complejo, sobre todo para un gobierno que se 
llama progresista, con ciertas tendencias de izquierda, que tiene una impronta de estar más 
por los más débiles, entonces el tema que toca, en la sociedad en la que estamos, a los 
sectores más pobres, lo evitamos porque vamos a tener que caer en la represión”. 
(entrevista CEPMR). 

Entonces, quizás sea necesario preguntarse si la gestión de gobierno que tiene el 
monopolio de la definición y defensa del interés general, pueden valerse de un criterio 
ideológico para tomar decisiones. La Intendencia, como poder ordenador del territorio 
con las investiduras democráticas y las características de los órganos de gobierno 
modernos (en el sentido de Weber), necesita valerse simultáneamente de recursos 
técnicos y políticos 20 : toda acción se justifica con estudios académicos y se valida con 
consultas a los actores involucrados mediante distintos procedimientos (folletos, 
charlas en el Centro Comunal, reuniones en los barrios, recorridas por las distintas 
zonas afectadas por un cambio territorial). 

20 Weber en “El político y el científico”, explica la división del trabajo en el Estado moderno de los 
funcionarios técnicos y políticos con características y lógicas de acción bien diferenciadas: “La 
transformación de la política en una «empresa», que hizo necesaria una preparación metódica de los 
individuos para la lucha por el poder y sus métodos como la que llevaron a cabo los partidos modernos, 
determinó la división de los funcionarios públicos en dos categorías bien distintas aunque no tajantes: 
funcionarios profesionales, de una parte, y funcionarios políticos de otra. El funcionario ha de 
desempeñar su cargo sine ira et studio, sin ira y sin prevención. Lo que le está vedado es, pues, 
precisamente aquello que siempre y necesariamente tienen que hacer los políticos, tanto los jefes como 
sus seguidores. Parcialidad, lucha y pasión (ira et studio ) constituyen el elemento del político y sobre 
todo del caudillo político. Toda la actividad de éste, está colocada bajo un principio de responsabilidad 
distinto y aun opuesto al que orienta la actividad del funcionario. 
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Los argumentos técnicos y los argumentos políticos tienen distinto grado de 
efectividad discursiva. Lo técnico tiende a analizar el territorio por partes, fragmenta 
la realidad disciplinariamente. Lo político es más discrecional, no tiene valor de 
prueba científica, pero tiene una mirada más integradora que permite conectar los 
proyectos de desarrollo con voluntades de transformación y entramados de actores y 
decisiones. Sin embargo, lo técnico y lo político se entrecruzan y se apoyan 
mutuamente para lograr una mayor eficacia discursiva, completando lo que le falta a 
cada uno y evitando el agotamiento de los argumentos. Pero mediante esta operación 
ambos términos pueden perder su pureza: lo técnico se convierte en tecnocrático y por 
tanto, alejado de la realidad, lleva a las instancias políticas a burocratizarse; lo político 
contamina y manipula lo técnico, convirtiéndolo en un arma que los más fuertes (los 
poseedores del conocimiento) pueden utilizar contra los más débiles (los 
desinformados y excluidos de los ámbitos técnico-profesionales). 

Para los funcionarios de la Intendencia la defensa de sus posiciones significa 
desvincularse de la dimensión ideológica, asociada a lo político, o al pensamiento 
personal, para trabajar desde el análisis, a menudo técnico, de la realidad: 

“ Vázquez: Podemos decir que el proyecto es filosóficamente contrario a lo que promueve 
la IMM...” 

“Ortega: Yo digo que la IMM no puede analizar filosofías de proyectos, tiene que abrirlo 
y convertirlo en cosas concretas que significan ocupación de suelo y que algunas de ellas 
pueden ser aprobadas y otras no lo serán. El resto pueden corresponder a lo que sea mi 
opinión personal, la opinión personal de quien las promueven” (entrevista a Alberto 
Ortega, ex Director de Planificación Territorial de la IMM en CX 36). 

Sin embargo, estas afirmaciones son puestas en tela de juicio por los 
interesados en que el proyecto sea aprobado, procurando debilitar el argumento de 
la Intendencia, afirmando que el criterio que prima es, efectivamente, ideológico. 

“...más allá que cambiaron personas la posición se ha mantenido. Son las corrientes de 
pensamiento más o menos homogéneas”, (entrevista Fundación Zonamérica) 

El principal criterio -paradójicamente ideológico- que utilizan quienes hacen 
propuestas de uso de suelo alternativas al POT, es el criterio realista: los hechos ya 
están consumados y no reconocerlos sería un absurdo tecno-burocrático: 
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“La ignorancia es un buen justificativo para no hacer, pero conocedores de la situación de 
emergencia que viven los niños que en su mayoría concurren a nuestro centro-tenemos el 
deber y la responsabilidad social de solucionar estas injusticias- este o no la Intendencia de 
acuerdo -esto va mas allá de absurdas reglamentaciones y/o disposiciones que deben 
adaptarse a la realidad de la emergencia” (entrevista Fundación Don Pedro). 

“...el prejuicio, era que la ciudad de Montevideo era muy extendida y no se puede seguir 
extendiendo. Perfecto, un argumento, pero la ciudad de Montevideo, ya se extendió, una 
cosa podía haber sido tapar la luz del sol con la mano, me mantengo ahí, y otra cosa es 
que la luz se filtra por todos lados, ruta 1, ruta 5, ruta 8, de acá para allá está más poblado” 
(entrevista Zonamérica-Altemix S.A.). 


Nos puede dar la impresión de que este discurso “prescinde” de la ideología y 
hace hincapié en elementos extra-ideológicos, “reales” e indiscutibles, como la 
expansión ya consolidada de la ciudad sobre el campo o la situación de emergencia 
social en los asentamientos. Sin embargo, hasta las motivaciones utilitarias y 
racionales, en realidad materializan creencias ideológicas, e implican supuestos 
ideológicos. “Dejemos que los hechos hablen por sí mismos” es quizás el 
archienunciado de la ideología: la cuestión es, precisamente, que los hechos nunca 
hablan por sí mismos, sino que una red de dispositivos discursivos los hace hablar” 
(Zyzek; 2001:19). 

Lo importante, más allá de señalar quien está equivocado y quién tiene la razón 
(y por tanto está por fuera de la ideología), es mostrar cómo los actores se ven en la 
necesidad de simbolizar la realidad, generar equivalencias, identidades y 
diferenciaciones para lograr entrar en el campo de las luchas ideológicas y obtener 
también cierta coherencia y legitimidad en sus respectivas posiciones de poder frente a 
los otros. Interesa más, desde un punto de vista sociológico, como operan estas 
identidades y diferencias, que su validación técnica. 


108 



4. Conclusiones 
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Podemos entender los conflictos por ocupar y decidir el destino de un espacio 
geográfico como una disputa entre visiones diferentes con pretensiones de validez que 
buscan la transformación práctica del territorio. Los actores que participan en los 
conflictos que hemos analizado tratan de incidir en la representación y el 
conocimiento que se tiene del territorio. En este sentido, es clave para los actores la 
disputa por legitimar argumentos acerca de si el suelo que es motivo de los conflictos 
puede ser caracterizado como parte de un territorio rural o si su carácter rural ha sido 
definitivamente alterado. 

La zona nordeste del departamento de Montevideo es, al mismo tiempo, un 
área productiva agropecuaria, un área de expansión urbana y una zona con 
potencialidades para actividades económicas no agropecuarias, como el turismo y los 
servicios, dada su ubicación y conexión con corredores metropolitanos importantes. 
Pero más que un territorio multifuncional, es un territorio dislocado, no hay una 
articulación armónica de los distintos usos del suelo. En este contexto, los conflictos 
por el uso del suelo no constituyen simplemente una competencia por superficies. 
Están fundados en la incompatibilidad de actividades y formas de apropiación del 
territorio. Privilegiar algunas de ellas implicará la segregación de otras. Se trata de un 
territorio fragmentado con vocaciones contradictorias, cuyas presiones internas 
amenazan su identidad y equilibrio. 

Los conflictos por el uso del suelo son luchas por la clasificación del espacio. 
El Plan Montevideo viene a fijar nombres y tipologías de territorios y criterios 
legítimos de uso y apropiación. Es un acto de institución que, como sostiene Bourdieu, 
aspira a producir lo que designa. Sin embargo, como sugiere Thierry Link, la 
capacidad de una institución de nominar y categorizar el territorio y sus usos tiene que 
ser aceptada y utilizada en la práctica discursiva y en las relaciones sociales de los 
actores como parte de una apropiación colectiva del territorio. 

Por tanto, las categorías “urbano” y “rural”, para funcionar como criterios 
organizadores del espacio, deben ser compartidas y apropiadas por los actores que 
tienen sus intereses en el territorio. Estas categorías dividen y establecen jerarquías 
entre los espacios que designan y las formas en que se puede hacer uso de esos 
espacios en lo jurídico, en lo administrativo, en lo presupuestal, en lo político. Sin 
embargo, no existe una división real entre territorio urbano y rural; un límite 
geométrico capaz de definir superficies excluyentes. Las fronteras entre lo urbano y lo 
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rural no separan, sino que comunican y permiten interacciones entre diferentes tipos 
de asentamiento y uso del espacio. 

El ordenamiento territorial crea una frontera neta entre dos espacios con 
estatus distinto; tal es la pretensión del POT al instituir límites y usos del suelo. Se 
crea una representación dicotómica del territorio que oculta las interacciones entre los 
espacios urbanos y rurales. Sin embargo, los territorios de borde urbano-rural se 
caracterizan por tener fronteras difusas, por lo que generalmente los criterios para 
distinguirlos son más o menos arbitrarios. Ambos espacios forman parte de la ciudad 
y deben ser reconocidos en su especificidad y también deben ser reconocidas sus redes 
de relaciones, a pesar de sus contradicciones y sus competencias. 

Estos conflictos están estrechamente vinculados con el desarrollo y 
ordenamiento territorial de la ciudad: la expansión urbana, la amenaza a la 
supervivencia del cinturón agrícola de Montevideo, el problema del acceso a la 
vivienda, son todos problemas de la ciudad misma en cuanto tal. Estos problemas 
confluyen en la zona nordeste de Montevideo, vinculados a intereses y proyectos de 
diverso tipo, muchas veces antagónicos. Aunque el valor de la tierra tiene una 
importante influencia en estos conflictos y es motivo de fuertes contradicciones, el 
problema del suelo rural en la ciudad no se resuelve a través de la competencia entre 
renta urbana y renta rural (donde siempre gana la primera), dado que existe un plan de 
ordenamiento territorial que establece criterios para regular esta dinámica de una 
forma distinta a la del libre mercado. 

Pero las reglamentaciones de uso del suelo que se basan en poner un límite al 
fraccionamiento de acuerdo a determinados criterios según la zona, no son suficientes 
para preservar el territorio rural de la expansión urbana. En el caso del territorio 
estudiado, la normativa no logra su objetivo: no garantiza la viabilidad de las 
actividades agrícolas ni logra impedir eficientemente la especulación inmobiliaria. 
Como la normativa no consigue detener las infracciones ni la aparición de proyectos 
de uso del suelo alternativos, y dado que muchas veces estos proyectos exigen y 
logran excepciones, algunos actores (especialmente quienes tienen mayores intereses 
puestos en juego, como es el caso de Zonamérica) llegan a cuestionar la vigencia 
misma de la planificación territorial. 

La investigación ha procurado responder dos preguntas: ¿qué actores, poderes 
y discursos luchan por incidir en la fragmentación, definición y construcción social 
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del territorio?; ¿alguno de los actores logra construir un discurso hegemónico que 
habla del territorio para incidir de forma protagónica en su transformación? Nos 
hemos propuesto comprender cuáles son las relaciones de poder y los intereses que 
existen detrás de las respuestas particulares que proponen los distintos actores a través 
de sus discursos. Sin embargo, en este trabajo no hemos considerado los discursos 
separados del espacio social en el que los actores tienen posiciones dentro de una 
institucionalidad que los capacita para hacer pesar esos discursos en determinadas 
decisiones. 

En cuanto a la primera pregunta, hemos avanzando en la identificación, 
caracterización y análisis de los diferentes actores e intereses que emergen de los 
conflictos analizados. 

El gobierno municipal ha apuntado a una gestión participativa del territorio, 
fundamentalmente a través de la estructura de la descentralización. Pero el discurso y 
la acción a este respecto han sido ambivalentes. La misma organización que convoca a 
los vecinos a participar y decidir, debe también planificar, cobrar impuestos, propiciar 
la inversión privada, llevar servicios a la comunidad y, en definitiva, cumplir con 
demandas y expectativas no pocas veces contradictorias. Además, por más que la 
construcción del POT haya tenido un carácter participativo, así como otras instancias 
de planeamiento (elaboración de planes de desarrollo zonal, presupuesto participativo, 
planes de actuación urbanística), son los funcionarios de la Intendencia quienes 
brindan y coordinan estos espacios y participan de los mismos en tanto representantes 
del poder ordenador del territorio. En tanto gobierno del territorio, la Intendencia 
regula y actúa al mismo tiempo. Sanciona y controla las normas y tiene que someterse 
a ellas para gestionar territorialmente la ciudad en su conjunto (lo que va más allá de 
la división en zonas rurales y urbanas y la aplicación de normas específicas). Muchas 
veces, las excepciones al POT que se disponen desde la Intendencia habilitan los 
proyectos territoriales propuestos por el propio municipio (como es el caso del 
colector perimetral) o tienden a amortiguar los problemas generados por las 
infracciones a la normativa (como es el caso de los asentamientos irregulares). Esto 
conlleva conflictos a la interna del municipio, entre sus distintas direcciones y 
oficinas, las cuales tienen misiones y proyectos diferentes. 

Pero la Intendencia carece de la capacidad de darle al territorio el sentido de 
patrimonio común. Solamente participa de su construcción proveyendo reglas para la 
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coordinación entre apropiación colectiva e individual; reglas que definen modalidades 
de apropiación, pero solamente los actores sociales en el territorio participan en la 
producción social del espacio con capacidad de apropiación simbólica; son quienes 
llevan a cabo la “apropiación identitaria” del territorio, y por lo tanto, son 
indispensables para cualquier proyecto de uso o transformación. 

Zonamérica, una empresa con gran capacidad de inversión y de transformación 
de la zona en la que se inserta- busca construir una imagen del territorio rural como un 
recurso desperdiciado y un espacio “vacío” que debe ser aprovechado como 
oportunidad para realizar actividades económicamente dinámicas y que propicien un 
nuevo desarrollo para la zona. Debido a sus intereses, sus voceros y representantes 
establecen equivalencias de sentido que vinculen la obtención de renta privada con el 
bien común. El suelo debe ser utilizado y explotado por aquellos que tienen recursos y 
proyectos para el crecimiento, lo que para ellos diferencia al inversor privado de la 
figura del funcionario y del tecnócrata municipal. El proyecto Jacksonville ha 
avanzado lentamente, con pequeños pasos, a pesar de las resistencia municipal. La 
empresa asegura tener el visto bueno del gobierno nacional y de los vecinos más 
cercanos, lo que alienta sus expectativas de concretar el proyecto. Aún no se puede 
saber quien va a ganar esta larga pulseada, pero es de gran utilidad para la empresa el 
argumento que apunta a aceptar el cambio “objetivo” del territorio, que va dejando de 
ser rural, alimentando ciertas ventajas discursivas favorables a los promotores del 
proyecto. 

En general, es notoria la debilidad de las organizaciones de vecinos, tanto de 
los productores (ABC Rural) como de los asentados (Coordinadora de 
Asentamientos), así como de los vecinos urbanos comprometidos con el tema 
ambiental (APRAC, Comisión de Medio Ambiente). Los productores rurales 
nucleados en el grupo ABC Rural no logran -y parece que tampoco esperan- 
establecer una equivalencia entre suelo productivo y actividad agrícola. Consideran 
que la batalla frente a la expansión de la ciudad está perdida. Su argumentación se 
centra en los radicales cambios que ha sufrido su modo de vida en el territorio y en los 
problemas de inseguridad y contaminación que ha llevado a la desvalorización de su 
producción y su patrimonio. Depositan sus expectativas en la posibilidad de fraccionar 
sus tierras como predios urbanos y en las políticas de protección de las áreas “verdes” 
del departamento, como los bañados de Carrasco, en las que podrían participar como 
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actores relevantes del diseño de una “nueva ruralidad” sustentada en el turismo rural y 
el mercado inmobiliario de segunda residencia. 

Por su parte, los vecinos que participan en la Comisión de Asentamientos 
vinculan la situación que lleva a las ocupaciones de suelo rural con la falta de políticas 
públicas destinadas al acceso a la vivienda y a la ambivalencia de la Intendencia con 
respecto a las ocupaciones de terrenos rurales. Los vecinos de asentamientos ligan al 
territorio con la idea lugar de vida, reivindicando soluciones a sus carencias de 
servicios, infraestructura y seguridad pública en estos barrios cuya denominación 
como “irregulares”, sumada a su situación de permanente transitoriedad, implica una 
fuerte limitación para su apropiación del territorio. 

A partir del análisis de las distintas propuestas y capacidades de acción 
concretas de los actores, así como de sus argumentaciones, podemos concluir que los 
intentos de todos los actores por ser los protagonistas de las transformaciones 
territoriales, fracasan. Ninguno logra articular un discurso hegemónico, por lo que la 
orientación del desarrollo futuro del territorio rural en esa zona es indeterminable; 
muchas veces en las entrevistas nos hemos encontrado con la expresión de que este 
territorio es “tierra de nadie”, enunciada por distintos actores. Existen, sí, argumentos 
de autoridad que son bien manejados por los funcionarios municipales, aunque a veces 
éstos pueden ser víctimas de los mismos si tales argumentos logran insertarse 
exitosamente en los argumentos de los oponentes (desde el punto de vista de los 
interesados en que se modifique la normativa cada excepción al POT es una nuevo 
evidencia de su falta de validez). La Intendencia, al carecer de la hegemonía del 
discurso y al no poder implantar el POT completamente, recurre a argumentos de 
autoridad que validan la aplicación de excepciones, eso sí, debidamente 
fundamentadas, para lo cual no faltan los recursos técnicos y jurídicos necesarios. 

Al analizar las propuestas de los distintos actores que son las que, 
supuestamente, serían detonantes de conflictos, sorprende comprobar que no son tan 
diferentes y que aún existe un acuerdo bastante amplio sobre cuales son los problemas 
y las posibles soluciones, incluso la de admitir un fraccionamiento menor de los 
predios rurales. Pero la disputa discursiva se juega en los matices que diferencian las 
propuestas. Estos matices se refieren a la forma de gestionar los proyectos de 
transformación territorial, en el cómo y en el quién los lidera, y de qué manera van a 
desembarcar en el territorio. El problema está en el nivel del cómo se operan estos 
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cambios y quién tiene que decidirlos. En definitiva, en las relaciones de poder que 
establecen los privilegios y responsabilidades diferenciales entre los actores. Mientras 
no se resuelvan los problemas a este nivel, no habrá capacidad de acción para 
comenzar a solucionar los conflictos territoriales y la gestión continuará en el vacío. 
Entendemos que esta situación justifica más que nunca la existencia de un plan de 
ordenamiento territorial. Pero la planificación territorial no debe dejar de lado que la 
apropiación y uso del suelo como recurso, la coordinación de su aprovechamiento 
social y su justa distribución no es una simple cuestión de usos del suelo, sino que es 
un tema de desarrollo territorial. 
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Anexo 1: Cartografía 
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MAPA 1: MONTEVIDEO RURAL 

Zonificación secundaria de las áreas rurales de Montevideo según el Plan de Ordenamiento 

Territorial. 



Fuente: Unidad de Montevideo Rural - IMM (2002) 
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Mapa 2. Zonificación terciaria de Montevideo 



Fuente: Unidad del POT, IMM, 2004. 
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Mapa 3: Usos del suelo actuales de la zona 



Fuente: Unidad del POT, IMM, 2004. 
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□II 


Mapa 4. Asentamientos irregulares en suelo rural 



Fuente: Unidad del POT, IMM, 2004. 
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Mapa 5. Iniciativas de nuevas formas residenciales 



Fuente: Unidad del POT, IMM, 2004. 
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Mapa 6. Disposición final de residuos sólidos 


Servicio de 
disposición final 
de Felipe Cardozo 
y Cochabamba 



Fuente: Unidad del POT, IMM, 2004. 
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Anexo 2: Síntesis de materiales 
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Entrevistas realizadas 


Actores 

Entrevistas realizadas 

Registros 

Intendencia Municipal de 
Montevideo (IMM) Unidad de 
Montevideo Rural 

Eduardo Strachoni (técnico y 
secretario técnico de la Comisión 
Especial Permanente de Montevideo 
Rural) 

3 entrevistas Grabación 
Ayuda memoria 


Fernando Ronca (técnico que atienede 
área nordeste de Montevideo) 

Ayuda memoria 

IMM, División Planificación 
Territorial 

Arq. Cristina Pastro (directora) 

2 entrevistas 

Grabación 


Arq. Carlos Melbar (técnico de la 
Unidad del POT, perteneciente a la 
División) 

Ayuda memoria 

IMM, Dirección de Desarrollo 
Ambiental 

Néstor Campal (director) 

1 entrevista 

Grabación 

IMM, División de Limpieza 

Carlos Pifia (gerente del Servicio de 
Disposición Final de Residuos 

Sólidos) 

1 entrevista 

Grabación 

IMM, Comisión Especial 
Permanente de Montevideo Rural 

Ricardo Caissyals (presidente) 

1 entrevista 

Grabación 

Junta Local Zona 9 


1 entrevista 


Francisco Fleitas (secretario ejecutivo) 

Grabación 

Junta Local Zona 8 


1 entrevista 


Leonardo Salvador (secretario 
ejecutivo) 

Grabación 

Centro Comunal Zonal (CCZ) 9, 
Comisión de Medio Ambiente 

Teresita Céspedes (concejal) 

1 entrevista 

Grabación 

CCZ 9, Área Social 


1 entrevista 


Ana Vallac (asistente social) 

Grabación 

Coordinadora de Asentamientos, 
Zona 9 

Jesús María Lamas 

Aldo Hernández 
(vecinos) 

1 entrevista 

Grabación 

ABC Rural 


3 entrevistas 


Jorge Zoppolo (presidente) 

Grabación 

Ayuda-memoria 
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Roberto Garese (secretario) 


APRAC 


1 entrevista 


Gustavo Sacco (miembro del grupo) 

Grabación 

Fundación Zonamérica 


1 entrevista 


Fernando Castellanos 

Grabación 


(director ejecutivo) 


Altenix S.A. 


1 entrevista 


Abierto Fossati (director del proyecto 
por Fundación Zonamérica) 

Grabación 

Fundación Don Pedro 


1 entrevista 


Rodolfo Deambrosi (director y 
fundador) 

Grabación 

Agenda Metropolitana 


1 entrevista 


Sumila Detomasi (ténica a cargo del 
tema) 

Ayuda memoria 

PIAI 


1 entrevista 


Manuel 

Chabalgoity (técnico a cargo de la 
temática medio ambiente) 

Grabación 

Equipo Técnico de la Comisión de 
Villa del Chancho 

Jorge Meoni 

1 entrevista 


(pastor laico) 

Grabación 

Ayuda memoria 


Documentos, entrevistas y artículos periodísticos 

1. Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo 


2. Acuerdo Intendencia de Montevideo - Intendencia de Canelones para el estudio de 
la Cuenca del Arroyo Carrasco 


3. Comentarios del Grupo ABC Rural al Plan de Desarrollo Zonal de la Zona 9 
(agosto 2005) 
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4. Proyecto de Decreto de Normas Complementarias para el Suelo Rural (junio 2007) 


5. “El proyecto Zonamérica: un serio problema para la ciudad, aunque también, una 
oportunidad”(2004). Artículo de opinión de Alvaro Echaider, Oficina de Gestión 
Territorial del Plan Montevideo. Análisis crítico del proyecto Jacksonville de 
Zonamérica desde el punto de vista de la segregación socioespacial. 

6. Entrevista al Ingeniero Alberto Ortega, Director de la Unidad Central de 
Planificación Municipal de la Intendencia Municipal de Montevideo, para dialogar 
acerca del proyecto Zona América. Radio CX36 (14 de octubre de 2003). 

7. “A pesar de la insistencia, IMM dice no a Jacksonville”. Diario El País (31 de 
marzo de 2006). 

8. Documento proporcionado por Alberto Fossati, director de Fundación Zonamérica 
acerca de la concepción y justificación del proyecto desde la perspectiva de sus 
promotores (21 de abril de 2008). 

9. “Villa del Chancho. Modelo para armar un sueño”. Semanario Brecha (17 de marzo 
de 2006). 

10. “Villa del Chancho: vivir entre la basura y el suelo contaminado”. Diario El País 
(21 de junio de 2006). 

11. Carta de Rodolfo Deambrosi a Diario El País (12 de marzo de 2006). 

12. Carta de Rodolfo Deambrosi a Diario El País (12 de agosto de 2006). 

13. Carta de Rodolfo Deambrosi a Diario El País (03 de septiembre de 2006). 

14. “Planta de Clasificación de Residuos. Vos tirás, yo recojo”. Semanario Brecha (26 
de agosto de 2005). 
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15. “Tapados de basura. Diario El País (15de marzo de 2008). Artículo sobre la 
situación de el servicio de disposición final de residuos sólidos urbanos de 
Montevideo y el proceso de licitación para privatizar la operativa. 

16. “Comuna dispuesta a recibir propuestas para sanciones alternativas”. Últimas 
Noticias (14 de febrero de 2008). 

17. “Preparan urbanización de zona rural”. Boletín electrónico Vecinet N° 863 (29 de 
setiembre de 2006). 

□□□□“Autorizan tres barrios privados”. Diario El País (□□□□□□□□□□□□□□□□□□□□□□□ 

19. “Unos 280 asentamientos rurales sin posibilidad de regularización”. Diario El País 
(2 de enero de 2008). 

20. “Expropiarán 150 predios por perimetral a U$S 5”. Diario El País (21 de 
septiembre de 2006) 

21. Programa de Actuación Urbanística Sector 9 - “Marañas” - Cañada de las 
Canteras. IMM, Unidad Central de Planificación, División Planificación Territorial. 

22. Programa de Actuación Urbanística Sector 10 - “Norte de Camino Carrasco”. 
IMM, Unidad Central de Planificación, División Planificación Territorial. 
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